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–En la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, a los ocho días del mes de noviembre de 
2017, a la hora 12 y 20:

1
IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente (Monzó). – Con la presencia 
de 129 señores dipu tados, queda abierta la se-
sión especial convocada conforme al requeri-
miento efectuado por varios señores dipu tados 
en número reglamentario.

Invito a la señora dipu tada por el distrito 
electoral de La Rioja doña María Clara del 
Valle Vega y al señor dipu tado por el distrito 

electoral de Buenos Aires don Héctor Pedro 
Recalde a izar la bandera nacional en el mástil 
del recinto.

–Puestos de pie los señores dipu tados y 
el público presente, la señora dipu tada doña 
María Clara del Valle Vega y el señor dipu-
tado don Héctor Pedro Recalde proceden a 
izar la bandera nacional en el mástil del re-
cinto. (Aplausos.)

2
HIMNO NACIONAL ARGENTINO

Sr. Presidente (Monzó). – Invito a los se-
ñores dipu tados y al público presente a entonar 
las estrofas del Himno Nacional Argentino, 
que será interpretado por un cuarteto de cuer-
das de la Orquesta de Cámara del Congreso de 
la Nación.

–Puestos de pie, los señores dipu tados y 
el público presente entonan las estrofas del 
Himno Nacional Argentino. (Aplausos.)

3
CONVOCATORIA A SESIÓN ESPECIAL

Sr. Presidente (Monzó). – Por Secretaría se 
dará lectura de la resolución dictada por la Pre-
sidencia, mediante la que se convoca a sesión 
especial.

Sr. Secretario (Inchausti). – En virtud de la 
presentación efectuada por el señor dipu tado 
Mario Negri y otros señores dipu tados y se-
ñoras dipu tadas, por la que se solicita la reali-
zación de una sesión especial para el día 8 de 
noviembre de 2017, a las 11 y 45, y la solicitud 
de ampliación del temario presentada, y consi-
derando los artícu los 35 y 36 del Reglamento 
de la Honorable Cámara, el presidente de la 
Honorable Cámara de Dipu tados de la Nación 
resuelve: “Artícu lo 1°. – Citar a los señores 
dipu tados y a las señoras dipu tadas para el día 
8 de noviembre, a las 11 y 45, a fi n de conside-
rar los siguientes proyectos:

“Expediente 113-S.-2017. Ley 26.160, de 
emergencia de la propiedad comunitaria in-
dígena. Prórroga hasta el 23 de noviembre de 
2021. Orden del Día N° 1.776.

“Expediente 31-P. E.-2016. Régimen de res-
ponsabilidad penal para las personas jurídicas 

cquirco
Rectángulo
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por delitos cometidos contra la administración 
pública y cohecho transnacional.

“Expediente 27-P. E.-2016. Código Penal y 
ley 23.737, de estupefacientes. Modifi cación 
sobre actualización de penas y montos de las 
multas. Orden del Día N° 1.751.

“Expediente 88-S.-2017. Integrantes para el 
Comité de Lucha contra la Tortura. Designa-
ción de tres representantes correspondientes a 
las organizaciones sociales de derechos huma-
nos y/o profesionales. Orden del Día N° 1.618.

“Expediente 119-S.-2017. Integrantes para 
el Comité de Lucha contra la Tortura. Designa-
ción del doctor Alberto José Luchetti, presen-
tado por la Secretaría de Derechos Humanos 
del Ministerio de Justicia y Derechos Huma-
nos de la Nación. Orden del Día N° 1.794.

“Expediente 124-S.-2016. Acuerdo entre 
la República Argentina y la República de Co-
lombia para la Prevención e Investigación del 
Delito de Trata de Personas y la Asistencia y 
Protección de sus Víctimas, suscrito en la ciu-
dad de Bogotá, República de Colombia, el 18 
de julio de 2013. Aprobación. Orden del Día 
N° 1.756.

“Expediente 40-S.-2017. Acuerdo marco 
entre la República Argentina y el Estado Pluri-
nacional de Bolivia para la Prevención e Inves-
tigación del Delito de la Trata de Personas y la 
Asistencia y Protección de sus Víctimas, sus-
crito en la Ciudad de Buenos Aires, República 
Argentina, el 15 de julio de 2015. Aprobación. 
Orden del Día N° 1.757.

“Expediente 100-S.-2016. Tratado de Extra-
dición entre la República Argentina y la Fede-
ración de Rusia, suscrito en la Ciudad de Bue-
nos Aires, República Argentina, el 12 de julio 
de 2014. Aprobación. Orden del Día N° 1.754.

“Expediente 83-S.-2016. Tratado entre la 
República Argentina y la Federación de Rusia 
sobre Asistencia Legal Recíproca en Materia 
Penal, suscrito en la Ciudad de Buenos Aires, 
República Argentina, el 12 de julio de 2014. 
Aprobación. Orden del Día N° 1.774.

“Expediente 104-S.-2016. Tratado sobre 
Traslado de Condenados para la Ejecución de 
Sentencias Penales Privativas de la Libertad 
entre la República Argentina y la Federación 
de Rusia, suscrito en la Ciudad de Buenos 

Aires, República Argentina, el 12 de julio de 
2014. Aprobación. Orden del Día N° 1755.

“Expediente 72-S.-2016. Tratado de Extra-
dición entre la República Argentina y la Repú-
blica de El Salvador, suscrito en la ciudad de 
San Salvador, República de El Salvador, el 20 
de agosto de 2015. Aprobación. Orden del Día 
N° 1.752.

“Expediente 84-S.-2016. Convenio de Se-
guridad Social entre la República Argentina y 
la República del Ecuador, suscrito en la ciudad 
de Quito, República del Ecuador, el 9 de di-
ciembre de 2015. Aprobación. Orden del Día 
N° 1.676.

“Expediente 82-S.-2016. Convenio entre la 
República Argentina y la República del Ecua-
dor para la Prevención y Lucha contra el Trá-
fi co Ilícito y la Restitución de Bienes Cultu-
rales Transferidos, Apropiados, Exportados o 
Importados Ilícitamente, suscrito en la ciudad 
de Quito, República del Ecuador, el 9 de di-
ciembre de 2015. Aprobación. Orden del Día 
N° 1.753.

“Expediente 4.211-D.-2016. Día Nacional 
de la Concientización de la Enfermedad Car-
diovascular de la Mujer, el 26 de agosto de 
cada año. Institución. Orden del Día N° 1.362.

“Expediente 20-S.-2016. Mes Nacional de 
Concientización sobre la Violencia de Género, 
el mes de noviembre de cada año. Institución. 
Orden del Día N° 1.363.

“Expediente 5.429-D.-2016. Día Nacional 
de la Adopción. Declaración el 15 de septiem-
bre de cada año. Orden del Día N° 935.

“Expediente 21-S.-2017. Convenio sobre 
Ciberdelito del Consejo de Europa, adoptado 
en la ciudad de Budapest, Hungría, el 23 de 
noviembre de 2001. Aprobación. Orden del 
Día N° 1.380.

“Expedientes 85-S.-2017 y 91-S.-2017. En-
trada de tropas extranjeras al territorio nacio-
nal y salida de fuerzas nacionales fuera de él, 
según corresponda, para participar en los ejer-
cicios contemplados en el Programa de Ejerci-
taciones Combinadas, a realizarse desde el 1° 
de septiembre de 2017 hasta el 31 de agosto de 
2018. Autorización. Orden del Día N° 1.622.

“Expediente 108-S.-2016. Programa Cédu-
la Escolar Nacional –CEN–, en el ámbito del 
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Ministerio de Educación. Creación. Orden del 
Día N° 1.623.

“Expediente 3.199-D.-2017. Régimen Es-
pecial para la Donación de Alimentos –DO-
NAL–, ley 25.989. Modifi cación del artícu lo 
9° sobre responsabilidad de los donantes.

“Expediente 674-D.-2017. Día de la Memo-
ria y Solidaridad con las Víctimas del Atentado 
contra la Embajada de Israel, el 17 de marzo de 
cada año. Institución.

“Artícu lo 2°. – De forma.”

4
HOMENAJES

I
A la memoria del gobernador de la provincia 

del Chubut, don Mario Das Neves

Sr. Presidente (Monzó). – Para rendir ho-
menaje a la memoria del gobernador de la pro-
vincia del Chubut, don Mario Das Neves, tiene 
la palabra la señora dipu tada por el Chubut.

Sra. Lagoria. – Señor presidente: quiero 
rendir homenaje a quien el martes 31 de oc-
tubre del presente año cerrara sus ojos para 
siempre, a las 18 y 10: el amigo y compañero 
Mario Das Neves, con quien ingresé orgullosa 
a este ámbito, un hombre que, como reza el 
título del libro biográfi co sobre Mariano Mo-
reno La vida por la Patria, dio la suya por su 
tierra chica, su pueblo, Chubut.

Fue un luchador de cuna. Desde joven, se 
comprometió con la causa del pueblo, de los 
más necesitados, de los humildes, que lo lloran 
de corazón porque desde distintas funciones 
–municipales, provinciales y como dipu tado 
nacional durante dos períodos y medio– dejó 
su impronta de defensor inclaudicable de los 
derechos del pueblo del Chubut, mi provincia, 
la patria chica que lo vio llegar desde niño.

En sus escritos, expresó: “El pueblo me ale-
gra y me duele. Me alegra cuando lo veo feliz 
y cuando yo puedo añadir un poco de mi vida a 
su felicidad; me duele cuando los hombres del 
pueblo o quienes tienen obligación de servirlo, 
en vez de buscar la felicidad, lo traicionan. Por 
ello, se abocó a conocer sus necesidades y a 
brindar calidad de vida a todos los hombres de 
los pueblos chicos o grandes del Chubut, sin 
distinciones. La igualdad era el parámetro.

Se constituyó así en el conductor, el líder 
de la provincia, su caudillo; de un pueblo que 
hoy se siente huérfano y que antes, por tres pe-
ríodos, lo eligió para que lo gobernara. No lo 
amedrantaron las difi cultades; trató de sortear-
las sin importar a quién debiera enfrentar, con 
equivocaciones y aciertos, pero jamás dejó de 
decir y hacer lo que debía.

Quedan muchos testimonios de su obra. 
Hoy, su partida nos duele. Perdió la lucha por 
su vida, pero su ejemplo, su entrega hasta sus 
últimos momentos perdurarán para siempre en 
el corazón de su pueblo.

Los versos de una canción de la Iglesia, di-
cen: “¡Qué triste debe ser llegar a viejo con el 
alma y las manos sin gastar, qué triste integri-
dad la del pellejo del que nunca se jugó por 
los demás!”. Él tenía el pellejo gastado, roto, 
porque siempre sirvió y luchó por los demás. 
Honró la vida y la política. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por el Chubut.

Sr. Bermejo. – Señor presidente: es poco lo 
que tengo para agregar a las sentidas palabras 
de mi amiga y colega Nelly Lagoria.

El 1° de noviembre una multitud se volcó a 
las calles de Trelew para dar la última despe-
dida a su gobernador. Seguramente muchos de 
los que estaban allí no lo habían votado, pero 
todos sentían que estaban despidiendo a un lu-
chador, a una persona que literalmente dio la 
vida por su trabajo y su pueblo.

En tres ocasiones estuvo sentado en estas 
bancas y honró ese puesto. En algún momento, 
cuando le pidieron que asumiera otro cargo, no 
solicitó licencia sino que renunció, porque esa 
era su forma de vivir. No andaba con medias 
tintas; ponía todo de sí para lo que pidiesen la 
política, las circunstancias o las necesidades 
del país o la provincia. Entregaba todo, como 
entregó su vida hasta último momento.

Cualquiera hubiese cedido ante una enfer-
medad tan grave que lo postraba, pero él, no; 
siguió trabajando hasta lograr ganar su última 
batalla, el 22 de octubre pasado. Fui testigo de 
cómo, muy disminuido en su salud, ese día, a 
las 10 y media de la noche, salió a hablar cara 
a cara con los militantes que se acercaron a 
su residencia para vivarlo, para compartir ese 

cquirco
Línea
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de las tierras que tradicionalmente ocupan; y 
regular la entrega de otras aptas y sufi cientes 
para el desarrollo humano…”.

Esta norma que probablemente aprobare-
mos hoy es ponderable, positiva, constituye 
un paso, pero tendremos que seguir el proce-
so de reconocimiento del derecho de las co-
munidades originarias a la tierra, y anticipo 
que en cuatro años no se culminará esta tarea, 
por más buena voluntad que tengamos. Si lo 
logramos, será porque se fuerzan las condi-
ciones o se permite la participación de las co-
munidades.

No abogamos por un proceso administrati-
vo sino de reconocimiento progresivo y per-
manente de la tierra a los pueblos originarios. 
Por eso, el próximo paso no es pensar en una 
nueva prórroga sino avanzar con la sanción de 
una ley que reconozca la propiedad comunita-
ria de la tierra. Ése es el objetivo con el cual el 
Congreso debe trabajar, y existen proyectos en 
ese sentido. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar 
nominalmente, en general y en particular, el 
dictamen de las comisiones de Legislación 
General y otras recaído en el proyecto de ley 
en revisión por el cual se prorrogan los plazos 
establecidos en la ley 26.160, de emergencia 
de la propiedad comunitaria indígena, hasta el 
23 de noviembre de 2021, contenido en el Or-
den del Día N° 1.776.

–Se practica la votación nominal.

–Conforme al tablero electrónico, sobre 
216 señores dipu tados presentes, 214 han 
votado por la afi rmativa. No se ha computa-
do el voto de un señor dipu tado.

Sr. Secretario (Inchausti). – Se han registra-
do 214 votos por la afi rmativa y ninguno por la 
negativa.1 (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Para aclarar el 
sentido de su voto, tiene la palabra el señor 
dipu tado por Entre Ríos.

Sr. Huss. – Dejo constancia de mi voto por 
la afi rmativa, señor presidente.

Sr. Presidente (Monzó). – Se toma nota, se-
ñor dipu tado.

1. Véase el Acta N° 3 de votación nominal en el Apéndice. 
(Pág. 208.)

Queda defi nitivamente sancionado el pro-
yecto de ley.2

Se comunicará al Poder Ejecutivo y se dará 
aviso al Honorable Senado.

19
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PENAL 

PARA LAS PERSONAS JURÍDICAS 
POR DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA Y COHECHO TRANSNACIONAL

Sr. Presidente (Monzó). – Corresponde 
considerar el dictamen de las comisiones de 
Legislación Penal y de Legislación General 
–Orden del Día N° 1.795– recaído en las mo-
difi caciones introducidas por el Honorable Se-
nado en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
que le fuera pasado en revisión, por el que se 
establece un régimen de responsabilidad penal 
para las personas jurídicas por delitos contra la 
administración pública y cohecho transnacio-
nal (expediente 31-P. E.-2016.)

(Orden del Día Nº 1.795)

Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:
Las comisiones de Legislación Penal y de Legis-

lación General han considerado las modifi caciones 
introducidas por el Honorable Senado en el mensaje 
127/16, de fecha 20 de octubre de 2016 y proyecto de 
ley tendiente a establecer un Régimen de Responsa-
bilidad Penal para las personas jurídicas por delitos 
cometidos contra la administración pública y cohecho 
transnacional, tipifi cado en el artículo 258 bis del Có-
digo Penal; y, por las razones expuestas en el informe 
que se acompaña y las que dará el miembro informan-
te, aconsejan su aceptación.

Sala de las comisiones, 7 de noviembre de 2017.

María G. Burgos. – Daniel A. Lipovetzky. 
Luis F. J. Cigogna. – Leandro López 
Koënig. – Ricardo L. Alfonsín. – Karina 
V. Banfi . – Eduardo A. Cáceres. – Ana 
C. Carrizo. – María S. Carrizo. – Ana 
I. Copes. – María C. Cremer de Busti. – 
Néstor J. David. – Álvaro G. González. 
– Martín O. Hernández. – Anabela R. 
Hers Cabral. – Miguel Nanni. – Luis A. 
Petri. – Pedro J. Pretto. – Olga M. Rista. 
– Fernando Sánchez. – Cornelia Schmidt 
Liermann.– Pablo G. Tonelli. 

2. Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pág. 149.)

cquirco
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En disidencia parcial:

Juan F. Brügge. – Gilberto O. Alegre. – 
Mónica E. Litza. – Carla B. Pitiot. 

Buenos Aires, 27 de septiembre de 2017.

Al señor  presidente de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente a 
fi n de comunicarle que el Honorable Senado, en la 
fecha, ha considerado el proyecto de ley en revisión 
estableciendo el Régimen de Responsabilidad Penal 
para las Personas Jurídicas por Delitos contra la Ad-
ministración Pública y por Cohecho Transnacional, y 
ha tenido a bien aprobarlo de la siguiente forma:

El Senado y Cámara de Diputados,...

Artículo 1° – Objeto y alcance. La presente ley esta-
blece el Régimen de Responsabilidad Penal aplicable 
a las personas jurídicas privadas, ya sean de capital 
nacional o extranjero, con o sin participación estatal, 
por los siguientes delitos: 
 a) Cohecho y tráfi co de infl uencias, nacional y 

transnacional, previstos por los artículos 258 
y 258 bis del Código Penal; 

 b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio 
de funciones públicas previstas por el artículo 
265 del Código Penal; 

 c) Concusión, prevista por el artículo 268 del 
Código Penal; 

 d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y em-
pleados, previsto por los artículos 268 (1) y (2) 
del Código Penal; 

 e)  Balances e informes falsos agravados, previsto 
por el artículo 300 bis del Código Penal.

Art. 2° – Responsabilidad de las personas jurídi-
cas. Las personas jurídicas son responsables por los 
delitos previstos en el artículo precedente que hubie-
ren sido realizados directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o benefi cio.

También son responsables si quien hubiere actuado 
en benefi cio o interés de la persona jurídica fuere un 
tercero que careciese de atribuciones para obrar en re-
presentación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratifi cado la gestión, aunque fuere de manera 
tácita. 

La persona jurídica quedará exenta de responsabi-
lidad sólo si la persona humana que cometió el delito 
hubiere actuado en su exclusivo benefi cio y sin gene-
rar provecho alguno para aquélla.

Art. 3° – Responsabilidad sucesiva. En los casos 
de transformación, fusión, absorción, escisión o cual-
quier otra modifi cación societaria, la responsabilidad 
de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurí-
dica cuando, de manera encubierta o meramente apa-
rente, continúe su actividad económica y se mantenga 
la identidad sustancial de sus clientes, proveedores y 
empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

Art. 4° – Extinción de la acción. La acción penal 
contra la persona jurídica sólo se extinguirá por las 
causales enumeradas en los incisos 2 y 3 del artículo 
59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas 
humanas autoras o partícipes del hecho delictivo no 
afectará la vigencia de la acción penal contra la per-
sona jurídica.

Art. 5° – Prescripción de la acción. La acción penal 
respecto de las personas jurídicas prescribe a los seis 
(6) años de la comisión del delito. 

A tal fi n serán aplicables las reglas de suspensión e 
interrupción de la acción penal que prevé el Código 
Penal. 

Art. 6° – Independencia de las acciones. La perso-
na jurídica podrá ser condenada aun cuando no haya 
sido posible identifi car o juzgar a la persona humana 
que hubiere intervenido, siempre que las circunstan-
cias del caso permitan establecer que el delito no po-
dría haberse cometido sin la tolerancia de los órganos 
de la persona jurídica.

Art. 7° – Penas. Las penas aplicables a las personas 
jurídicas serán las siguientes:
 1)  Multa de dos (2) a cinco (5) veces del benefi cio 

indebido obtenido o que se hubiese podido 
obtener.

 2) Suspensión total o parcial de actividades, que 
en ningún caso podrá exceder de diez (10) 
años.

 3)  Suspensión para participar en concursos o lici-
taciones estatales de obras o servicios públicos 
o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de 
diez (10) años.

 4)  Disolución y liquidación de la personería 
cuando hubiese sido creada al solo efecto de 
la comisión del delito, o esos actos constituyan 
la principal actividad de la entidad.

 5)  Pérdida o suspensión de los benefi cios estatales 
que tuviere.

 6) Publicación de un extracto de la sentencia 
condenatoria a costa de la persona jurídica.

Art. 8° – Graduación de la pena. Para graduar las 
penas previstas en el artículo 7º de la presente ley, los 
jueces tendrán en cuenta el incumplimiento de reglas 
y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involu-
crados en el delito; la omisión de vigilancia sobre la 
actividad de los autores y partícipes; la extensión del 
daño causado; el monto de dinero involucrado en la 
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comisión del delito; el tamaño, la naturaleza y la ca-
pacidad económica de la persona jurídica; la denuncia 
espontánea a las autoridades por parte de la persona 
jurídica como consecuencia de una actividad propia 
de detección o investigación interna; el comporta-
miento posterior; la disposición para mitigar o reparar 
el daño y la reincidencia. 

Se entenderá que hay reincidencia cuando la per-
sona jurídica sea sancionada por un delito cometido 
dentro de los tres (3) años siguientes a la fecha en que 
quedara fi rme una sentencia condenatoria anterior. 

Cuando fuere indispensable mantener la continui-
dad operativa de la entidad, o de una obra, o de un 
servicio en particular, no serán aplicables las sancio-
nes previstas por los incisos 2 y 4 del artículo 7° de la 
presente ley. 

El juez podrá disponer el pago de la multa en for-
ma fraccionada durante un período de hasta cinco (5) 
años cuando su cuantía y cumplimiento en un único 
pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona 
jurídica o el mantenimiento de los puestos de trabajo. 

No será aplicable a las personas jurídicas lo dis-
puesto en el artículo 64 del Código Penal. 

Art. 9º – Exención de pena. Quedará eximida de 
pena y responsabilidad administrativa la persona jurí-
dica, cuando concurran simultáneamente las siguien-
tes circunstancias:
 a)  Espontáneamente haya denunciado un delito 

previsto en esta ley como consecuencia de una 
actividad propia de detección e investigación 
interna; 

 b)  Hubiere implementado un sistema de control 
y supervisión adecuado en los términos de los 
artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad 
al hecho del proceso, cuya violación hubiera 
exigido un esfuerzo de los intervinientes en la 
comisión del delito; 

 c)  Hubiere devuelto el benefi cio indebido obtenido.

Art. 10. – Decomiso. En todos los casos previstos 
en esta ley serán de aplicación las normas relativas al 
decomiso establecidas en el Código Penal.

Art. 11. – Situación procesal de la persona jurídica. 
La persona jurídica tendrá los derechos y las obliga-
ciones previstos para el imputado de acuerdo a lo es-
tablecido en los códigos de procedimiento en cuanto 
le sean aplicables. 

Art. 12. – Notifi caciones. Cuando la persona jurí-
dica no se hubiera presentado al proceso, las notifi -
caciones se le cursarán al domicilio legal, que tendrá 
carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de 
ello, se le podrán cursar notifi caciones a cualquier otro 
domicilio que se conozca. 

Art. 13. – Representación. La persona jurídica será 
representada por su representante legal o por cualquier 
persona con poder especial para el caso otorgado con 

las formalidades que correspondan al tipo de entidad 
de que se trate, debiendo designar en cualquier caso 
abogado defensor. En caso de no hacerlo se le desig-
nará el defensor público que por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la 
entidad y constituir domicilio procesal en la primera 
presentación. A partir de entonces, las notifi caciones 
a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio pro-
cesal.

En cualquier momento del proceso la persona ju-
rídica podrá sustituir a su representante. Si la susti-
tución tuviere lugar una vez iniciada la audiencia de 
juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el 
proceso dentro del límite de los plazos procesales co-
rrespondientes.

La sustitución no perjudicará la efi cacia de los actos 
cumplidos por su anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defen-
sores que la asistan se regirán por las disposiciones 
procesales correspondientes.

Art. 14. – Rebeldía. En caso de incomparecencia a 
la citación, la persona jurídica será declarada rebelde 
por el juez, a requerimiento del fi scal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar 
dicha resolución a la Inspección General de Justicia 
o autoridad equivalente en las jurisdicciones locales, 
a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al 
Registro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las 
medidas cautelares necesarias para asegurar la opor-
tuna continuación y fi nalidad del proceso, de confor-
midad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

Art. 15. – Confl icto de intereses. Abandono de la 
representación. Si se detectare la existencia de un 
confl icto de intereses entre la persona jurídica y la 
persona designada como representante, se intimará a 
aquella para que lo sustituya.

Art. 16. – Acuerdo de Colaboración Efi caz. La per-
sona jurídica y el Ministerio Público Fiscal podrán 
celebrar un acuerdo de colaboración efi caz, por medio 
del cual aquélla se obligue a cooperar, a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y 
comprobables para el esclarecimiento de los hechos, la 
identifi cación de sus autores o partícipes o el recupe-
ro del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en 
virtud de lo previsto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración efi caz podrá celebrarse 
hasta la citación a juicio. 

Art. 17. – Confi dencialidad de la negociación. La ne-
gociación entre la persona jurídica y el Ministerio Públi-
co Fiscal, así como la información que se intercambie en 
el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, tendrán 
carácter estrictamente confi dencial, siendo su revelación 
pasible de aplicación de lo previsto en el capítulo III, del 
título V, del libro segundo, del Código Penal. 



66 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 19ª

Art. 18. – Contenido del acuerdo. En el acuerdo se 
identifi cará el tipo de información, o datos a brindar o 
pruebas a aportar por la persona jurídica al Ministerio 
Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones: 
 a)  Pagar una multa equivalente a la mitad del 

mínimo establecido en el artículo 7º, inciso 1), 
de la presente ley; 

 b) Restituir las cosas o ganancias que sean el 
producto o el provecho del delito; y 

 c) Abandonar en favor del Estado los bienes 
que presumiblemente resultarían decomi-
sados, en caso de que recayera condena. 
 Asimismo, podrán establecerse las siguientes 
condiciones, sin perjuicio de otras que pudieran 
acordarse según las circunstancias del caso:

 d) Realizar las acciones necesarias para reparar el 
daño causado;

 e)  Prestar un determinado servicio en favor de la 
comunidad;

 f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes 
hayan participado del hecho delictivo;

 g)  Implementar un programa de integridad en los 
términos de los artículos 22 y 23 de la presente 
ley o efectuar mejoras o modifi caciones en un 
programa preexistente.

Art. 19. – Forma y control judicial del acuerdo 
de colaboración. El acuerdo se realizará por escrito. 
Llevará la fi rma del representante legal de la perso-
na jurídica, la de su defensor y del representante del 
Ministerio Público Fiscal, y será presentado ante el 
juez, quien evaluará la legalidad de las condiciones 
acordadas y la colaboración pactada, y decidirá su 
aprobación, observación o rechazo.

Art. 20. – Rechazo del acuerdo de colaboración. Si 
el acuerdo de colaboración efi caz no prosperase o fue-
se rechazado por el juez, la información y las pruebas 
aportadas por la persona jurídica durante la negocia-
ción deberán devolverse o destruirse y no podrán ser 
empleadas judicialmente, excepto cuando el Ministe-
rio Público Fiscal hubiera tenido conocimiento de ella 
de forma independiente o hubiera podido obtenerlas a 
raíz de un curso de investigación existente en la causa 
con anterioridad al acuerdo. 

Art. 21. – Control del cumplimiento del Acuerdo de 
Colaboración Efi caz. Dentro de un plazo no superior 
a un (1) año, el Ministerio Público Fiscal o el juez 
corroborarán la verosimilitud y utilidad de la infor-
mación que hubiera proporcionado la persona jurídica 
en cumplimiento del acuerdo de colaboración efi caz. 

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la 
información proporcionada, la sentencia deberá res-
petar las condiciones establecidas en el acuerdo, no 
pudiendo imponerse otras penas. 

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuer-
do y el proceso continuará de acuerdo a las reglas ge-
nerales.

Art. 22. – Programa de Integridad. Las personas 
jurídicas comprendidas en el presente régimen podrán 
implementar programas de integridad consistentes en 
el conjunto de acciones, mecanismos y procedimientos 
internos de promoción de la integridad, supervisión y 
control, orientados a prevenir, detectar y corregir irre-
gularidades y actos ilícitos comprendidos por esta ley. 

El Programa de Integridad exigido deberá guardar 
relación con los riesgos propios de la actividad que 
la persona jurídica realiza, su dimensión y capacidad 
económica, de conformidad a lo que establezca la re-
glamentación. 

Art. 23. – Contenido del Programa de Integridad. 
El programa de integridad podrá contener, conforme 
a las pautas establecidas en el segundo párrafo del ar-
tículo precedente, al menos los siguientes elementos:
 a) Un código de ética o de conducta, o la existen-

cia de políticas y procedimientos de integridad 
aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo 
o función ejercidos, que guíen la planifi cación 
y ejecución de sus tareas o labores de forma tal 
de prevenir la comisión de los delitos contem-
plados en esta ley;

 b) Reglas y procedimientos específi cos para pre-
venir ilícitos en el ámbito de concursos y pro-
cesos licitatorios, en la ejecución de contratos 
administrativos o en cualquier otra interacción 
con el sector público; 

 c)  La realización de capacitaciones periódicas 
sobre el programa de integridad a directores, 
administradores y empleados.

   Asimismo, también podrá contener los siguien-
tes elementos:

 I.  El análisis periódico de riesgos y la 
consecuente adaptación del programa de 
integridad.

 II. El apoyo visible e inequívoco al programa 
de integridad por parte de la alta dirección 
y gerencia.

 III. Los canales internos de denuncia de irre-
gularidades, abiertos a terceros y adecua-
damente difundidos.

 IV. Una política de protección de denunciantes 
contra represalias. 

 V.  Un sistema de investigación interna que 
respete los derechos de los investigados e 
imponga sanciones efectivas a las viola-
ciones del código de ética o conducta. 

 VI. Procedimientos que comprueben la inte-
gridad y trayectoria de terceros o socios de 
negocios, incluyendo proveedores, distri-
buidores, prestadores de servicios, agentes 
e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial.
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 VII.  La debida diligencia durante los procesos 

de transformación societaria y adquisicio-
nes, para la verifi cación de irregularida-
des, de hechos ilícitos o de la existencia de 
vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas.

 VIII. El monitoreo y evaluación continua de la 
efectividad del Programa de Integridad;

 IX. Un responsable interno a cargo del de-
sarrollo, coordinación y supervisión del 
Programa de Integridad;

 X. El cumplimiento de las exigencias re-
glamentarias que sobre estos programas 
dicten las respectivas autoridades del 
poder de policía nacional, provincial, 
municipal o comunal que rija la actividad 
de la persona jurídica.

Art. 24. – Contrataciones con el Estado nacional. 
La existencia de un Programa de Integridad adecuado 
conforme los artículos 22 y 23, será condición necesa-
ria para poder contratar con el Estado nacional, en el 
marco de los contratos que: 
 a) Según la normativa vigente, por su monto, de-

berá ser aprobado por la autoridad competente 
con rango no menor a ministro;

 b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° 
del decreto delegado 1.023/01 y/o regidos por 
las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos. 

Art. 25. – Registro Nacional de Reincidencia. El 
Registro Nacional de Reincidencia dependiente del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Na-
ción registrará las condenas que recayeran por los de-
litos previstos en la presente ley. 

Art. 26. – Competencia. El juez competente para 
entender en la aplicación de penas a las personas ju-
rídicas será el competente para entender en el delito 
por cuya comisión sea imputable la persona humana. 

Art. 27. – Aplicación complementaria. La presente 
ley es complementaria del Código Penal. 

Art. 28. – Aplicación supletoria. En los casos de 
competencia nacional y federal alcanzados por la pre-
sente ley, será de aplicación supletoria el Código Pro-
cesal Penal de la Nación. 

Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires a adecuar sus legislaciones a los linea-
mientos de la presente ley. 

Art. 29. – Sustitúyese el artículo 1° del Código Pe-
nal, por el siguiente: 

Artículo 1°: Este Código se aplicará: 
 1. Por delitos cometidos o cuyos efectos de-

ban producirse en el territorio de la Nación 
Argentina, o en los lugares sometidos a su 
jurisdicción.

 2. Por delitos cometidos en el extranjero por 
agentes o empleados autoridades argenti-
nas en desempeño de su cargo.

 3. Por el delito previsto en el artículo 258 
bis cometido en el extranjero por ciu-
dadanos argentinos o personas jurídicas 
con domicilio en la República Argentina, 
ya sea aquél fi jado en sus estatutos o el 
correspondiente a los establecimientos 
o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

Art. 30. – Sustitúyese el artículo 258 bis del Código 
Penal por el siguiente: 

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión 
de uno (1) a seis (6) años e inhabilitación espe-
cial perpetua para ejercer la función pública el 
que, directa o indirectamente, ofreciere, prome-
tiere u otorgare, indebidamente, a un funcionario 
público de otro Estado o de una organización pú-
blica internacional, ya sea en su benefi cio o de un 
tercero, sumas de dinero o cualquier otro objeto 
de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a 
cambio de que dicho funcionario realice u omita 
realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la 
infl uencia derivada de su cargo en un asunto vin-
culado a una transacción de naturaleza económi-
ca, fi nanciera o comercial. 

Se entenderá por funcionario público de otro 
Estado, o de cualquier entidad territorial reco-
nocida por la Nación Argentina, a toda persona 
que haya sido designada o electa para cumplir 
una función pública, en cualquiera de sus niveles 
o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública 
en donde dicho Estado ejerza una infl uencia di-
recta o indirecta.

Art. 31. – Incorpórase como artículo 259 bis del 
Código Penal el siguiente: 

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos pre-
vistos en este capítulo, se impondrá conjunta-
mente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, benefi cio inde-
bido o ventaja pecuniaria ofrecida o entregada.

Art. 32. – Sustitúyese el artículo 265 del Código 
Penal por el siguiente: 

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o 
prisión de uno (1) a seis (6) años e inhabilitación 
especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simula-
do, se interesare en miras de un benefi cio propio o 
de un tercero, en cualquier contrato u operación en 
que intervenga en razón de su cargo. 
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Se aplicará también multa de dos (2) a cinco 
(5) veces del valor del benefi cio indebido preten-
dido u obtenido. 

Esta disposición será aplicable a los árbitros, 
amigables componedores, peritos, contadores, 
tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquida-
dores, con respecto a las funciones cumplidas en 
el carácter de tales.

Art. 33. – Sustitúyese el artículo 266 del Código 
Penal por el siguiente: 

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un 
(1) a cuatro (4) años e inhabilitación especial de 
uno (1) a cinco (5) años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o 
hiciere pagar o entregar indebidamente, por sí o 
por interpuesta persona, una contribución, un de-
recho o una dádiva o cobrase mayores derechos 
que los que corresponden. 

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco 
(5) veces del monto de la exacción. 

Art. 34. – Sustitúyese el artículo 268 del Código 
Penal por el siguiente: 

Artículo 268: Será reprimido con prisión de 
dos (2) a seis (6) años e inhabilitación absoluta 
perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones 
expresadas en los artículos anteriores. 

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco 
(5) veces del monto de la exacción.

Art. 35. – Incorpórase como segundo párrafo al ar-
tículo 268 (1) del Código Penal el siguiente texto: 

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco 
(5) veces del lucro obtenido. 

Art. 36. – Modifícase el primer párrafo del artículo 
268 (2) del Código Penal, que quedará redactado de la 
siguiente manera: 

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) 
años, multa de dos (2) a cinco (5) veces del va-
lor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 
perpetua, el que al ser debidamente requerido, no 
justifi care la procedencia de un enriquecimiento 
patrimonial apreciable suyo o de persona inter-
puesta para disimularlo, ocurrido con posteriori-
dad a la asunción de un cargo o empleo público 
y hasta dos (2) años después de haber cesado en 
su desempeño. 

Art. 37. – Incorpórase como artículo 300 bis del 
Código Penal el siguiente: 

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos 
previstos en el inciso 2°, del artículo 300, hubie-
ren sido realizados con el fi n de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 
y 258 bis, se impondrá pena de prisión de uno (1) 
a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 

veces el valor falseado en los documentos y actos 
a los que se refi ere el inciso mencionado.

Art. 38. – Sustitúyese el artículo 33 del Código Pro-
cesal Penal de la Nación, ley 23.984, por el siguiente: 

Artículo 33: El juez federal conocerá: 
 1)  En la instrucción de los siguientes delitos: 
 a) Los cometidos en alta mar, a bordo 

de buques nacionales o por piratas, 
ciudadanos o extranjeros; 

 b) Los cometidos en aguas, islas o puer-
tos argentinos; 

 c)  Los cometidos en el territorio de la 
Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, 
como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Na-
ción, o tiendan a la defraudación de 
sus rentas u obstruyan y corrompan 
el buen servicio de sus empleados, 
o violenten o estorben o falseen la 
correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones 
nacionales, o representen falsifi ca-
ción de documentos nacionales, o 
de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso; 

 d) Los de toda especie que se cometan 
en lugares o establecimientos donde 
el gobierno nacional tenga absoluta y 
exclusiva jurisdicción, con excepción 
de aquellos que por esta ley quedan 
sometidos a la jurisdicción ordinaria de 
los jueces de instrucción de la Capital; 

 e) Los delitos previstos por los artículos 
41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), 
(3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 
del Código Penal. 

 2)  En el juzgamiento en instancia única de aque-
llos delitos señalados en el párrafo anterior 
que estén reprimidos con pena no privativa 
de la libertad o privativa de la libertad cuyo 
máximo no exceda de tres (3) años.

Art. 39. – Entrada en vigencia. La presente ley en-
trará en vigencia a los noventa (90) días de su publica-
ción en el Boletín Ofi cial de la República Argentina. 

Art. 40. – Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Se deja constancia de que el proyecto en cuestión 

fue aprobado en general y en particular por las dos 
terceras partes de los miembros presentes (artículo 81 
de la Constitución Nacional). 

Saludo a usted muy atentamente. 

Fൾൽൾඋංർඈ Pංඇൾൽඈ.
Juan P. Tunessi.
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INFORME

Honorable Cámara:
Las comisiones de Legislación Penal y de Legis-

lación General, al considerar las modifi caciones in-
troducidas por el Honorable Senado en el mensaje 
127/16, de fecha 20 de octubre de 2016 y proyecto 
de ley tendiente a establecer un Régimen de Respon-
sabilidad Penal para las personas jurídicas por delitos 
cometidos contra la administración pública y cohecho 
transnacional, tipifi cado en el artículo 258 bis del Có-
digo Penal, se remiten a los conceptos vertidos en la 
reunión de comisión y que serán expuestos en la se-
sión de esta Honorable Cámara.

María G. Burgos.

ANTECEDENTE

Buenos Aires, 5 de julio de 2017. 

A la señora presidente del Honorable Senado, licenciada 
Gabriela Michetti.
Tengo el honor de dirigirme a la señora presidente, 

comunicándole que esta Honorable Cámara ha sancio-
nado, en sesión de la fecha, el siguiente proyecto de 
ley que paso en revisión al Honorable Senado:

El Senado y Cámara de Diputados,...
Artículo 1° – Objeto. La presente ley establece el 

Régimen de Responsabilidad Penal para los delitos 
previstos en el Código Penal de la Nación cometidos 
por personas jurídicas privadas ya sean de capital na-
cional o extranjero, con o sin participación estatal.

Art. 2° – Responsabilidad de la persona jurídica. 
Las personas jurídicas son responsables por los delitos  
que hubieren sido realizados directa o indirectamente 
en su nombre, representación o interés y de los que 
pudieran resultar benefi ciadas, siempre que éstos fue-
ren cometidos por:
 a) Cualquiera de sus dueños, socios, accionistas 

o asociados con infl uencia en la conformación 
de la voluntad social de la persona jurídica de 
que se trate;

 b) Cualquiera de sus apoderados, representantes, 
directores, gerentes, o cualquier otro miembro 
o empleado que se desempeñe bajo su super-
visión o dirección;

 c) Cualquiera de sus representantes en contratos 
asociativos, de agencia, concesión o fi deicomi-
so en los término de los capítulos XVI, XVII, 
XVIII y XXX del título IV, del libro tercero del 
Código Civil y Comercial de la Nación.

Esta última disposición no será aplicable a aquellas 
personas jurídicas establecidas en los términos de la 
ley 25.300, de fomento para la micro, pequeña y me-
diana empresa, o aquella que la reemplace.

Las personas jurídicas no son responsables si la 
representación invocada fuera falsa, o si el delito hu-

biera sido cometido por una persona no contemplada 
en los incisos a), b) y c) salvo que la persona jurídica 
hubiera sido benefi ciada con sus actos y lo ratifi care 
expresa o tácitamente. Tampoco será responsable si 
las personas enunciadas en los incisos a), b) y c) del 
presente artículo actuaren en benefi cio propio y no 
generaren provecho alguno para la persona jurídica. 

Art. 3° – Responsabilidad por actos de sociedades 
controladas. Las sociedades controlantes son solida-
riamente responsables por las sanciones de carácter 
económico impuestas a sus controladas y por la repa-
ración del daño causado.

Art. 4° – Responsabilidad sucesoria. En los casos 
de transformación, fusión, absorción, escisión o cual-
quier otra modifi cación societaria, la responsabilidad 
de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Art. 5° – Extinción de la acción. La acción penal 
contra la persona jurídica por los delitos contempla-
dos en la presente ley se extingue:
 a)  Por prescripción, de acuerdo a lo previsto para 

cada delito contemplado en la presente ley;
 b)  Por el cumplimiento de las condiciones esta-

blecidas en el acuerdo de colaboración efi caz, 
conforme lo establecido en el artículo 20 y 
concordantes de la presente ley.

Las causales de extinción de la acción penal esta-
blecidas en los incisos 6 y 7 del artículo 59 del Código 
Penal no son aplicables a las personas jurídicas. 

La extinción de la acción penal contra las personas 
humanas autoras o partícipes del hecho delictivo no 
afectará la vigencia de la acción penal contra las per-
sonas jurídicas.

Art. 6° – Prescripción de la acción. La acción penal 
contra las personas jurídicas por los delitos contem-
plados en la presente prescribe de acuerdo a lo esta-
blecido en el Código Penal para las personas humanas 
en cada delito. 

Art. 7° – Independencia de las acciones. La perso-
na jurídica podrá ser condenada aun cuando no haya 
sido posible identifi car o juzgar a la o las personas 
humanas que hubieren intervenido, y se acredite que 
el hecho ilícito ocurrió dentro del ámbito y funciones 
de las personas mencionadas en el artículo 2°.

Art. 8° – Sanciones. Las personas jurídicas siempre 
serán sancionadas con multa de entre el  uno (1 %) y el 
diez por ciento (10 %) de los ingresos brutos anuales 
que la condenada hubiere tenido en el último ejercicio 
anterior a la comisión del delito, de conformidad con 
los criterios establecidos en los artículos 9° a 11 de la 
presente ley.

Para el caso de las personas jurídicas que se hayan 
constituido en el plazo de doce (12) meses anteriores 
a la comisión del delito o no hayan declarado ingresos 
en el último ejercicio anterior a la comisión del delito 
serán sancionadas con multa de entre el uno por ciento 
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(1 %) y el diez por ciento (10 %) de los ingresos bru-
tos promedio registrados al momento de la comisión 
del delito. 

Cuando el benefi cio del ilícito fuere cuantifi cable 
económicamente el monto de la multa no podrá ser in-
ferior al triple del benefi cio. En ningún caso el monto 
de la multa podrá ser inferior al uno por ciento (1 %) 
de los ingresos a los que se refi ere el primer párrafo 
de este artículo. 

El monto de la sanción económica será debida-
mente actualizado por el tribunal de acuerdo al índi-
ce ofi cial cuya aplicación corresponda. El juez podrá 
disponer el pago de la multa en forma fraccionada 
durante un período de hasta cinco (5) años cuando 
su cuantía y cumplimiento en un único pago pusiere 
en peligro la supervivencia de la persona jurídica o el 
mantenimiento de los puestos de trabajo. La senten-
cia condenatoria será publicada por dos (2) días a sus 
costas en dos diarios de mayor circulación provincial 
y nacional.

Además, las personas jurídicas podrán ser sancio-
nadas, de forma conjunta o alternativa, a través de la 
aplicación de las siguientes sanciones:
 a) Suspensión total o parcial de actividades, que 

en ningún caso podrá exceder de diez (10) 
años;

 b)  Suspensión del uso de patentes y marcas, que 
en ningún caso podrá exceder de diez (10) 
años; 

 c)  Pérdida o suspensión de los benefi cios o sub-
sidios estatales de los que gozare;

 d)  Suspensión para acceder a benefi cios o subsi-
dios estatales, o para participar en concursos o 
licitaciones públicas o en cualquier otra acti-
vidad vinculada con el Estado, que en ningún 
caso podrá exceder de diez (10) años;

 e) Disolución y liquidación de la persona jurídica. 
Ésta sanción sólo podrá aplicarse si la persona 
jurídica hubiese sido creada al solo efecto de la 
comisión del delito o si la comisión de delitos 
constituye su principal actividad. 

No será aplicable a las personas jurídicas lo dis-
puesto en el artículo 64 del Código Penal.

Si por razones de interés público fuere indispensa-
ble mantener la continuidad operativa de la entidad, 
mantenimiento de las fuentes de trabajo y de una obra 
o de un servicio en particular, no serán aplicables las 
sanciones previstas en el inciso a) de este artículo.

Art. 9° – Criterios para la determinación de las 
sanciones. Las sanciones se determinarán de confor-
midad con los siguientes criterios:
 a)  La cantidad y jerarquía de los funcionarios, 

empleados y colaboradores involucrados en el 
delito;

 b) La comisión directa por propietarios, directi-
vos o integrantes, o a través de representantes, 
apoderados o proveedores;

 c) La naturaleza, la dimensión y la capacidad 
económica de la persona jurídica;

 d)  La gravedad del hecho ilícito; 
 e)  La posibilidad de que las sanciones ocasionen 

daños graves a la comunidad o a la prestación 
de un servicio público;

 f) La existencia y alcance de un sistema de control 
y supervisión interno de la persona jurídica;

 g)  La denuncia espontánea a las autoridades por 
parte de la persona jurídica como consecuencia 
de una actividad propia de detección o investi-
gación interna;

 h)  La cooperación prestada para el esclarecimien-
to del hecho, el comportamiento posterior, la 
disposición para mitigar o reparar el daño.

Art. 10. – Circunstancias agravantes para la de-
terminación de la pena. La sanción de multa será de 
entre el diez por ciento (10 %) y el veinte por ciento 
(20 %) de los ingresos brutos anuales que la persona 
jurídica condenada hubiere tenido en el último ejer-
cicio anterior a la comisión del delito si se verifi care 
alguna de las siguientes circunstancias:
 a)  Si el delito se hubiera cometido con la inter-

vención, el conocimiento o la tolerancia de 
miembros de la alta dirección; 

 b)  Si la comisión del delito hubiere provocado, 
directa o indirectamente, graves daños a la 
comunidad, perjuicios ambientales o en la 
prestación de un servicio público; 

 c)  Si la comisión del delito se hubiere mantenido 
de forma continuada en el tiempo;

 d) Existiese reincidencia en la comisión de los 
delitos abarcados por esta ley.

Para el caso de las personas jurídicas que se hayan 
constituido en el plazo de los doce (12) meses ante-
riores a la comisión del delito o no hayan declarado 
ingresos en el último ejercicio anterior a la comisión 
del delito, se aplicará la base de cálculo alternativa 
contemplada en el artículo 8°. 

Cuando se acreditaran dos o más circunstancias de 
las precedentemente descritas, podrán aplicarse en 
forma conjunta a la multa la suspensión total o par-
cial de actividades; la suspensión del uso de patentes 
y marcas; la suspensión para acceder a benefi cios o 
subsidios estatales o para participar en concursos o 
licitaciones públicas y en cualquier otra actividad vin-
culada con el Estado. 

Las penas establecidas en el párrafo precedente 
serán de aplicación temporal, no pudiendo en ningún 
caso exceder los diez (10) años. 

Si por razones de interés público fuera indispensa-
ble mantener la continuidad operativa de la entidad 
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o de una obra o servicio en particular, no serán apli-
cables las sanciones referidas a la suspensión total o 
parcial de actividades ni las referidas a la suspensión 
del uso de patentes y marcas.

Art. 11. – Circunstancias atenuantes. La sanción de 
multa que correspondiere a la persona jurídica con-
denada en función de los criterios previstos en los ar-
tículos 9° y 10 será reducida de un tercio a la mitad si 
se verifi cara alguna de las siguientes circunstancias:
 a)  Antes del inicio del proceso, la persona jurídica 

hubiera colaborado voluntariamente para poner 
en conocimiento de las autoridades la existen-
cia de los delitos previstos en esta ley;

 b)  La persona jurídica hubiera implementado, con 
anterioridad a la comisión del delito, un pro-
grama de integridad adecuado en los términos 
de los artículos 29 y 30 de la presente ley. 

La multa nunca podrá ser inferior al cero coma cin-
co por ciento (0,5 %) de los ingresos brutos anuales 
que la persona jurídica hubiere tenido en el último 
ejercicio anterior a la comisión del delito o de los in-
gresos brutos promedio registrados al momento de la 
comisión del delito para aquellas constituidas en el 
plazo de doce (12) meses anteriores a la comisión del 
delito o no hayan declarado ingresos en el último ejer-
cicio anterior a la comisión del delito. 

Si se verifi caran conjuntamente las circunstancias 
previstas en los incisos a) y b) de este artículo y se 
hubieran restituido los bienes y ganancias obtenidos 
como consecuencia de los hechos reconocidos y/o 
el valor equivalente, el tribunal podrá reducir y aun 
eximir a la persona jurídica de las sanciones relativas 
a la suspensión de las actividades, patentes o marcas 
y la suspensión para acceder a benefi cios o subsidios 
estatales o para participar en concursos o licitaciones 
públicos y en cualquier otra actividad vinculada con 
el Estado.

Art. 12. – Decomiso. En todos los casos en que re-
cayese condena contra una persona jurídica, la mis-
ma decidirá el decomiso de las cosas o ganancias que 
son el producto o el provecho del delito de conformi-
dad con el artículo 23 del Código Penal y/o de bienes 
por un valor equivalente, en caso de que aquello no 
sea posible, independientemente de las sanciones pre-
vistas en la ley.

Art. 13. – Situación procesal de la persona jurídica. 
La persona jurídica tendrá los derechos y las obliga-
ciones previstos para el imputado de acuerdo a lo es-
tablecido en los códigos de procedimiento en cuanto 
le sean aplicables. 

Art. 14. – Notifi caciones. Cuando la persona jurí-
dica no se hubiera presentado al proceso, las notifi -
caciones se le cursarán al domicilio legal, que tendrá 
carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de 
ello, se le podrán cursar notifi caciones a cualquier otro 
domicilio que se conozca. 

Art. 15. – Representación. La persona jurídica será 
representada por cualquier persona con poder especial 
para el caso otorgado con las formalidades que corres-
pondan al tipo de entidad de que se trate, debiendo 
designar en cualquier caso abogado defensor. En caso 
de no hacerlo se le designará defensor público que por 
turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la 
entidad y constituir domicilio procesal en la primera 
presentación. A partir de entonces, las notifi caciones 
a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio pro-
cesal.

En cualquier momento del proceso la persona ju-
rídica podrá sustituir a su representante. Si la susti-
tución tuviere lugar una vez iniciada la audiencia de 
juicio, deberá ser motivada, y no habrá de interrumpir 
el proceso por más de tres (3) días hábiles.

La sustitución no perjudicará la efi cacia de los actos 
cumplidos por su anterior representante.

Art. 16. – Citación por edictos. Si no hubiera sido 
posible notifi car a la persona jurídica, el juez la citará 
mediante la publicación de edictos por tres (3) días 
en el Boletín Ofi cial de la República Argentina y por 
dos (2) días en un diario de circulación nacional. Los 
edictos identifi carán la causa en la que se la cita, la 
fi scalía que la cita, el juez que interviene en el caso, el 
plazo de citación y la advertencia de que, en caso de 
no presentarse, se la declarará rebelde y se continuará 
el trámite hasta la sentencia defi nitiva.

Art. 17. – Rebeldía. En caso de incomparecencia 
a la citación por edictos, la persona jurídica será de-
clarada rebelde por el juez, a requerimiento del fi scal.

El juez procederá a anotar su rebeldía. El fi scal so-
licitará al Ministerio Público de la Defensa que le de-
signe un defensor público para que ejerza su defensa 
en juicio. Una vez designado, el fi scal le comunicará 
la imputación.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar 
dicha resolución a la Inspección General de Justicia 
o autoridad equivalente en las jurisdicciones locales 
y a la Administración Federal de Ingresos Públicos. 
Además, deberá solicitar las medidas cautelares ne-
cesarias para asegurar la continuación y fi nalidad del 
proceso.

En cualquier momento del proceso, la persona ju-
rídica se podrá presentar, y en consecuencia cesará la 
intervención del defensor público, sin perjuicio de la 
efi cacia de los actos cumplidos y las medidas preven-
tivas aplicadas como consecuencia de su declaración 
de rebeldía.

Art. 18. – Confl icto de intereses. Si el fi scal o el juez 
detectaren la existencia de un confl icto de intereses 
entre la persona jurídica y la persona designada como 
representante, intimará a aquélla para que lo sustituya 
en el plazo de cinco (5) días.
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Si no la sustituyere, el fi scal o el juez solicitarán al 
Ministerio Público de la Defensa la designación de un 
defensor público para que ejerza su defensa.

Art. 19. – Abandono de la representación. Si en el 
curso de la investigación se produjere el abandono de 
la función por el representante, el fi scal solicitará al 
Ministerio Público de la Defensa la designación de un 
defensor público hasta tanto la persona jurídica desig-
ne un nuevo representante.

Art. 20. – Acuerdo de colaboración efi caz. El Mi-
nisterio Público Fiscal y la persona jurídica podrán 
celebrar un acuerdo de colaboración efi caz por me-
dio del cual ésta se obligue a colaborar, a través de 
la revelación de información o datos precisos, útiles, 
completos y comprobables para el esclarecimiento de 
los hechos, la identifi cación de sus autores o partícipes 
y/o el recupero del producto o las ganancias del deli-
to, así como al cumplimiento de las condiciones que 
se establezcan en virtud de lo previsto en el segundo 
párrafo del artículo 22 de la presente.

El acuerdo de colaboración efi caz podrá celebrarse 
hasta la citación a juicio. 

Art. 21. – Confi dencialidad de la negociación. La 
negociación entre la persona jurídica y el Ministerio 
Público Fiscal, así como la información que se inter-
cambie en el marco de ésta hasta la aprobación del 
acuerdo, tendrán carácter estrictamente confi dencial, 
siendo su revelación pasible de aplicación de lo pre-
visto en el capítulo III, “Violación de secretos y de la 
privacidad”, del título IV, del libro segundo, del Có-
digo Penal. 

Art. 22. – Contenido del acuerdo. En el acuerdo se 
identifi cará el tipo de información, o datos a brindar o 
pruebas a aportar por la persona jurídica al Ministerio 
Público Fiscal.

Se establecerán las siguientes condiciones: 
 a)  El pago de una suma de dinero en concepto de 

medida reparatoria integral que no podrá ser 
inferior al cero coma uno por ciento (0,1 %) 
de los ingresos brutos anuales que la persona 
jurídica hubiere tenido en el último ejercicio 
anterior a la fecha de los hechos que motivan 
el acuerdo; 

 b) La restitución de los bienes o ganancias 
obtenidos como consecuencia de los hechos 
reconocidos y/o el valor equivalente;

 c) La suspensión de la persecución penal de las 
personas jurídicas;

   Asimismo, podrán establecerse las siguientes 
condiciones, sin perjuicio de otras que pudieran 
acordarse según las circunstancias del caso:

 d)  Prestar un determinado servicio en favor de la 
comunidad;

 e) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes 
hayan participado del hecho delictivo;

 f)  Implementar un programa de integridad en 
los términos del artículo 30 de la presente ley 
o efectuar mejoras o modifi caciones en un 
programa preexistente.

La persona jurídica quedará sujeta al cumplimiento 
de estas condiciones dentro de un período máximo de 
tres (3) años.

De no registrar la persona jurídica ingresos en el 
período inmediato anterior se procederá del modo pre-
visto en el artículo 8°. De no contarse de ninguna base 
para el cálculo el Ministerio Público Fiscal y la per-
sona jurídica podrán igualmente acordar un monto de 
medida reparatoria integral acorde a las características 
del hecho investigado, la colaboración prestada y el 
acuerdo alcanzado.

Art. 23. – Forma del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la fi rma del 
representante legal de la persona jurídica, la de su 
defensor y del representante del Ministerio Público 
Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará 
la legalidad y razonabilidad de las condiciones acor-
dadas y la colaboración pactada, y decidirá su aproba-
ción o rechazo.

Art. 24. – Publicidad de las condiciones. Las condi-
ciones acordadas en virtud de lo previsto en el artículo 
22, aprobadas por el juez, tendrán carácter público.

Art. 25. – Control y utilización de la prueba. Las 
pruebas obtenidas por el Ministerio Público Fiscal 
como resultado del acuerdo, así como las diligencias 
probatorias que se realicen a partir de la información 
o datos allí obtenidos serán controlables por las partes. 
Sólo podrán ser utilizadas en el proceso que motiva la 
colaboración o en otro conexo.

Art. 26. – Rechazo del acuerdo de colaboración. Si 
el acuerdo de colaboración efi caz no prosperase o fue-
se rechazado por el juez, la información y las pruebas 
aportadas por la persona jurídica durante la negocia-
ción le serán devueltas, sin retención de copias. El uso 
de dicha información y documentación estará vedado 
para la determinación de responsabilidad de la per-
sona jurídica, excepto cuando el Ministerio Público 
Fiscal hubiera tenido conocimiento de ella de forma 
independiente o hubiera podido obtenerla a raíz de un 
curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo. 

Art. 27. – Control del cumplimiento del acuerdo de 
colaboración. El juez controlará el cumplimiento del 
acuerdo de colaboración efi caz. Si la persona jurídica 
incumpliere las condiciones establecidas, el juez deci-
dirá, previa audiencia en la cual oirá a las partes del 
acuerdo, su continuidad, modifi cación o revocación. 
El acuerdo de colaboración efi caz también podrá ser 
revocado si la persona jurídica fuere condenada por 
la comisión de otro delito comprendido por esta ley 
durante el plazo de cumplimiento del acuerdo. 

En caso de revocación, el proceso continuará de 
acuerdo a las reglas generales.
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Art. 28. – Producto de la multa. El producto de las 

multas o medidas reparatorias integrales obtenidos 
por la aplicación de esta ley será distribuido en partes 
iguales entre: 
 a) El Ministerio de Educación y Deportes, que 

lo destinará a inversión en infraestructura y 
equipamiento en materia educativa;

 b) El Ministerio de Salud, que lo destinará a in-
versión en infraestructura y equipamiento en 
materia sanitaria. 

Si el delito fuere cometido en perjuicio o fraude de 
la administración pública provincial serán éstas las 
competentes para designar el destino del producto de 
las multas.

En los casos de delitos cuya regulación especial es-
tablecen destinos específi cos al producto de las multas 
o medidas reparatorias integrales, no será de aplica-
ción el presente artículo.

Art. 29. – Programa de integridad. Se considera 
que un programa de integridad es adecuado cuando 
guarda relación con los riesgos propios de la actividad 
que realiza la persona jurídica, con su dimensión, y 
con su capacidad económica, a los fi nes de prevenir, 
detectar, corregir y poner en conocimiento ante las au-
toridades correspondientes los hechos delictivos abar-
cados por esta ley. 

No podrá ser alegado como causal de atenuación 
cuando de la evaluación efectuada por el juez surgiera 
que el programa falló en el caso concreto por falta de 
aplicación, de seguimiento o de supervisión.

Art. 30. – Contenido del programa de integridad. 
El programa de integridad podrá contener, entre otros, 
los siguientes elementos:
 a) Un código de ética o de conducta, o la existen-

cia de políticas y procedimientos de integridad 
aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo 
o función ejercidos, que guíen la planifi cación 
y ejecución de sus tareas o labores de forma tal 
de prevenir la comisión de los delitos contem-
plados en esta ley;

 b) Reglas y procedimientos específi cos para pre-
venir ilícitos en el ámbito de concursos y pro-
cesos licitatorios, en la ejecución de contratos 
administrativos o en cualquier otra interacción 
con el sector público; 

 c) La extensión en la aplicación del código de 
ética o de conducta, o de las políticas y proce-
dimientos de integridad, cuando sea necesario 
en función de los riesgos existentes, a terceros 
o socios de negocios, tales como proveedores, 
distribuidores, prestadores de servicios, agen-
tes e intermediarios;

 d)  La realización de capacitaciones periódicas 
sobre el programa de integridad a directores, 

administradores, empleados y terceros o socios 
de negocios;

 e)  El análisis periódico de riesgos y la consecuen-
te adaptación del programa de integridad;

 f) El apoyo visible e inequívoco al programa 
de integridad por parte de la alta dirección y 
gerencia;

 g) Los canales internos de denuncia de irregula-
ridades, abiertos a terceros y adecuadamente 
difundidos;

 h) Una política de protección de denunciantes 
contra represalias; 

 i)  Un sistema de investigación interna que respete 
los derechos de los investigados e imponga 
sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta; 

 j)  Procedimientos que comprueben la integridad 
y reputación de terceros o socios de negocios, 
incluyendo proveedores, distribuidores, pres-
tadores de servicios, agentes e intermediarios, 
al momento de contratar sus servicios durante 
la relación comercial; 

 k)  La debida diligencia durante los procesos de 
transformación societaria y adquisiciones, para 
la verifi cación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades 
en las personas jurídicas involucradas;

 l) El monitoreo y evaluación continua de la efec-
tividad del programa de integridad;

 m)  Un responsable interno a cargo del desarrollo, 
coordinación y supervisión del programa de 
integridad.

Art. 31. – Registro Nacional de Personas Jurídi-
cas Sancionadas. Créase en el ámbito del Registro 
Nacional de Reincidencia dependiente del Ministe-
rio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, el 
Registro Nacional de Personas Jurídicas Sancionadas 
(RENPEJS). 

El RENPEJS tendrá carácter público, será de fácil 
acceso a través de la página web y contendrá la si-
guiente información sobre personas jurídicas que ha-
yan sido condenadas penalmente con sentencia fi rme: 
 a) Razón social o denominación; 
 b) Marcas o patentes que exploten y estén asocia-

das al hecho por el cual fueron condenadas; 
 c) Delito por el cual han sido sancionadas; 
 d) Sanción aplicada; 
 e) Resolución judicial que impuso la sanción. 

La información pública mencionada en el presente 
artículo obrará en el Registro para su consulta pública 
hasta diez (10) años después de cumplida la condena 
impuesta. 

Art. 32. – Aplicación complementaria. La presente 
ley es complementaria del Código Penal. 
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Art. 33. – Aplicación supletoria. En los casos de 
competencia nacional y federal alcanzados por la pre-
sente ley será de aplicación supletoria el Código Pro-
cesal Penal de la Nación. 

En el caso de competencia provincial será aplicable 
supletoriamente el Código Procesal Penal de la res-
pectiva provincia.

Invítase a las provincias a adherir a las normas es-
tablecidas en los artículos 13 a 19 de esta ley, sin per-
juicio de la aplicación analógica de dichas normas que 
los jueces provinciales pudieran efectuar a los fi nes de 
juzgar los hechos que les lleguen a su conocimiento a 
partir de su entrada en vigencia.

Art. 34. – Sustitúyese el artículo 1° del Código Pe-
nal, por el siguiente:

Artículo 1°: Este código se aplicará:
1. Por delitos cometidos o cuyos efectos 

deban producirse en el territorio de la 
Nación Argentina, o en los lugares some-
tidos a su jurisdicción.

2. Por delitos cometidos en el extranjero 
por agentes o empleados de autoridades 
argentinas en desempeño de su cargo.

3. Por el delito previsto en el artículo 258 
bis cometido en el extranjero, por ciu-
dadanos argentinos o personas jurídicas 
con domicilio en la República Argentina, 
ya sea aquel fi jado en sus estatutos o el 
correspondiente a los establecimientos o 
sucursales que posea en el territorio ar-
gentino.

Art. 35. – Sustitúyese el artículo 258 bis del Código 
Penal por el siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con reclu-
sión de uno (1) a seis (6) años e inhabilitación 
especial perpetua para ejercer la función públi-
ca el que, directa o indirectamente, ofreciere u 
otorgare, indebidamente, a un funcionario públi-
co de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su benefi cio o de un 
tercero, sumas de dinero o cualquier otro objeto 
de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a 
cambio de que dicho funcionario realice u omita 
realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer 
la infl uencia derivada de su cargo, en un asunto 
vinculado a una transacción de naturaleza econó-
mica, fi nanciera o comercial. Se impondrá con-
juntamente una multa de dos (2) a diez (10) veces 
del monto o valor del dinero, dádiva, benefi cio o 
ventaja pecuniaria ofrecida o entregada. 

Se entenderá por funcionario público de otro Es-
tado, o de cualquier entidad territorial reconocida 
por la Nación Argentina, a toda persona que haya 
sido designada o electa para cumplir una función 

pública, en cualquiera de sus niveles o divisiones 
territoriales de gobierno, o en toda clase de orga-
nismo, agencia o empresa pública en donde dicho 
Estado ejerza una infl uencia directa o indirecta.

Art. 36. – Entrada en vigencia. La presente ley en-
trará en vigencia a los ciento ochenta (180) días de 
su publicación en el Boletín Ofi cial de la República 
Argentina, con excepción de los artículos 34 y 35 que 
entrarán en vigencia el día de su publicación.

Art. 37. – Modifi case el artículo 62 del Código Pe-
nal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

Artículo 62: La acción penal se prescribirá du-
rante el tiempo fi jado a continuación: 

1. A los quince (15) años, cuando se tratare 
de delitos cuya pena fuere la de reclusión 
o prisión perpetua.

2. Después de transcurrido el máximo de du-
ración de la pena señalada para el delito, 
si se tratare de hechos reprimidos con re-
clusión o prisión, no pudiendo, en ningún 
caso, el término de la prescripción exceder 
de doce (12) años ni bajar de dos (2) años. 

3. A los cinco (5) años, cuando se tratare de 
un hecho reprimido únicamente con in-
habilitación perpetua.

4. Al año, cuando se tratare de un hecho 
reprimido únicamente con inhabilitación 
temporal.

5.  A los dos (2) años, cuando se tratare de 
hechos reprimidos con multa. 

Quedan exceptuados y son imprescriptibles 
los delitos previstos en los capítulos VI, VII, VIII 
y IX del título XI y en el inciso 5 del artículo 174 
de este Código.

Art. 38. – Modifícanse los artículos 256, 256 bis, 
258, 258 bis, 259, 260, 261, 265, 266, 267, 268 y 268 
(2) del Código Penal los que quedarán redactados de 
la siguiente manera: 

Artículo 256: Será reprimido con reclusión o 
prisión de cuatro (4) a diez (10) años e inhabili-
tación especial perpetua, el funcionario público 
que por sí o por persona interpuesta, recibiere di-
nero o cualquier otra dádiva o aceptare una pro-
mesa directa o indirecta, para hacer, retardar o 
dejar de hacer algo relativo a sus funciones. 

Artículo 256 bis: Será reprimido con reclusión 
o prisión de cuatro (4) a diez (10) años e inhabi-
litación especial perpetua para ejercer la función 
pública, el que por sí o por persona interpuesta so-
licitare o recibiere dinero o cualquier otra dádiva 
o aceptare una promesa directa o indirecta, para 
hacer valer indebidamente su infl uencia ante un 
funcionario público, a fi n de que éste haga, retarde 
o deje de hacer algo relativo a sus funciones. 

Si aquella conducta estuviera destinada a ha-
cer valer indebidamente una infl uencia ante un 
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magistrado del Poder Judicial o del Ministerio 
Público, a fi n de obtener la emisión, dictado, 
demora u omisión de un dictamen, resolución o 
fallo en asuntos sometidos a su competencia, el 
máximo de la pena de prisión o reclusión se ele-
vará a quince (15) años. 

Artículo 258: Será reprimido con prisión de 
cuatro (4) a diez (10) años, el que directa o indi-
rectamente diere u ofreciere dádivas en procura 
de alguna de las conductas reprimidas por los ar-
tículos 256 y 256 bis, primer párrafo. Si la dádiva 
se hiciere u ofreciere con el fi n de obtener alguna 
de las conductas tipifi cadas en los artículos 256 
bis, segundo párrafo, y 257, la pena será de re-
clusión o prisión de cinco (5) a doce (12) años. 
Si el culpable fuere funcionario público, sufrirá 
además inhabilitación especial perpetua. 

Artículo 258 bis: Será reprimido con reclusión 
de cuatro (4) a diez (10) años e inhabilitación es-
pecial perpetua para ejercer la función pública el 
que, directa o indirectamente, ofreciere u otor-
gare a un funcionario público de otro Estado o 
de una organización pública internacional, ya sea 
en su benefi cio o de un tercero, sumas de dine-
ro o cualquier objeto de valor pecuniario u otras 
compensaciones, tales como dádivas, favores, 
promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacio-
nado con el ejercicio de sus funciones públicas, 
o para que haga valer la infl uencia derivada de su 
cargo, en un asunto vinculado a una transacción 
de naturaleza económica, fi nanciera o comercial. 

Artículo 259: Será reprimido con prisión de 
tres (3) a diez (10) años e inhabilitación especial 
perpetua, el funcionario público que admitiere 
dádivas, que fueran entregadas en consideración 
a su ofi cio, mientras permanezca en el ejercicio 
del cargo. El que presentare u ofreciere la dádiva 
será reprimido con prisión de un (1) mes a un 
(1) año. 

Artículo 260: Será reprimido con prisión de 
tres (3) a diez (10) años e inhabilitación especial 
perpetua, el funcionario público que diere a los 
caudales o efectos que administrare una aplica-
ción diferente de aquella a que estuvieren des-
tinados.

Si de ello resultare daño o entorpecimien-
to del servicio a que estuvieren destinados, se 
impondrá además al culpable, multa del veinte 
(20 %) al cincuenta por ciento (50 %) de la can-
tidad distraída. 

Artículo 261: Será reprimido con reclusión o 
prisión de cuatro (4) a quince (15) años e inhabi-
litación absoluta perpetua, el funcionario público 
que sustrajere caudales o efectos cuya adminis-
tración, percepción o custodia le haya sido con-
fi ada por razón de su cargo. Será reprimido con la 
misma pena el funcionario que empleare en pro-

vecho propio o de un tercero, trabajos o servicios 
pagados por una administración pública. 

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o 
prisión de cuatro (4) a diez (10) años e inhabili-
tación especial perpetua, el funcionario público 
que, directamente, por persona interpuesta o por 
acto simulado, se interesare en miras de un be-
nefi cio propio o de un tercero, en cualquier con-
trato u operación en que intervenga en razón de 
su cargo. 

Esta disposición será aplicable a los árbitros, 
amigables componedores, peritos, contadores, 
tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquida-
dores, con respecto a las funciones cumplidas en 
el carácter de tales. 

Artículo 266: Será reprimido con prisión de 
cuatro (4) a diez (10) años e inhabilitación es-
pecial perpetua, el funcionario público que, abu-
sando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere 
pagar o entregar indebidamente, por sí o por in-
terpuesta persona, una contribución, un derecho 
o una dádiva o cobrase mayores derechos que los 
que corresponden. 

Artículo 267: Si se empleare intimidación o se 
invocare orden superior, comisión, mandamiento 
judicial u otra autorización legítima, podrá ele-
varse la prisión hasta veinte (20) años. 

Artículo 268: Será reprimido con prisión de 
cinco (5) a quince (15) años e inhabilitación ab-
soluta perpetua, el funcionario público que con-
virtiere en provecho propio o de tercero las exac-
ciones expresadas en los artículos anteriores. 

Artículo 268 (2): Será reprimido con reclusión 
o prisión de cinco (5) a doce (12) años, multa del 
cincuenta por ciento (50 %) al ciento por ciento 
(100 %) del valor del enriquecimiento e inhabili-
tación absoluta perpetua, el que al ser debidamente 
requerido, no justifi care la procedencia de un en-
riquecimiento patrimonial apreciable suyo o de 
persona interpuesta para disimularlo, ocurrido con 
posterioridad a la asunción de un cargo o empleo 
público y hasta dos (2) años después de haber cesa-
do en su desempeño. 

Se entenderá que hubo enriquecimiento no 
sólo cuando el patrimonio se hubiese incremen-
tado con dinero, cosas o bienes, sino también 
cuando se hubiesen cancelado deudas o extingui-
do obligaciones que lo afectaban. 

La persona interpuesta para disimular el enri-
quecimiento será reprimida con la misma pena 
que el autor del hecho. 

Art. 39. – Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Saludo a usted muy atentamente. 

Eආංඅංඈ Mඈඇඓඬ.
Eugenio Inchausti.
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Buenos Aires, 14 de julio de 2017. 
Señora presidente del Honorable Senado. 

Tengo el honor de dirigirme a la señora presidente,  
a fi n de poner en su conocimiento que en la sanción de 
la sesión de fecha 5 de julio de 2017, sobre Régimen 
de Responsabilidad Penal para las personas jurídicas 
por delitos cometidos contra la administración públi-
ca y cohecho transnacional, expediente 31-P.E.-2016, 
Orden del Día Nº 1.367, en el artículo 35 y en el ar-
tículo 38 se sustituye el artículo 258 bis del Código 
Penal de la Nación con textos que difi eren entre sí, 
habiendo sido aprobado por el pleno de esa manera.

Saludo a usted atentamente. 

Eආංඅංඈ Mඈඇඓඬ.
Eugenio Inchausti.

Sr. Presidente (Monzó). – En consideración.
Tiene la palabra la señora dipu tada por Jujuy.
Sra. Burgos. – Señor presidente: ha regre-

sado nuevamente a consideración de la Hono-
rable Cámara un proyecto que tratamos hace 
un tiempo y que posteriormente fue debatido 
en el Senado, donde se le introdujeron algunas 
modifi caciones en lo que hace a la responsabi-
lidad penal de las personas jurídicas.

Hoy tenemos la oportunidad de sancionar 
defi nitivamente un proyecto de ley muy nece-
sario para nuestro país.

Mencionaré algunas de las modifi caciones 
que le fueron introducidas en el Senado, que 
–a mi juicio– son las más sustanciales, sin per-
juicio de que también se hicieron enmiendas 
tendientes a mejorar su redacción.

Originalmente, esta iniciativa fue elaborada 
por la Ofi cina Anticorrupción, que proponía 
establecer sanciones penales para las personas 
jurídicas por los delitos de corrupción.

Cuando el proyecto fue tratado por el pleno 
de esta Cámara, a propuesta del Frente Reno-
vador, acompañado por el bloque del Frente 
para la Victoria, se admitió una ampliación en 
cuanto a los delitos alcanzados, de manera que 
en la sanción original se contempló que esta 
norma se extendería a todos los delitos del Có-
digo Penal.

El Senado consideró razonable delimitar 
nuevamente la naturaleza de esta norma de 
acuerdo con la redacción original del proyec-
to, por lo que se estableció la posibilidad de 
imponer sanciones para los delitos de cohecho 

y tráfi co de infl uencias, tanto nacional como 
transnacional, que contemplan los artícu los 
258 y 258 bis del Código Penal; para el delito 
de negociaciones incompatibles con el ejerci-
cio de funciones públicas, previsto en el artícu-
lo 265 del mismo cuerpo normativo; para el 
delito de concusión contemplado en el artícu lo 
268 del Código Penal; para el delito de enri-
quecimiento ilícito de funcionarios y emplea-
dos, previsto en el artícu lo 268 –ésta es una 
de las fi guras agregadas–, y fi nalmente, en lo 
que tiene que ver con los balances e informes 
falsos agravados, fi gura prevista en el artícu lo 
300 bis del Código Penal.

Asimismo, se dio mayor claridad a la redac-
ción en cuanto a la responsabilidad sucesoria. 
Al respecto, la sanción de la Cámara de Dipu-
tados ya establecía que la persona jurídica re-
sultante o absorbente de otra era responsable en 
forma subsidiaria, pero ahora se propone dotar 
de mayor claridad a esa norma estableciendo 
la subsistencia de responsabilidad penal de la 
persona jurídica cuando, de manera encubierta 
o meramente aparente, continúe su actividad 
económica y se mantenga la identidad sustan-
cial de sus clientes, proveedores y empleados, 
o de la parte más relevante de todos ellos.

Considero que de esta manera ha quedado 
mejor redactada esta postura.

Asimismo, se ha establecido un plazo de 
prescripción distinto del contemplado en la 
sanción de esta Cámara, que remitía al Código 
Penal y se vinculaba con cada uno de los de-
litos o fi guras. Ahora, en cambio, se propone 
directamente un plazo de prescripción de seis 
años.

Se propone además una modifi cación en 
materia de penas. En la sanción de la Cámara 
de Dipu tados se contemplaba un método que, 
si bien era innovador, resultaba –según los se-
nadores– de difícil aplicación en cuanto a la 
determinación de la cuantía de la multa. En ese 
sentido, la sanción del Senado propone que la 
multa se gradúe fi jándola entre dos y cinco 
veces el benefi cio indebido obtenido o que se 
hubiese podido obtener.

También se incorpora una causal de exen-
ción de la pena para la persona jurídica, en la 
medida que se cumplan tres requisitos esen-
ciales, a saber: que denuncie espontáneamente 
la existencia de un posible delito dentro de su 
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seno, que pudo ser detectado; que exista un sis-
tema de complainers para identifi car posibles 
delitos dentro de la propia empresa, y que por 
supuesto se devuelva el provecho o benefi cio 
indebidamente obtenido.

Además, la sanción del Senado apunta a lle-
nar un vacío existente para el caso de muerte 
de la persona física, que en la sanción origi-
nal de la Cámara de Dipu tados no había sido 
contemplado. Al respecto, el dictamen en tra-
tamiento establece que, para la persona huma-
na que cometió el delito en benefi cio –en este 
caso– de una persona jurídica, se invierte lo 
establecido en el artícu lo 59 del Código Penal, 
que determina que la muerte extingue la ac-
ción, incorporándose un párrafo según el cual 
la sanción podrá ser aplicada igualmente a la 
persona jurídica, aun en el caso de que hubiese 
fallecido la persona física o humana que come-
tió el delito.

A mi entender, éstas son las modifi caciones 
más relevantes, teniendo en cuenta –como ya 
lo he dicho– que además hubo otras de redac-
ción.

Considero que es muy importante para nues-
tro país que esta iniciativa se convierta en ley. 
Hace dieciséis años que la Argentina se com-
prometió a modifi car su legislación estable-
ciendo alguna normativa tendiente a regular y 
perseguir los delitos cometidos por medio de 
personas jurídicas.

No se trata de que, como no hemos cumpli-
do la OCDE nos lo esté reclamando, sino que 
ésta es la forma en que la mayoría de los países 
del mundo están modifi cando sus legislaciones 
para atacar un fl agelo tan grande como es la 
utilización de personas jurídicas para cometer 
actos de corrupción, algo que lamentablemente 
no escapa a nuestro país.

¿Cuántos hechos que resuenan hoy en día y 
son conocidos por distintos medios o por inves-
tigaciones que se llevan adelante hubiésemos 
podido evitar? A modo de ejemplo, podemos 
mencionar el caso de Sueños Compartidos, en 
el que se habla de más de 200 millones de pe-
sos que hasta ahora nadie sabe dónde están.

También podemos mencionar el caso de Río 
Turbio, en el que está involucrado el dipu tado 
De Vido –a quien recientemente hemos qui-
tado los fueros–, por el que se han robado a 

nuestro país más de 264 millones de pesos, que 
tampoco sabemos dónde están. Por supuesto, 
la investigación y el esclarecimiento de lo que 
ha pasado está en manos de la Justicia. De la 
misma manera, podemos mencionar los casos 
de Indalo, Austral Construcciones, Odebrecht 
y varios hoteles.

De alguna manera podríamos haber avan-
zado en la resolución de todas esas causas y 
muchas más que lamentablemente han forma-
do parte de un nido de corrupción que ha per-
judicado grandemente a nuestro país.

Aplaudo esta iniciativa y espero que los dis-
tintos bloques la acompañen más allá de las 
diferencias que puedan tener en cuanto a su 
redacción, porque éste es un primer paso. Las 
leyes no son pétreas, sino susceptibles de ser 
modifi cadas, pero tenemos que comenzar por 
algo. Éste es uno de los primeros pasos que es-
tamos dando para afi rmar que no queremos que 
en nuestro país siga habiendo corrupción utili-
zándose a las personas jurídicas, porque sabe-
mos que muchas veces se han creado personas 
jurídicas fantasmas solamente con la fi nalidad 
de cometer delitos de corrupción.

Cuando hablamos de delitos de corrupción 
nos estamos refi riendo a la participación nece-
saria de funcionarios que tienen la obligación 
de proteger a la ciudadanía y llevar adelante el 
fi n último del Estado, que es el bien común. 
Como esto no ha pasado, de allí la necesidad 
de sancionar esta norma y comenzar una nueva 
etapa.

Ésta es una herramienta más que se provee 
a la Justicia. De esta manera se podrá atacar 
la corrupción de la persona jurídica. Ello no 
signifi ca que a partir de la sanción de este pro-
yecto de ley no existirá más corrupción de las 
personas jurídicas, pero como dije, es un paso. 
Es una herramienta para tratar de solucionar el 
problema de la corrupción del poder y terminar 
con la impunidad, ya que durante años muchos 
funcionarios públicos se enriquecieron perso-
nalmente olvidándose de la verdadera función 
que tenían, que era bregar por la ciudadanía. 
Lamentablemente, el último hecho de corrup-
ción al que hemos asistido toca a quien fuera 
vicepresidente de la Nación, y también está 
vinculado con numerosas personas jurídicas.

Espero que hoy podamos sancionar esta nor-
ma para que comience una nueva época de lu-
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cha contra el fl agelo de la corrupción, que se da 
a nivel mundial, pero que lamentablemente se 
concretó arduamente en nuestro país. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Buenos Aires.

Sr. Lipovetzky. – Señor presidente: seré 
muy breve después de la excelente exposición 
de la señora dipu tada Burgos, presidenta de 
la Comisión de Legislación Penal, con quien 
compartimos la posibilidad de dictaminar so-
bre este proyecto de ley tan importante, de res-
ponsabilidad penal de las personas jurídicas.

Como todos saben, esta iniciativa ha tenido 
un largo tratamiento en esta Cámara. Cuando 
trabajamos en la sanción original debatimos 
arduamente el proyecto, por supuesto, con una 
lógica difi cultad en cuanto a la búsqueda de 
consensos teniendo en cuenta que esta norma 
implica un cambio paradigmático en materia 
de responsabilidad penal en el ordenamiento 
jurídico argentino. Salvo algunas excepciones 
muy particulares o algunos casos muy específi -
cos, hoy en la Argentina no existe responsabili-
dad penal de las personas jurídicas. A partir de 
la sanción de esta ley empezaremos a ampliar 
ese aspecto hacia delitos muy importantes; so-
bre todo, los que se vinculan con la corrupción.

Luego de esa ardua tarea logramos la san-
ción –incluso se introdujeron modifi caciones 
en este recinto– que oportunamente fue envia-
da al Senado. Este último, en su rol de Cámara 
revisora, introdujo varias enmiendas al proyec-
to y ahora nos lo remite para su tratamiento. 
Algunos de esos cambios han ayudado a que 
la norma sea jurídicamente más sostenida des-
de el punto de vista de su redacción. Algunos 
otros cambios hubiéramos preferido que se 
hicieran de manera distinta, pero debemos re-
conocer que en el sistema bicameral es válido 
que la Cámara revisora introduzca las modifi -
caciones que considere acertadas. Por nuestra 
parte, debemos dar este paso que propiciamos 
hoy para que la ley entre en vigencia.

Como expresó la dipu tada Burgos, éste es un 
primer paso, es la mejor ley posible para este 
momento. Tal como ella señaló, las leyes no 
son pétreas, por lo que más adelante tendremos 
la posibilidad de mejorar y ampliar sus alcan-
ces, sobre todo en lo que tiene que ver con los 
delitos. En su momento, aquí votamos que se 
incluyeran todos los delitos. Si bien ahora se 

ha acotado ese alcance, creo que en este mar-
co, donde estamos cambiando el paradigma de 
la responsabilidad penal de las personas jurí-
dicas, está bien que demos este primer paso, 
y cuando la ley empiece a ser implementada 
veremos si es posible avanzar en un proceso de 
ampliación de su espectro.

También quiero recordar que damos este 
primer paso después de muchísimos años. La 
Argentina se comprometió internacionalmen-
te a tener una ley de responsabilidad penal 
de las personas jurídicas cuando adhirió a la 
convención internacional de lucha contra la 
corrupción. Extrañamente, pasaron muchísi-
mos años; a pesar de que tuvo mayoría en esta 
Cámara durante sus doce años de gobierno, 
la gestión kirchnerista jamás impulsó una ley 
de estas características. ¿Por qué? Por lo que 
mencionaba la dipu tada Burgos hace un mo-
mento. Pensemos en Hotesur, Los Sauces, las 
empresas de Lázaro Báez y tantas otras que 
hoy están involucradas en causas de corrup-
ción. De haber estado vigente una ley de estas 
características, esas empresas podrían haber 
sido sancionadas económicamente, volvien-
do ese dinero al pueblo, porque no olvidemos 
que el dinero de la corrupción es de la gente, 
del pueblo argentino. Ese dinero podría haber 
sido utilizado para otro fi n y no para llenar los 
bolsillos o los bolsos de algunos exfunciona-
rios y empresas que se benefi ciaron con esos 
actos de corrupción.

Reclamaré que, así como el Senado ha te-
nido celeridad para modifi car esta iniciativa y 
remitirla a esta Cámara, tenga celeridad para 
sancionar la ley de extinción de dominio, en 
cuya sanción también hemos trabajado ardua-
mente el año pasado. Lamentablemente, el Se-
nado todavía no la ha sancionado.

Es necesario recuperar lo que se robaron 
para devolvérselo a la gente. Solamente en 
una de las causas en las que está involucra-
do el dipu tado De Vido –cuyo desafuero he-
mos tenido oportunidad de votar–, la del gas 
licuado, el juez habla de una defraudación al 
Estado por más de 6.900 millones de dólares. 
Imaginen cuántos problemas de miles de ar-
gentinos podríamos haber resuelto con ese di-
nero: de viviendas sociales, de cloacas, de gas 
natural, etcétera. Pensemos que la mitad de las 
provincias argentinas no tiene gas natural. Por 
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lo tanto, más allá de que hoy avancemos en la 
sanción de esta norma, que es importantísima, 
necesitamos que el Senado se aboque a la con-
sideración de la ley de extinción de dominio.

Insisto en que estamos dando un paso enor-
me en materia de lucha contra la corrupción. 
Hasta el presente, sólo las personas físicas –o 
las personas humanas, como dice el Código 
Civil– pueden ser sancionadas ante la comi-
sión de un delito, pero a partir de la sanción 
de esta norma además podrán ser sancionadas 
las personas jurídicas. Esto es muy importante 
porque muchas de estas empresas se han bene-
fi ciado y enriquecido mediante actos de corrup-
ción. Si queremos terminar con los hechos de 
corrupción en la Argentina, no solamente debe-
mos sancionar a las personas físicas –funciona-
rios, empresarios, etcétera–, sino también a las 
personas jurídicas.

Por último, no debemos olvidar que este 
proyecto de ley establece claramente que la 
condena de una empresa o de una persona ju-
rídica no implica exceptuar a las personas físi-
cas vinculadas con ese delito. Me parece que 
ésta es una de las claves. De ninguna manera 
la condena de una persona jurídica implica ex-
ceptuar a una persona física de la condena si 
está involucrada en el mismo tipo de delito.

Creo que estamos dando un paso importan-
te; seguramente después tendremos tiempo de 
pensar si podemos seguir mejorando la ley. En 
materia de lucha contra la corrupción, que el 
gobierno ha tomado como bandera –y éste es 
un claro ejemplo de ello–, hoy estamos dan-
do un paso enorme en la República Argentina. 
(Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Mendoza, quien compar-
te su término con el señor dipu tado Tailhade.

Sr. Carmona. – Señor presidente: el pro-
yecto de ley contenido en el dictamen de co-
misión podría denominarse perfectamente “ley 
OCDE”, porque viene a responder a un pedido 
de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos, en la que el gobierno 
nacional está interesado en participar rápida-
mente, según las declaraciones de los propios 
funcionarios. Esta organización pone como 
condición, para su ingreso, la implementación 
de políticas y regulaciones de los Estados.

Señor presidente: le pido nuevamente que 
solicite a la Cámara que haga silencio, porque 
de lo contrario es muy difícil continuar.

Sr. Presidente (Monzó). – Le diría que se 
trata de dipu tados de su propio bloque…

Sr. Carmona. – Entonces, pido a los dipu-
tados de mi bloque que guarden silencio.

Sr. Presidente (Monzó). – Continúe, señor 
dipu tado.

Sr. Carmona. – Decía que la OCDE recla-
ma para la membresía la implementación de 
políticas públicas y regulaciones.

El jefe de gabinete, Marcos Peña, ha pon-
derado recientemente la necesidad de seguir 
las obligaciones institucionales y condiciona-
mientos asociados a la membresía que impone 
la OCDE. Sin embargo, ésta no es la primera ni 
será la última iniciativa que podremos califi car 
como “ley OCDE”. Ya hemos votado algunas 
normas vinculadas, sobre todo, a cuestiones 
procesales relativas a la lucha contra la corrup-
ción, que están en línea con lo que pide la 
OCDE. No digo que ello esté mal, pero hay un 
condicionamiento y un pedido de esta organi-
zación internacional.

Por otra parte, las tres reformas que anuncia 
el presidente, Macri, son reformas que van en 
línea con los requerimientos de la OCDE. La 
ley que implementa una reforma en el ámbito 
del trabajo –este régimen de precarización la-
boral– es una de las condiciones de la OCDE; 
las reformas institucionales que se plantean 
también se vinculan a los cuestionamientos de 
este organismo en relación con el funciona-
miento institucional de la Justicia, de la Procu-
ración del Tesoro, etcétera; y lo mismo sucede 
con lo que se plantea en materia tributaria. Evi-
dentemente, esto debe llamarnos la atención.

Estoy de acuerdo con que participemos en 
organismos internacionales en los que debemos 
cumplir con ciertas condiciones una vez que in-
gresamos, pero no comparto la idea de que tales 
condiciones vayan en contra de las mayorías 
populares y los sectores medios argentinos, y de 
la autonomía y la soberanía argentinas. Esta di-
námica y esta lógica que está llevando adelante 
el gobierno son preocupantes.

También cabe señalar que esta reforma se 
está haciendo en el marco de la modifi cación 
del Ministerio Público Fiscal. Si bien evalua-



80 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 19ª

mos que los cambios introducidos por el Sena-
do en esta iniciativa son insufi cientes, conside-
ramos que algunos resultan positivos.

Lo cierto es que las condiciones han cam-
biado. Cuando en esta Cámara sancionamos el 
proyecto sobre responsabilidad penal empresa-
ria, lo hicimos teniendo en cuenta la situación 
de un Ministerio Público Fiscal con un procu-
rador general que tenía determinadas condicio-
nes. Hoy, se otorgan facultades al procurador 
en relación con la celebración de acuerdos de 
colaboración efi caz entre la persona jurídica y 
el Ministerio Público Fiscal, pero se trata de 
un procurador también precarizado. Ésta es la 
nueva realidad y lo que ha cambiado. Me re-
fi ero a un procurador general con un manda-
to restringido en el tiempo, con la posibilidad 
de una remoción anticipada por medio de un 
método prácticamente administrativo y de que 
sea nombrado con una mayoría menor que la 
exigida con anterioridad en la ley. Todas estas 
son condiciones de precarización del funciona-
miento de la Procuración General.

Cuando discutimos el artícu lo 37, cuestioná-
bamos que las negociaciones de estos acuerdos 
estuvieran en manos del procurador del Teso-
ro, que es nombrado por el presidente y es su 
empleado; y, además, quien actualmente ejerce 
esa función es abogado del presidente. Ahora, 
¿hacia qué vamos? A que estos acuerdos pue-
dan ser celebrados por el Ministerio Público 
Fiscal –que es lo que correspondería– hallán-
dose al frente de las actuaciones un procurador 
absolutamente vaciado de la autonomía y la 
independencia necesarias para negociar ya no 
en favor de Odebrecht, de los amigos del pre-
sidente, sino del propio presidente por su par-
ticipación societaria en esa empresa, a través 
de SOCMA, por ejemplo. Ello, en lugar de la 
participación de un funcionario imparcial que 
impulse los procesos.

Recuerdo que en la ocasión anterior en que 
tratamos este tema advertimos que se esta-
ba produciendo una presión impropia sobre 
Odebrecht de parte del ministro de Justicia, 
quien viajó a los Estados Unidos para estable-
cer condiciones. Esto no puede volver a suce-
der. Tal situación es reemplazada por la bús-
queda de una fi gura vinculada con el gobierno 
al frente de la Procuración General.

Por lo expuesto, nuestro bloque se abstendrá 
en la votación de esta iniciativa. La sanción de 
esta Cámara no fue buena, y en esa ocasión 
nuestro voto fue negativo. Las modifi cacio-
nes introducidas por el Honorable Senado son 
insufi cientes para combatir seriamente la co-
rrupción y evitar mantos de impunidad sobre 
funcionarios y empresas amigas de los funcio-
narios. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Buenos Aires.

Sr. Tailhade. – Señor presidente: en la mis-
ma línea que expusiera el señor dipu tado Car-
mona, entiendo que si bien la ley que establece 
la responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas es una herramienta necesaria, el texto remi-
tido por el Senado no alcanza, no es sufi ciente 
para la pretendida lucha contra la corrupción, 
bajo la que encolumnaron esta norma los dipu-
tados del ofi cialismo.

Lamentablemente, las cuestiones que nos 
preocupaban de esta iniciativa no fueron re-
sueltas en la Cámara de Senadores. En este 
sentido, hago propias algunas palabras de la se-
ñora senadora Fernández Sagasti, quien alertó 
sobre el artícu lo 9°, que plantea la posibilidad 
de eximir totalmente de pena a una empresa 
que participe en delitos contra la administra-
ción pública. Sigue vigente la posibilidad de 
la exención de la pena, y creo que eso atenta 
contra el espíritu de la norma. Por supuesto que 
no atenta contra el espíritu de la ley que preten-
de llevar adelante el ofi cialismo, que consiste 
en cerrar el círculo de la impunidad: “Te saco 
la ley para que blanquees…” –por ejemplo, 
Gianfranco Macri blanquea 32 millones de dó-
lares– “…y después te incluyo el artícu lo 9° 
por las dudas de que a tu compañía…” –llá-
mese SOCMA, SIDECO o IECSA– “…quie-
ran involucrarla en un confl icto penal”. Así se 
cierra el círculo. Por eso, no rechazaremos esta 
iniciativa, pero sostenemos que es insufi ciente, 
y por tal motivo nos abstendremos.

Esta norma terminará como la ley de los 
fondos buitre. Al momento de sancionar esta 
iniciativa, nos pintaron un mundo de maravi-
llas, pero tenemos un endeudamiento fenome-
nal, hasta la coronilla, y las tasas de interés no 
han bajado. Tal vez con esta iniciativa ocurra 
lo mismo que sucedió con las UVI o UVA: un 
delirio hipotecario enviado por el Senado. No 
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sé si habrán leído en los diarios que los bancos 
están desesperados, pues quieren que se regla-
mente la forma en que pueden desprenderse de 
esas hipotecas, porque como la gente ya debe 
un 40 por ciento más, no podrá pagar.

Quizás esta norma termine como la ley de 
reparación histórica. Con esta iniciativa no se 
pagó ni un solo juicio y se sigue apelando hasta 
llegar a la Corte Suprema, a pesar de que nos 
“vendieron” que serviría para reivindicar los 
derechos de los jubilados. En el mismo senti-
do, las actualizaciones de los haberes jubilato-
rios son vergonzosas y, de paso, en breve, nos 
van a “enchufar” la reforma previsional.

Con esta ley sucederá lo mismo que con 
la de blanqueo y reparación histórica, que es 
una sola. La fuente de fi nanciamiento para la 
reparación histórica duró pocos meses y ya la 
gastaron toda, pero la sanción de esa norma 
sirvió para que blanquearan Gianfranco Ma-
cri, la familia Awada, Marcelo Mindlin y otros 
buenos muchachos. Éste será el fi nal de la 
presente ley: absolutamente ningún resultado 
positivo tendrá porque no se han contemplado 
las cuestiones que deberían considerarse, por 
ejemplo, impedir que se exima de responsabi-
lidad penal a las empresas. Si hay colaboración 
o voluntad de cooperar con la investigación se 
podrán rebajar las penas, pero nunca eximir a 
las empresas.

El miembro informante del ofi cialismo ha 
dicho que esta iniciativa sirve para luchar con-
tra la corrupción, pero no sirve para nada. Tam-
poco creo que tengan intención de luchar con-
tra la corrupción los miembros del ofi cialismo, 
porque de ser así hubiesen impulsado el juicio 
político al presidente de la Corte Suprema, 
que fue denunciado por corrupto por la dipu-
tada Carrió. Sin embargo, este tema duerme el 
sueño de los justos en la Comisión de Juicio 
Político. Si les interesa la corrupción, los invito 
a considerar esa cuestión, porque está acusado 
nada más ni nada menos que el presidente de 
la Corte Suprema.

Si les interesa la lucha contra la corrup-
ción, entonces, investiguemos en comisiones 
especiales de este cuerpo o eventualmente 
planteando a la justifi ca federal los escánda-
los internacionales que se están investigando 
en todo el mundo, menos acá. Luis Caputo y 
Juan José Aranguren son las últimas fi guritas 

de esta calesita off shore. Recién, el miembro 
informante decía que las empresas involucra-
das en el caso Boudou podrán ser investigadas. 
Ustedes cuentan con una ventaja: tienen todas 
las sociedades afuera, por lo cual esta ley no 
permitirá investigar dónde tienen la guita el 
presidente de la Nación y sus ministros, para 
empezar.

El ofi cialismo no quiere investigar la corrup-
ción porque está cómodo con la situación ac-
tual, en la que tiene una notoria complicidad 
con los jueces federales que en los últimos días 
están secuestrando extorsivamente a personas. 
Insisto, desde la Sala II de la Cámara Federal 
se digitan los secuestros extorsivos, por ejem-
plo, del exvicepresidente Boudou, del exminis-
tro De Vido y de su exfuncionario Baratta, y 
de un contador. Ellos están presos desde hace 
meses a la espera de que delaten a alguien. Éste 
es el sentido de las detenciones. ¿Ustedes me 
quieren convencer de que están en contra de 
la corrupción? Están a favor de la corrupción; 
estoy convencido de eso.

Nos vamos a oponer a esta ley no porque 
no queramos luchar contra la corrupción; jus-
tamente, como desde este bloque luchamos 
contra la corrupción, no votaremos afi rmati-
vamente esta iniciativa porque deja abierta la 
puerta a la impunidad frente a lo que hoy se 
está hablando en todo el mundo y este Congre-
so calla: las cuentas off shore de Luis Caputo, 
de Juan José Aranguren, del propio presidente 
de la Nación y de los empresarios y funciona-
rios que seguirán apareciendo en los próximos 
días. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Córdoba.

Sr. Brügge. – Señor presidente: creo que la 
ley no es ni tan buena ni tan mala. Entiendo 
que el texto que vino en revisión del Senado 
adolece de imperfecciones y se han eliminado 
institutos importantes que fueron fruto del con-
senso en esta Cámara.

Me voy a referir a un aspecto que aquí se 
dejó soslayar, sobre todo de parte del miem-
bro informante de la Comisión de Legislación 
General, quien dijo que debemos empezar por 
estos delitos. El proyecto sancionado en la Cá-
mara de Dipu tados establecía que la responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas alcan-
zaba a todo tipo de delitos y no solamente a 
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ciertos y determinados delitos. En ese momen-
to habíamos dicho que los bienes jurídicos que 
debían ser protegidos eran el interés general, 
el patrimonio del Estado, el medioambiente, 
la salubridad y la seguridad pública y no sola-
mente el patrimonio del Estado, como aquí se 
quiere referenciar directamente. Por lo tanto, 
partimos de este primer supuesto.

El Senado ha restringido el ámbito de pu-
nibilidad de las personas jurídicas en materia 
penal. Otro aspecto no menor es la supresión 
de la decisión que tomó esta Cámara en el sen-
tido de excluir de la punición a las pymes, o 
sea, a aquellas empresas que están reguladas 
por la ley 25.300. Aquí se dieron sobrados fun-
damentos sobre la necesidad de mantener las 
pymes incólumes, porque las causales princi-
pales de los llamados “delitos de corrupción” 
no son ellas, sino los grandes conglomerados 
económicos que aprovechan su capacidad eco-
nómica para avanzar en maniobras con refe-
rencia a contrataciones con el Estado.

El otro aspecto al que quiero hacer referen-
cia es la extinción de la acción. Se dejan solo 
dos supuestos para la extinción: la amnistía o 
la prescripción. Reitero que fue un mérito de 
esta Cámara la declaración de la imprescrip-
tibilidad de los delitos de corrupción, lo cual 
fue borrado de un plumazo por el Senado de 
la Nación. Nosotros hacíamos referencia a que 
ello estaba concatenado a lo que expresamente 
establece el penúltimo párrafo del artícu lo 36 
de la Constitución Nacional, que habla de gra-
ves delitos contra el Estado que conlleven un 
enriquecimiento. De esta manera, tales delitos 
se equiparan a un atentado contra el sistema 
democrático y, por lo tanto, entendemos que 
deben ser imprescriptibles.

Otro aspecto no menor es que se eliminaron 
las causales de atenuación y de agravamiento. 
Todo delito tiene circunstancias que llevan a 
atenuarlo y otras que llevan a agravarlo. Ese 
aspecto también ha sido eliminado en el dicta-
men del Senado.

Por otro lado, observamos que cuando se 
habla del plazo de prescripción –a pesar de 
que se llegó aquí a un plazo específi co de seis 
años– no se aclara qué sucede cuando esta-
mos en presencia del delito continuo. Esto no 
es menor, porque tal como dijimos en nuestra 
intervención anterior, cuando sancionamos 

parcialmente el proyecto, ésta es una iniciati-
va complementaria al Código Penal. Sabemos 
que, de acuerdo con ese código, según nuestro 
esquema constitucional no se pueden aplicar 
supletoriamente o en forma analógica concep-
tos de un delito a otro. Si bien estos son tér-
minos generales en lo que hace a cómputos de 
prescripción, al haberse legislado expresamen-
te se deja una duda abierta.

Quiero decir algo muy importante en lo re-
ferente al artícu lo 7°, relativo a las penas; se 
elimina algo que había resuelto esta Cámara: 
que la multa es una pena obligatoria y que la 
suspensión de la personería, de los benefi cios 
de parte del Estado o de la posibilidad de con-
tratar con él son penas accesorias.

Hoy, la multa ha quedado equiparada a las 
demás penas y no es la pena principal y obli-
gatoria a aplicar. Esto no es lo más grave. Lo 
más grave es que se introduce un mecanismo 
de cuantifi cación del monto de la multa toman-
do como parámetro que será entre dos y cinco 
veces el benefi cio indebido obtenido o el que 
se hubiere podido obtener.

En el Senado se dieron argumentos en el 
sentido de que se equiparaba con el derecho 
comparado. Ese no fue el criterio consensuado 
en la Cámara de Dipu tados, de considerar los 
ingresos y los balances. Se trata de algo muy 
sencillo que consiste, primero, en determinar 
la existencia de los delitos complejos enume-
rados en el artícu lo 1° del proyecto, y segun-
do, en fi jar la cuantía del ilícito y del benefi cio 
indebido. Ese es un proceso larguísimo que, a 
raíz de los plazos acordados, corre el riesgo de 
prescribir.

Pasando al derecho comparado, del que tan-
to se habló, tomemos el ejemplo de España, 
refl ejo de los argumentos utilizados. Respecto 
de la cuantía de la multa, el artícu lo 52.4 del 
código español señala expresamente que cuan-
do el juez no pueda valorarla se establecerá un 
mecanismo de multa tarifado. Los españoles 
tienen un sistema de multa por día basado en 
una unidad económica. Además, el artícu lo 
52.4 establece que esa cifra se puede calcular 
en función de la cantidad defraudada; pero de 
no ser posible, se hace conforme a lo meritua-
do por el juez sobre la base del cálculo previsto 
según lo tarifado.
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Por otro lado, se toma el perjuicio causado 

como un elemento a tener en cuenta para cal-
cular la multa. Sin embargo, en nuestro caso no 
se considera el perjuicio causado ni el valor del 
objeto. Solamente se hace referencia a una sola 
variante de cálculo, con el agravante de que, si 
ello no se lograra, el juez no podrá aplicar la 
multa y tendrá que caer en los demás mecanis-
mos. Consideramos que ese punto deja fl ojo el 
aspecto punitivo de la norma, quedando libra-
da al criterio del juez la aplicación de la multa. 
Lo peor de todo es que para establecer su cuan-
tía queda cercado el juez en la aplicación de un 
único y exclusivo parámetro.

Otro aspecto importante fi gura en el artícu-
lo 9°, donde se considera la posibilidad de la 
eximición de la pena. Entre los criterios de de-
terminación se establece que debe demostrarse 
el cumplimiento de un sistema adecuado de 
control y supervisión. Por otro lado, acerca de 
su establecimiento, cae en el sistema de pre-
vención de lavado de activos, donde se dice 
que la debida diligencia tiene que ser agravada 
porque se trata de una misma empresa que se 
controla a sí misma. Entonces, si así se hace, el 
juez tendrá que determinar que el famoso pro-
grama de integridad es sufi cientemente efi caz 
para evitar los daños respectivos. A ello hay 
que agregar que se establece como requisito 
para la eximición de la pena la devolución del 
benefi cio obtenido indebidamente. La pregun-
ta es cómo lo calcula la empresa. La verdad es 
que puede mentir, si el juez no tiene los ele-
mentos para fi jarlo.

Como bien señala el catedrático Carlos Las-
cano, el sistema de punibilidad relativo a la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas 
queda librado prácticamente a una decisión 
privada de la empresa, lo cual afecta el princi-
pio de orden público establecido en el Código 
Penal.

Asimismo, hay que considerar la correlati-
vidad respecto de otras leyes, como la de so-
ciedades, cuyo artícu lo 19 prevé la liquidación 
y disolución de las sociedades que obtuvieron 
un lucro ilícito. Se trata de una sanción de tipo 
comercial, y agrego que tampoco se resolvió 
cómo se coordinará la norma en tratamiento 
con la Ley de Sociedades. Me refi ero específi -
camente a si el juez comercial podrá ordenar la 
liquidación de una sociedad. Esa es una cues-

tión no menor, porque si estamos en presencia 
de empresas con empleados, ellos sufrirán la 
consecuencia directa, aunque se pretenda esta-
blecer un paraguas que los ampare.

Insistimos en que la ley es imperfecta y ten-
dremos que modifi carla a la brevedad porque 
la realidad de la actividad judicial nos llevará 
a no poder aplicarla en muchos aspectos. Tam-
bién insistimos en la imprescriptibilidad de los 
delitos de corrupción. El artícu lo 36 surge del 
proyecto de ley de reforma del Código Penal 
presentado oportunamente por los dipu tados 
Massa y Camaño.

Celebro que el miembro informante haya 
hecho referencia al famoso proyecto de ley de 
extinción de dominio, que duerme en el Sena-
do. La sanción de esa iniciativa nos permitirá 
recuperar los bienes tomados indebidamente, 
que son fruto de la corrupción.

Sabemos que es insufi ciente el mecanismo 
de aplicación de multas previsto en esta ley 
para las personas jurídicas. No basta con que 
los corruptos vayan presos, sino que deben de-
volver el dinero a la patria.

Más allá de lo expuesto, cito el caso de 
Colombia, donde se aplica la extinción de 
dominio. Un resumen realizado hace dos me-
ses muestra números muy importantes relati-
vos a la nueva ley de extinción de dominio. 
Mediante su aplicación se agilizará la venta 
de los bienes declarados extintos, y el erario 
colombiano obtendrá la suma de 4.000 billo-
nes de pesos colombianos, equivalentes a 132 
millones de dólares, por los bienes muebles e 
inmuebles –por ejemplo, vehículos y obras de 
arte– habidos mediante delitos de corrupción 
y narcotráfi co. Esa suma permitirá al gobierno 
colombiano no solamente fi nanciar la adminis-
tración de justicia, sino también cumplir fi nes 
sociales, como la recuperación de bienes rura-
les y la construcción de viviendas.

Estamos dando un paso pequeño pues tene-
mos que avanzar con la extinción de dominio. 
Además, los delitos originados en la corrupción 
deben ser imprescriptibles. No alcanza con que 
los corruptos vayan presos, sino que hace falta 
devolver la plata al pueblo. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Salta.



84 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 19ª

Sr. David. – Señor presidente: de alguna 
manera muchos de quienes trabajamos en este 
proyecto de ley de responsabilidad penal de 
las personas jurídicas discutimos y trabajamos 
considerablemente, y coincidimos en el texto 
sancionado por esta Cámara; pero también de-
bemos hacer una autocrítica. Al tratarse de una 
ley tan compleja y discutida como ésta, a veces 
se proponen cambios en el recinto sin la discu-
sión que se necesita para no cometer errores. 
Esto tenemos que entenderlo de esa forma.

El Senado hizo algunas reformas que po-
dríamos llamar “neutras” porque simplemente 
mejoran la redacción o fi jan criterios sobre la 
aplicación de la ley penal. Comparto algunas 
modifi caciones que considero positivas, como 
volver a restringir su texto a los delitos contra 
la administración pública. Digo esto no porque 
no podamos avanzar en la incorporación paula-
tina de más delitos, sino porque me parece que 
en esta primera instancia los procedimientos y 
lo escrito sobre la materia tiene que ver más 
con los delitos contra la administración pública 
y la lucha contra la corrupción. Entiendo que 
esta es una reforma positiva.

Por otro lado, tenemos que discutir la im-
prescriptibilidad de los delitos de corrupción. 
Hay grandes principios del derecho que ame-
ritan un debate más profundo en relación con 
la necesidad de declarar imprescriptibles un 
delito, un título o un capítulo del Código Penal.

Considero aceptable cambiar el criterio de 
aplicación de multas y sanciones, tomando 
como parámetro la devolución en dos, tres o 
cinco veces, y no contabilizar los ingresos sino 
los montos recibidos por la empresa indebida-
mente.

Desde mi punto de vista, algunas modifi ca-
ciones son negativas, porque pareciera que a 
través de ellas ha primado la expectativa del 
sector empresarial de buscar, por lo menos en 
el ámbito de los delitos contra la administra-
ción pública, algunos salvoconductos que de 
alguna manera terminan benefi ciando a la em-
presa corrupta.

En este sentido –tal como establece el siste-
ma penal argentino en esta materia–, nosotros 
habíamos previsto un conjunto de atenuantes, 
de agravantes, de mínimos de la multa como 
inexorable, para las empresas que cometan este 
tipo de delitos. Esto ha sido corregido por el 

Senado sin mayores criterios, de modo que hoy 
los jueces –recordemos que estamos hablando 
de un código de fondo, de una ley penal de 
fondo que se aplica en las distintas jurisdic-
ciones–, por el mismo delito pueden no tener 
un criterio exacto y aplicar desde la eximición 
hasta las sanciones de multa u otras más agra-
vadas. Este fue un tema que con acierto se tra-
bajó mucho en Dipu tados y que, quizás a título 
de simplifi cación, ahora quedó con un criterio 
demasiado amplio.

Lo mismo sucede con las atenuaciones, 
como dijo recién el señor dipu tado Brügge. 
Nosotros creíamos que había situaciones que 
podían atenuar la pena que corresponde a una 
empresa que delinquió, que cometió un delito, 
y ahora esto se ha cambiado por causales de 
eximición. Es decir que aquella empresa que 
haya cometido un delito contra la administra-
ción pública puede eximirse si cumple algunos 
requisitos, entre ellos, la colaboración con la 
investigación y la realización de un acuerdo 
o elaboración de un protocolo dentro de la 
empresa para evitar que sucedan hechos de 
corrupción.

En este sentido, el proyecto de ley se ha 
vuelto demasiado laxo. En primer lugar, por-
que nosotros exigíamos que el acuerdo de co-
laboración no sólo fuera efi caz, sino que tam-
bién pudiera ser controlado por el juez tanto 
en su legalidad como en su razonabilidad. Es 
decir que la empresa no pudiera acordar con el 
fi scal que le corresponda, quedando esto fuera 
del control de razonabilidad del juez. Creo que 
aquí se ha producido un retroceso.

Por otra parte, nosotros habíamos estableci-
do un artícu lo claro respecto de que el progra-
ma debía ser efi caz a fi n de atenuar la responsa-
bilidad de la empresa. ¿Qué signifi caba efi caz? 
Que se demostrara que el hecho de corrupción 
no se había dado por falta de aplicación, por 
falta de seguimiento o de supervisión. Este 
artícu lo también fue eliminado en el proyecto 
que viene del Senado. Pero, como decía el se-
ñor dipu tado Lipovetzky, el sistema funciona 
así, y en consecuencia corresponde que esta 
Cámara tenga su criterio y pueda analizar el 
tema en conjunto para lograr el consenso nece-
sario a fi n de sancionar esta ley de responsabi-
lidad penal empresaria.
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Posiblemente en el futuro, según cómo se 

vaya aplicando, podamos mejorarla e incorpo-
rar nuevos artícu los, pero no obstante creo que 
estamos dando un paso enorme. La sociedad 
argentina no admite que este país siga embar-
cado en hechos de corrupción, ya sea de uno u 
otro gobierno, de un partido o de otro.

Necesitamos dar muestras claras de que 
desde aquí luchamos con herramientas válidas 
para que no haya funcionarios corruptos ni em-
presas corruptas ni gente que roba la plata de 
los argentinos. Esta iniciativa es un paso en ese 
sentido y por eso desde el bloque Justicialista 
vamos a acompañarla.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora dipu tada por Santa Fe.

Sra. Ciciliani. – Señor presidente: en nom-
bre del interbloque Progresista voy a acompa-
ñar este proyecto de ley que viene en revisión 
del Senado.

Creemos que las modifi caciones que ha in-
troducido la Cámara de Senadores a la sanción 
de esta Cámara expresan razonablemente el 
consenso político logrado con amplitud para 
responsabilizar penalmente a los empresarios 
que incurren en hechos de corrupción.

Para nosotros, esto signifi ca un gran avance 
en la necesidad de contar con un cuerpo legal 
que promueva la integridad y establezca la pre-
vención de delitos de corrupción.

Cuando se trató el tema en esta Cámara tuvi-
mos un fuerte debate respecto del artícu lo 37, 
por el que se especifi caba la metodología y los 
procedimientos para tratar el caso Odebrecht. 
Con las modifi caciones introducidas por el 
Senado se elimina ese artícu lo, que nosotros 
considerábamos insufi ciente porque otorgaba 
una potestad administrativa al Poder Ejecuti-
vo generando un grave confl icto de intereses. 
No obstante, creemos que no tenemos que ol-
vidarnos del caso Odebrecht, porque este Par-
lamento puede hacer mucho para ayudar en la 
investigación.

En este sentido, reiteramos el pedido de que 
el Congreso considere el proyecto contenido en 
el expediente 3.257-D.-2017, por el que se crea 
la comisión investigadora del caso Odebrecht. 
Se trata de una comisión del Congreso Nacio-
nal para analizar específi camente ese tema du-
rante un plazo determinado, de ciento ochen-

ta días, con atribuciones y recursos para que 
pueda hacer de la investigación una realidad y 
un aporte concretos para el esclarecimiento de 
un caso que azota a toda Latinoamérica y por 
supuesto a la Argentina, donde vemos que no 
ha habido ningún avance. Sí lo hubo en otros 
países.

Con este pedido dejamos expresada nuestra 
posición con respecto a este tema.

Sr. Presidente (Monzó). – La Presidencia 
informa a los presidentes de bloque que se pro-
cederá a la votación en veinte minutos.

Tiene la palabra el señor dipu tado por Salta.
Sr. López. – Señor presidente: lo primero 

que quiero hacer respecto de este proyecto de 
ley que estamos considerando es un llamado a 
la población para que no se deje engañar y no 
crea que con esta medida se está combatiendo 
la corrupción. Ya lo hemos dicho en su mo-
mento, cuando se discutió el tema por primera 
vez en este recinto.

Nosotros vamos a defender esta misma posi-
ción porque los cambios que ha hecho el Sena-
do no modifi can lo esencial de esta ley, que es 
mantener el salvataje de las empresas que han 
participado en todos los hechos de corrupción 
y que se han benefi ciado y siguen benefi cián-
dose a través de ellos.

Tal como han manifestado muchos señores 
dipu tados aquí –no lo sostenemos solamente 
desde el Partido Obrero, pero sabemos que 
igual terminarán votando afi rmativamente–, 
existe una enorme cantidad de salvoconductos 
para que las empresas no sean penadas por los 
actos de corrupción, ya sea por el acuerdo de 
colaboración efi caz o por los mecanismos de 
supuesta prevención de los actos de corrupción 
que se establecen. Todos esos salvoconductos 
que denunciamos en la sanción de esta Cámara 
están presentes también en la sanción del Se-
nado.

Muchas veces se dice “hecha la ley, hecha la 
trampa”. Acá están la ley y la trampa en un solo 
texto, señor presidente. No hace falta hacer la 
trampa porque la propia ley establece salvo-
conductos para que no se investigue ni se pene 
a las empresas. Tal es el caso, por ejemplo, de 
la empresa IECSA, de propiedad de la familia 
Macri, que se vio involucrada en el pago de 
sobornos a Julio De Vido para quedarse, junto 



86 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 19ª

a Odebrecht, con la obra del Ferrocarril Sar-
miento.

También se habla del espíritu de las leyes, y 
yo me pregunto cuál es el espíritu de esta nor-
ma. Seguramente será el que defi ende la señora 
dipu tada Carrió, que dice que los empresarios 
son víctimas de De Vido o de los funcionarios 
que piden coimas, salvando así la responsabi-
lidad de esas empresas en todo el entramado y 
régimen de corrupción que hay en nuestro país.

Por otra parte, también se han bajado las 
multas. En un proyecto de ley que ha sido 
improvisado desde el primer momento, se ha 
pasado de la imprescriptibilidad sancionada en 
esta Cámara a la prescripción a los seis años. 
Es decir que por todos lados se busca la impu-
nidad.

Incluso, esta iniciativa prevé que una empre-
sa involucrada en un caso de corrupción pueda 
continuar con una obra pública si es necesario, 
o sea que se siga benefi ciando con un acto co-
rrupto y robándole al pueblo. Esto no puede 
darse de ninguna manera. Hay que intervenir 
esas empresas, ponerlas a funcionar y seguir la 
obra bajo el control de los trabajadores.

Hay algo que muchos han omitido decir en 
este debate, y es que se ha aprobado una norma 
que tiene una gran incidencia en el presupuesto 
para el próximo año. Me refi ero a la ley de par-
ticipación público-privada. De este modo se 
permitirá que los sobreprecios no sean detec-
tados, porque las empresas se van a asociar con 
el Estado y este les permitirá los sobreprecios 
sin licitación, pasando por encima de las leyes 
de obras públicas y del decreto que controla 
los contratos del Estado. Nosotros ya hemos 
denunciado esta situación.

La ley de participación público-privada evi-
tará que se haga efectiva cualquier posibilidad 
de penalización de las empresas.

Además, como dijimos en su momento, el 
propio Estado ha legalizado la corrupción con 
esta ley de participación público-privada.

Este proyecto de ley fue propuesto por el go-
bierno de los funcionarios off shore, por ejem-
plo, el ministro Aranguren. En este momento, 
la fi gura del ministro de Energía y Minería es 
emblemática, porque resume –en una sola per-
sona– las dos facetas de la corrupción en este 
país: la de empresario y la de funcionario pú-

blico. Todos los diarios, incluso los afi nes al 
gobierno, están denunciando que las empresas 
off shore que manejaba Aranguren se han be-
nefi ciado mediante contratos públicos con el 
actual gobierno. Aquí hay un régimen de co-
rrupción, tal como dijimos cuando votamos el 
desafuero de De Vido. El exministro de Plani-
fi cación no es un individuo sino que engloba 
un régimen político y capitalista de corrupción.

Sin embargo, la OCDE, además de propo-
ner este proyecto está recomendando la refor-
ma laboral, la reforma jubilatoria y el brutal 
ajuste contra los trabajadores para favorecer 
a los mismos grupos económicos que se han 
benefi ciado y se siguen benefi ciando con la co-
rrupción en este país.

Por eso, señor presidente, sólo un gobierno 
de trabajadores va a terminar con estos meca-
nismos de saqueo al pueblo, que se han utili-
zado y se siguen utilizando para favorecer a 
las empresas y a estos grandes grupos econó-
micos.

Por lo tanto, el bloque al que pertenezco va 
a rechazar el proyecto, y no hay que entender 
este rechazo como un aval a la sanción original 
de la Cámara de Dipu tados. Aclaro que recha-
zamos las dos sanciones, la de la Cámara de 
Dipu tados y la de la Cámara de Senadores.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Buenos Aires.

Sr. Giordano. – Señor presidente: la Iz-
quierda Socialista-Frente de Izquierda, por su-
puesto, rechaza este proyecto de ley.

Estamos ante un proyecto de doble discurso 
copiado del gobierno anterior, que decía una 
cosa y hacía otra. Se trata de una norma que 
hace creer que se va a combatir a las empre-
sas corruptas. Parecería que se embistiera con-
tra Odebrecht, Barrick Gold, Chevron, Shell, 
Monsanto, y que queda poca vida a las mul-
tinacionales corruptas y mafi osas. ¿Ése es el 
espíritu del proyecto de ley? ¿Esto es lo que se 
prevé? No.

¿Estamos ante una iniciativa que atacará a los 
bancos que hacen fortunas, ganan cifras siderales 
mediante maniobras especulativas, llevan y traen 
dinero, sacan la plata al exterior? No.

¿Esta ley atacará el negociado corrupto sa-
queador de la deuda externa que contrajo la 
dictadura y que todos los gobiernos vinieron 
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pagando con planes de ajuste? No. Por eso, 
sorprende la abstención que anunció el Frente 
para la Victoria diciendo que es una ley insufi -
ciente. Dicen que es una ley que va bien pero 
que se queda corta. Esto no es así. Estamos ante 
una ley que va mal porque es todo lo opuesto 
y se pensó para salvar a las grandes empresas.

Hay una prueba de que este gobierno no quie-
re combatir la corrupción sino posar haciendo 
creer que la combate: la reunión que mantuvo 
en Estados Unidos el presidente, Macri, con el 
CEO de Pepsico, una empresa negrera y co-
rrupta que, a pesar de tener ganancias, dejó en 
la calle a quinientas familias, con el aval del 
Ministerio de Trabajo, del gobierno nacional 
y de Patricia Bullrich, que mandó a la policía 
para que realice un desalojo violento. El CEO 
de Pepsico, dijo: “Macri es lo más grande que 
hay. Sigan adelante que vamos bien. Lo apo-
yamos”.

Recién aquí se comentó que, hecha la ley, 
hecha la trampa, y efectivamente el proyecto 
dice que se preverá un código de ética interno, 
o sea, para Odebrecht. Esta empresa tenía una 
ofi cina para traer coimas, pero si ahora tiene un 
código interno anticorrupción se la avala para 
que contrate con el Estado.

Ahora bien, si hay un hecho de corrupción 
y un pacto secreto y confi dencial con un juez, 
se bajan las multas a la mitad, aunque –por su-
puesto– después nunca se pagan. Pero si la em-
presa dice que reconoce ese hecho corrupto y 
devuelve lo que se quería llevar, directamente 
queda eximida de toda pena y sanción. Esta-
mos ante una impunidad total. Podríamos pen-
sar que a una empresa corrupta se le expropia-
rán los bienes y se les abrirán las cuentas, pero 
no es así. Aquí se da lo opuesto, el proyecto de 
ley no lo establece en ninguno de sus artícu los 
y las causas prescribirán en seis años. Todas las 
causas de corrupción en la Argentina tienen un 
promedio de quince años, o sea que quedarán 
todas en la impunidad.

Además, en el proyecto se cita un montón 
de artícu los del Código Penal que contemplan 
delitos de guante blanco pero tienen una pena 
excarcelable, por lo cual es muy difícil que los 
corruptos vayan presos.

¿Cuál es la autoridad de este gobierno para 
combatir la corrupción? Fíjense la revelación 
de los paraísos fi scales. El ministro de Energía 

y Minería, Juan José Aranguren, intentando 
defenderse dijo que fue director de dos fi rmas 
off shore que no pagaban impuestos. Efectiva-
mente, comentó que fue director de esas em-
presas, o sea que era el director de empresas 
multinacionales que evaden impuestos. Aran-
guren era parte de dos empresas off shore en 
paraísos fi scales y aconsejaba que evadieran 
impuestos. Ése es el mismo Aranguren que 
diseña los “tarifazos”, antipopulares. Tenemos 
un gobierno que dice que hay que pagar los im-
puestos y un país donde un millón y medio de 
trabajadores pagan impuesto a las ganancias.

Por otro lado, nos decían que los partidos 
de Izquierda estaban defendiendo a De Vido, 
en una campaña completamente burda, cuan-
do nosotros votamos a favor de que le saquen 
los fueros. Ahora bien, Aranguren, que es el 
De Vido de Macri, ¿no debería estar preso 
también? Boudou está preso, pero Gabriela 
Michetti aclaró que no es delito ser parte de 
empresas off shore. O sea que se persigue a 
Boudou y no a la señora Michetti.

Aquí también se dijo que este proyecto de 
ley es una imposición de la OCDE –Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos–, el FMI de Macri. Son organizacio-
nes mafi osas porque saben muy bien que ellas 
representan a bancos que lavan dinero y que 
están en los paraísos fi scales. Esto lo vemos en 
todos los listados y aparece en las revelaciones 
de los papers.

Ahora bien, la OCDE y el FMI dicen al go-
bierno que aplique un brutal ajuste, implemen-
te la reforma laboral, perdone los aportes pa-
tronales a los empresarios, aumente la jornada 
de trabajo, abarate los despidos y saque plata 
a los jubilados.

Se comenta que el gobierno va a ahorrar 
100.000 millones de pesos en jubilaciones. El 
80 por ciento de los jubilados percibe la retri-
bución mínima, de 7.200 pesos, con la com-
plicidad de la CGT y el peronismo. Se está 
haciendo un pacto antipopular y se está usando 
el resultado de las elecciones para aprobar una 
reforma laboral e impositiva al servicio de los 
grandes empresarios y las multinacionales, en 
perjuicio del pueblo trabajador.

De manera que con todas estas argumen-
taciones y teniendo un proyecto alternativo 
vamos a seguir planteando que todos los co-
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plazo un efecto que redunde en la muerte de 
sectores de la población por contaminación.

Éste es el caso de la empresa Barrick Gold, 
que de alguna manera en los derrames de agua 
cianurada ha acordado con el gobierno de San 
Juan para que desmienta los estudios de la Uni-
versidad Nacional de Mendoza que determi-
nan que realmente existen mayores niveles de 
contaminación con mercurio. En Jáchal esto ya 
está generando algo que existe en Caleta Olivia 
como consecuencia de la contaminación de las 
aguas por parte de la petrolera, es decir, las lla-
madas “enfermedades poco frecuentes” –EPF–.

En realidad, tales enfermedades se deben a la 
contaminación de la sangre con metales pesa-
dos, y como consecuencia de ello, algunos po-
bladores, sobre todo de Caleta Olivia –esto ya 
lo he dicho varias veces porque me parece dra-
mático–, indican que existe un crecimiento del 
número de “crucecitas” debido a la mayor can-
tidad de chicos que mueren a raíz de cirrosis o 
cáncer provocados por este tipo de situaciones.

¿Qué tipo de punición existe en este senti-
do? Se habla de la contaminación, pero si ya ha 
habido corrupción en el pago de coimas para 
que no se realicen los estudios necesarios, es-
taremos garantizando la impunidad con conse-
cuencias de muerte.

Otro elemento que quiero señalar es que 
este proyecto de ley, tal como se ha plantea-
do, signifi ca un perdón de hecho para toda la 
corrupción acumulada durante las últimas dé-
cadas, que ha importado un verdadero saqueo 
en nuestro país.

Reitero: se trata de una ley demasiado blan-
da y vamos a continuar en ese camino, porque 
las excepciones son más que las sanciones res-
pecto del actual sistema penal.

La Nación Argentina seguirá siendo víctima 
de la corrupción empresaria de corporaciones 
y bancos porque el sistema judicial sigue sien-
do cómplice de esto, y temo que a través de 
leyes como estas el Poder Legislativo también 
lo sea, porque son lo sufi cientemente blandas 
como para incentivar a los señores empresarios 
a cometer actos de corrupción.

En este sentido, fíjense la diferencia entre 
Brasil y la Argentina. En Brasil se acaban de 
vender acciones de Petrobras Argentina al gru-
po Pampa Energía, que es de los señores Min-

rruptos vayan presos, sean funcionarios o po-
líticos del gobierno anterior o del actual. Hay 
que invertir la carga de la prueba para que ellos 
demuestren que son inocentes.

Sr. Presidente (Monzó). – Dipu tado…
Sr. Giordano. – Sí, ya termino, señor pre-

sidente.
Se les debe embargar todo lo que robaron, 

y tenemos que seguir luchando, como lo ha-
cemos desde la Izquierda, contra los negocios 
corruptos que inició De Vido en el gobierno 
anterior, a los que les está dando continuidad 
el gobierno actual, como en el caso del sote-
rramiento del Sarmiento. Por lo tanto, vamos 
a usar el millón doscientos mil votos que ha 
obtenido el Frente de Izquierda, para dar esa 
pelea.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora dipu tada por la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.

Sra. Argumedo. – Señor presidente: quiero 
expresar mi preocupación porque las modifi ca-
ciones que se han hecho en el Senado ya están 
ablandando el proyecto de ley penal empre-
saria. Nos estamos alejando cada vez más del 
ejemplo de Brasil, donde un sistema judicial 
verdaderamente envidiable y un conjunto de 
leyes han permitido efectivamente una lucha 
demostrando la voluntad seria de luchar contra 
la corrupción tanto política como empresaria.

En realidad, este proyecto y sus modifi ca-
ciones disminuyen las penas cada vez más; 
también se reducen las multas y se restringen 
los delitos considerados en esta iniciativa.

Antes se tomaba el conjunto de los delitos 
del Código Penal; ahora, se consideran sola-
mente los delitos contra la administración pú-
blica. En este sentido, solo se agrega el delito 
de fraude en los balances.

En cuanto a la prescripción, frente a la im-
prescriptibilidad que se había dado para luchar 
contra la corrupción de las últimas décadas 
–que ha saqueado a la Argentina–, aquí tene-
mos una prescripción a los seis años, con un 
agravante: en este caso, se penará solamente el 
delito de corrupción.

Por lo tanto, si una empresa paga una coima 
a un funcionario para que no dé cuenta de los 
avales que requiere, por ejemplo, en el caso de 
contaminación, ello puede generar a mediano 
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simpatía, el de acabar con la corrupción de la 
obra pública en nuestro país.

Lamentablemente, tuvimos grandes emble-
mas en este sentido en el gobierno anterior, 
como ya se ha planteado aquí y como quedó 
demostrado con el accionar de Julio De Vido y 
empresarios como López, Lázaro Báez, etcéte-
ra. Pero el gobierno tiene un cinismo increíble 
que los trabajadores no podemos tolerar así no-
más. Se erigen en los campeones del combate 
contra la corrupción, aunque más bien diría que 
son los campeones de la evasión fi scal, de las 
cuentas off shore, de la fuga y el blanqueo de 
capitales, que no se sabe de dónde provienen.

Eso es lo que nos quieren hacer creer. Quie-
ren legitimar el robo legalizado en este sistema, 
que es la evasión fi scal, y todos los subterfugios 
que han encontrado los Aranguren, los Caputo, 
IECSA, SOCMA, etcétera, para lavar el dinero 
que han robado; y lo hacen en el marco de la 
situación de millones de trabajadores que pade-
cen una incertidumbre enorme al no saber qué 
les depara el destino frente a las contrarreformas 
brutales que ha anunciado el gobierno de Macri, 
como la reforma laboral, que benefi ciará a los 
mismos a quienes hoy dicen estar castigando.

A esta demagogia y cinismo son funcionales 
Laura Alonso y Elisa Carrió, que dan motes de 
transparentes a los funcionarios y empresarios 
que empoderan corruptos que se llevan el dinero 
de nuestro país a cuentas off shore. Entonces, cla-
ro, como hay mecanismos legales en este sistema 
del robo, los presentan como transparentes.

Pero hay que decir, de cara a esos millones de 
trabajadores, que todo lo que los empresarios y 
funcionarios aliados del gobierno de Macri han 
robado de nuestro país casi duplica –tendría 
que hacer la cuenta exacta– la producción de 
quienes diariamente trabajan con el sudor de 
su frente. Porque Macri, que entre otras cosas 
estuvo con algunos dipu tados en Nueva York, 
tuvo una cita –como decía el dipu tado preopi-
nante– no sólo con los CEO de Pepsico –una 
empresa que ha despedido a seiscientas fami-
lias y las ha dejado en la calle de un día para el 
otro– sino también con un fondo “buitre” como 
BlackRock, que supo tener grandes acciones 
en nuestro país en la era del kirchnerismo, a la 
cual los trabajadores enfrentamos, como fue la 
empresa Donnelley. Ese fondo “buitre” cerró 
esa empresa de un día para el otro dejando sin 

dlin y Lewis. El tema es que se vendieron al 50 
por ciento de su valor, y mientras en la Argen-
tina se considera que esto ha sido un error eco-
nómico, esa venta ya está siendo investigada 
por el juez Sergio Moro, de Brasil.

Quiere decir que nosotros seguimos con 
condiciones de impunidad, sobre todo porque 
debemos tener en cuenta que Mindlin acaba de 
comprar –supuestamente– la empresa de Cal-
caterra después del escándalo de Odebrecht, y 
sabemos que Lewis es uno de los íntimos ami-
gos del presidente de la Nación.

Ni mencionar –para cerrar– el hecho de que 
los recientes “Paradise Papers” nos dan algu-
nas claves, por ejemplo, del hecho de que la 
Shell Western Supply and Trading LTD ganó 
siete de las ocho licitaciones para importación 
de gas licuado, y casualmente es una empresa a 
la cual pertenecía el señor Aranguren.

Ni hablar de que el actual ministro de Agroin-
dustria, expresidente de la Sociedad Rural Ar-
gentina –que acaba de ser designado en su car-
go– emite un decreto por el cual se elimina el 
originario y noble decreto del presidente Illia, 
que data de 1964, que obligaba a los exportado-
res a liquidar sus divisas en el mercado interno.

En este sentido, tal como vienen las con-
diciones y considerando que la globalización 
neoliberal ha entrado en grave crisis incluso 
en los países centrales de Occidente, por las 
consecuencias sociales y económicas genera-
das, aquí seguimos alimentando la idea de que 
nuestra salida es la globalización neoliberal.

Por eso, me permito citar a Belgrano y, de 
continuar con estas acciones, tendremos que 
exclamar: “¡Ay, Patria mía!”

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora dipu tada por Buenos Aires.

La Presidencia informa que es la última 
oradora, por lo que faltan cinco minutos para 
votar.

Sra. González Seligra. – Señor presiden-
te: ayer veía en los medios de comunicación 
exultantes tuits de Laura Alonso diciendo que 
a partir de la sanción de esta ley se pegaba un 
salto frente a la pelea contra la corrupción.

El gobierno se erige en el campeón de la 
pelea contra la corrupción, obviamente apo-
yándose en un reclamo legítimo y de mucha 
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ha insumido un año de labor en esta Honorable 
Cámara. Durante todo este tiempo hemos tra-
bajado mucho en el ámbito de las comisiones 
para arribar, en primer término, a un acuerdo 
en la Cámara de Dipu tados, lo que posibilitó 
hace dos meses la correspondiente sanción de 
esta iniciativa por parte de este cuerpo.

Por supuesto que dicha sanción no nos dejó 
absolutamente conformes, ya que para alcanzar 
el consenso muchas veces hubo que ceder en la 
redacción de algunos artícu los del proyecto.

También creímos que esta iniciativa habría de 
ser perfeccionada en el Honorable Senado. Por 
eso, seguimos con mucha atención el proceso 
que se dio en ese ámbito, donde participó una 
enorme cantidad de expertos en las reuniones 
que tuvieron lugar en la respectiva comisión. 
Allí nuevamente se reabrió el debate en relación 
con algunos puntos centrales de esta iniciativa.

Creo que el proyecto de ley que hoy tenemos 
ha mejorado en algunos aspectos y sin duda 
debe ser visto como un primer paso para que 
empecemos a tener una regulación de la que la 
Argentina carece desde hace muchísimos años.

Sin lugar a duda, esta iniciativa viene a saldar 
una deuda que tenemos desde la suscripción de 
las convenciones internacionales anticohecho. 
Resulta bastante sencillo desentenderse de una 
historia de corrupción. Al respecto, se ha veni-
do diciendo que también hubo corrupción por 
parte del sector privado. Por supuesto que ella 
ha existido, por lo que creemos que debe ser 
investigada y sancionada. Pero no podemos 
olvidar que durante muchos años quienes hoy 
se han retirado del recinto porque no están dis-
puestos a votar este proyecto de ley tuvieron la 
oportunidad de establecer un régimen de res-
ponsabilidad penal para las personas jurídicas. 
¿Por qué no lo hicieron? Fundamentalmente, 
porque cuando hay un hecho de corrupción 
también hay un funcionario corrupto que pide 
coimas, y al mismo tiempo, una empresa dis-
puesta a pagarlas. Entonces, en ese caso se ge-
nera una sociedad ilícita entre el funcionario 
público y los representantes del sector privado.

Seguramente esos niveles de corrupción no 
se hubieran registrado de haber contado con un 
régimen de responsabilidad penal para las per-
sonas jurídicas, que habría signifi cado la exis-
tencia de cierto grado de riesgo para las em-
presas. Pero la verdad es que no hubo ningún 

trabajo a sus trabajadores, que la defendieron 
con uñas y dientes y hoy sostienen una coope-
rativa y su fuente de trabajo en ese lugar. Pero 
ese fondo “buitre” sigue teniendo acciones de 
las empresas en nuestro país y seguramente el 
presidente, Macri, ha ido a venderles la prome-
tida reforma laboral para que sigan invirtiendo 
en la Argentina. Esto signifi ca superexplotar a 
los trabajadores, porque la reforma no es más 
que una nueva fl exibilización laboral y benefi -
cios para las empresas a fi n de que mantengan 
a los trabajadores en condiciones terribles.

Por eso, decir que el gobierno castigará a las 
empresas representa un caradurismo y un ci-
nismo enorme. ¿Qué les va a decir? ¿Utilizará 
a la Justicia, que no avanza en las causas que 
tiene Aranguren, como aquella relacionada con 
el pago de un sobreprecio de más de 310 mi-
llones de dólares en la compra de gas a Chile? 
¿Será la misma Justicia que no avanzó con las 
causas que tiene Caputo, que invirtió más de 
500 millones de pesos del Fondo de Garantía 
de Sustentabilidad de la ANSES en el fondo de 
Axis? ¿Esa Justicia, que hoy está del lado del 
poder del macrismo, es la que va a castigar a 
las empresas? De ninguna manera.

Entonces, como la Justicia no estuvo en 
contra del kirchnerismo y tampoco se opone al 
macrismo, nosotros planteamos que los jueces 
tienen que ser elegidos por juzgados populares 
y sus designaciones, además, deben ser revo-
cables. Ello tiene que ser así porque hoy las 
causas que perjudicarían al actual gobierno no 
avanzan, al tiempo que sí lo hacen aquellas que 
involucran a los que se fueron.

De manera tal que este proyecto de ley no es 
más que una nueva muestra del doble discurso 
de la demagogia y el cinismo del gobierno de los 
CEO, al que los trabajadores, más tarde o más 
temprano, tendrán que enfrentar en las calles, tal 
como vienen haciéndolo diferentes sectores. Ello 
debe ser así porque este no es un proyecto de ley 
para castigar sino para lavar la cara y benefi ciar 
con la reforma laboral y las contrarreformas que 
se están anunciando en estos días a esas mismas 
empresas a las que dicen que van a castigar.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora dipu tada por Buenos Aires.

Sra. Lospennato. – Señor presidente: lle-
gamos a esta sesión después de mucho tiempo 
de trabajo. Este proyecto de ley prácticamente 
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PROYECTOS DE RESOLUCIÓN 
DE LA COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE 

DE DEFENSORIA DEL PUEBLO

Sr. Presidente (Monzó). – Corresponde 
considerar los proyectos de resolución de la 
Comisión Bicameral Permanente de Defenso-
ría del Pueblo que fueran sancionados por el 
Honorable Senado, contenidos en los órdenes 
del día 1.618 y 1.794.

I
Designación de representantes de organizaciones 
sociales de derechos humanos y/o profesionales 

en el Comité de Lucha contra la Tortura

(Orden del Día Nº 1.618)

Buenos Aires, 23 de agosto de 2017.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación.
Tengo el honor de dirigirme al señor presidente, a 

fi n de comunicarle que el Honorable Senado, en la fe-
cha, ha sancionado el siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

Artículo 1° – Designar para integrar el Comité de 
Lucha contra la Tortura a los tres representantes co-
rrespondientes a organizaciones sociales de derechos 
humanos y/o profesionales a:

Señora María Josefi na Ignacio (DNI 18.193.088).
Señor Gustavo Federico Palmieri (DNI 18.222.039).
Señor Diego Jorge Lavado (DNI 14.175.749).

Art. 2° – Comuníquese.

Mൺඋඍൺ Gൺൻඋංൾඅൺ Mංർඁൾඍඍං. 
Juan P. Tunessi.

ANTECEDENTE

                                                    Resolución 3/17

Vංඌඍඈ:
Que la Comisión Bicameral Permanente de Defen-

soría del Pueblo con fecha 29 de junio próximo pasa-
do, celebró la audiencia pública establecida por ley 
26.827 [artículo 18, punto 1, inciso c)], y su decreto 
reglamentario 465/14;

En dicha audiencia fueron escuchados los candida-
tos postulados por distintas ONG y/u organizaciones 
profesionales en un todo de acuerdo a lo establecido 
por reglamento interno aprobado por la comisión.

riesgo y esto forma parte de lo que nos pasó en 
esta triste historia de los últimos años.

Por lo expuesto, considero que con la san-
ción de este proyecto de ley vamos a dar un 
paso muy importante. Por supuesto que en 
el futuro estaremos dispuestos a introducir a 
esta norma legal las modifi caciones que sean 
necesarias a fi n de mejorarla. Pero reitero que 
hoy estamos dando un paso fundamental en la 
lucha contra la corrupción, lo cual constituye 
algo que queremos celebrar. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor dipu tado por Buenos Aires.

Sr. Recalde. – Señor presidente: en nombre 
del bloque del Frente para la Victoria, solicito 
autorización para abstenernos en la votación 
de este proyecto de ley.

Sr. Presidente (Monzó). – Si hay asenti-
miento, se dará por aprobado el pedido de abs-
tención formulado por el señor dipu tado por 
Buenos Aires.

–Asentimiento.

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar no-
minalmente en general y en particular el dicta-
men de las comisiones de Legislación Penal y 
de Legislación General por el que se aceptan las 
modifi caciones introducidas por el Honorable 
Senado en el proyecto de ley que le fuera pasado 
en revisión por el que se establece un régimen de 
responsabilidad penal para las personas jurídicas 
por delitos contra la administración pública y co-
hecho transnacional (Orden del Día N° 1.795).

–Se practica la votación nominal.

–Conforme al tablero electrónico, sobre 
183 señores dipu tados presentes, 144 han 
votado por la afi rmativa y 6 por la negativa, 
registrándose además 31 abstenciones. No se 
ha computado el voto de un señor dipu tado.

Sr. Secretario (Inchausti). – Se han registra-
do 144 votos por la afi rmativa, 6 por la negati-
va y 31 abstenciones.1

Sr. Presidente (Monzó). – Queda defi nitiva-
mente sancionado el proyecto de ley.2 (Aplausos.)

Se comunicará al Poder Ejecutivo y se dará 
aviso al Honorable Senado.

1. Véase el Acta N° 4 de votación nominal en el Apéndice. 
(Pág. 218.)

2. Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pág. 149. )

cquirco
Línea
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Votos Afirmativos

Votos Negativos

Abstenciones

Presentes

Ausentes

Diputados Desempate Total

144 0 144

6 0 6

32 32

183 0 183

74

Identificados Sin Identificar Total

0

0

0

Presidente

Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Unión PRO AFIRMATIVOACERENZA, Samanta María Celeste Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOALBORNOZ, Gabriela Romina Jujuy

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOALEGRE, Gilberto Oscar Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOALFONSÍN, Ricardo Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOALONSO, Horacio Fernando Buenos Aires

Unión PRO AFIRMATIVOAMADEO, Eduardo Pablo Buenos Aires

Compromiso Federal AFIRMATIVOARENAS, Berta Hortensia San Luis

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOAUSTIN, Brenda Lis Córdoba

Unión PRO AFIRMATIVOBALBO, Elva Susana Mendoza

Unión PRO AFIRMATIVOBALDASSI, Héctor Walter Córdoba

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOBANFI, Karina Veronica Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOBARLETTA, Mario Domingo Santa Fe

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOBAZZE, Miguel Ángel Buenos Aires

BG Juan B. Bustos AFIRMATIVOBERNABEY, Ramón Ernesto Córdoba

Unión PRO AFIRMATIVOBESADA, Alicia Irma C.A.B.A.

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOBEVILACQUA, Gustavo Buenos Aires

Compromiso Federal AFIRMATIVOBIANCHI, Ivana María San Luis

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOBORSANI, Luis Gustavo Mendoza

Justicialista AFIRMATIVOBOSSIO, Diego Luis Buenos Aires

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOBREZZO, María Eugenia Córdoba

Fte. Cívico y Social de Catamarca AFIRMATIVOBRIZUELA DEL MORAL, Eduardo Segundo Catamarca

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOBRÜGGE, Juan Fernando Córdoba

Unión PRO AFIRMATIVOBUIL, Sergio Omar Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOBURGOS, María Gabriela Jujuy

Unión PRO AFIRMATIVOCÁCERES, Eduardo Augusto San Juan

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOCALLERI, Agustín Santiago Córdoba

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOCAMAÑO, Graciela Buenos Aires

Coalición Cívica AFIRMATIVOCARRIÓ, Elisa María Avelina C.A.B.A.

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOCARRIZO, Ana Carla C.A.B.A.

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOCARRIZO, María Soledad Córdoba

Del Bicentenario AFIRMATIVOCASAÑAS, Juan Francisco Tucumán

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:

Tipo de Mayoría:

Fecha:

Tipo de Quorum:

Resultado de la Votación: AFIRMATIVO          

08/11/2017

MONZÓ, Emilio

Expediente 31-PE-2016 Orden del Día 1795. Votación en General y Particular.

135 Período Ordinario - 13ª Sesión Especial - 19º Reunión

Votos Emitidos        Más de la mitad       Más de la mitad

1 de 11
Votación Nominal

Ult.Mod.Ver 2

Página

19:20Hora:

Acta  N° 4
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Partido Bloquista de San Juan AFIRMATIVOCASELLES, Graciela María San Juan

Juntos por Argentina AFIRMATIVOCAVIGLIA, Franco Agustín Buenos Aires

Partido Socialista AFIRMATIVOCICILIANI, Alicia Mabel Santa Fe

B. del Frente de la Concordia Misionero AFIRMATIVOCLOSS, Maurice Fabian Misiones

Unión PRO AFIRMATIVOCONESA, Eduardo Raúl C.A.B.A.

Partido Demócrata Progresista AFIRMATIVOCOPES, Ana Isabel Santa Fe

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOCOSTA, Eduardo Raúl Santa Cruz

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOCOULY, Veronica Carolina Buenos Aires

Libres del Sur AFIRMATIVOCOUSINET, Graciela Mendoza

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOD'AGOSTINO, Jorge Marcelo Entre Ríos

Justicialista AFIRMATIVODAVID, Néstor Javier Salta

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVODE MENDIGUREN, José Ignacio Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVODINDART, Julián Corrientes

Compromiso Federal AFIRMATIVODOMINGUEZ, Ramon Alfredo San Luis

Libres del Sur AFIRMATIVODONDA PÉREZ, Victoria Analía C.A.B.A.

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOECHEGARAY, Alejandro Carlos Augusto Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOEHCOSOR, María Azucena Buenos Aires

Juntos por Argentina AFIRMATIVOFABIANI, Eduardo Alberto Buenos Aires

B. del Frente de la Concordia Misionero AFIRMATIVOFRANCO, Jorge Daniel Misiones

Unión PRO AFIRMATIVOGAYOL, Yanina Celeste Entre Ríos

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOGIMÉNEZ, Patricia Viviana Mendoza

Juntos por Argentina AFIRMATIVOGIUSTOZZI, Rubén Darío Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOGOICOECHEA, Horacio Chaco

Unión PRO AFIRMATIVOGONZÁLEZ, Álvaro Gustavo C.A.B.A.

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOGRANDINETTI, Alejandro Ariel Santa Fe

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOGUTIERREZ, Héctor María Buenos Aires

BG Juan B. Bustos AFIRMATIVOGUZMÁN, Andrés Ernesto Córdoba

Frente Norte AFIRMATIVOGUZMÁN, Sandro Adrián Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOHERNÁNDEZ, Martín Osvaldo Formosa

Unión PRO AFIRMATIVOHERS CABRAL, Anabella Ruth C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOHUCZAK, Stella Maris Mendoza

Unión PRO AFIRMATIVOINCICCO, Lucas Ciriaco Santa Fe

Justicialista AFIRMATIVOISA, Evita Nélida Salta

Frente Cívico por Santiago AFIRMATIVOJUÁREZ, Manuel Humberto Santiago del Estero

Fte. Cívico y Social de Catamarca AFIRMATIVOJUÁREZ, Myrian del Valle Catamarca

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:

Tipo de Mayoría:

Fecha:

Tipo de Quorum:

Resultado de la Votación: AFIRMATIVO          

08/11/2017

MONZÓ, Emilio

Expediente 31-PE-2016 Orden del Día 1795. Votación en General y Particular.

135 Período Ordinario - 13ª Sesión Especial - 19º Reunión

Votos Emitidos        Más de la mitad       Más de la mitad

2 de 11
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Ult.Mod.Ver 2
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Justicialista AFIRMATIVOKOSINER, Pablo Francisco Juan Salta

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOKRONEBERGER, Daniel Ricardo La Pampa

Unión PRO AFIRMATIVOLASPINA, Luciano Andrés Santa Fe

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOLAVAGNA, Marco C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOLIPOVETZKY, Daniel Andrés Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOLITZA, Mónica Edith Buenos Aires

Unión PRO AFIRMATIVOLOPARDO, María Paula C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOLÓPEZ KOENIG, Leandro Gastón Neuquén

Unión PRO AFIRMATIVOLOSPENNATO, Silvia Gabriela Buenos Aires

Justicialista AFIRMATIVOMADERA, Teresita La Rioja

Unión PRO AFIRMATIVOMAQUIEYRA, Martín La Pampa

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOMARCUCCI, Hugo María Santa Fe

Coalición Cívica AFIRMATIVOMARTÍNEZ VILLADA, Leonor María Córdoba

Unión PRO AFIRMATIVOMARTÍNEZ, Ana Laura Santa Fe

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOMARTÍNEZ, Silvia Alejandra Jujuy

Unión PRO AFIRMATIVOMARTÍNEZ, Soledad Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOMASSA, Sergio Tomás Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOMASSETANI, Vanesa Laura Santa Fe

Libres del Sur AFIRMATIVOMASSO, Federico Augusto Tucumán

Unión PRO AFIRMATIVOMASSOT, Nicolás María Córdoba

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOMESTRE, Diego Matías Córdoba

Justicialista AFIRMATIVOMIRANDA, Pedro Rubén Mendoza

Unión PRO AFIRMATIVOMOLINA, Karina Alejandra La Rioja

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOMONFORT, Marcelo Alejandro Entre Ríos

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOMOYANO, Juan Facundo Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVONANNI, Miguel Salta

Frente Cívico por Santiago AFIRMATIVONAVARRO, Graciela Santiago del Estero

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVONAZARIO, Adriana Mónica Córdoba

Unión Cívica Radical AFIRMATIVONEGRI, Mario Raúl Córdoba

Unión PRO AFIRMATIVONUÑEZ, José Carlos Santa Fe

Frente Cívico por Santiago AFIRMATIVOOLIVA, Cristian Rodolfo Santiago del Estero

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOOLIVARES, Héctor Enrique La Rioja

Salta Somos Todos AFIRMATIVOOLMEDO, Alfredo Horacio Salta

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOPASSO, Marcela Fabiana Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOPASTORI, Luis Mario Misiones

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:

Tipo de Mayoría:

Fecha:

Tipo de Quorum:
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Frente Cívico por Santiago AFIRMATIVOPASTORIZA, Mirta Ameliana Santiago del Estero

Unión PRO AFIRMATIVOPATIÑO, José Luis C.A.B.A.

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOPÉREZ, Raúl Joaquín Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOPETRI, Luis Alfonso Mendoza

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOPITIOT, Carla Betina C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOPRETTO, Pedro Javier Córdoba

Diálogo y Trabajo AFIRMATIVORAFFO, Julio César C.A.B.A.

Unión Cívica Radical AFIRMATIVORICCARDO, José Luis San Luis

B. del Frente de la Concordia Misionero AFIRMATIVORISKO, Silvia Lucrecia Misiones

Unión Cívica Radical AFIRMATIVORISTA, Olga María Córdoba

Justicialista AFIRMATIVOROBERTI, Alberto Oscar Buenos Aires

Unión PRO AFIRMATIVOROMA, Carlos Gastón Tierra del Fuego

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOROQUEL, Héctor Alberto Santa Cruz

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOROSSI, Blanca Araceli Córdoba

Justicialista AFIRMATIVORUBÍN, Carlos Gustavo Corrientes

Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVORUCCI, Claudia Mónica Buenos Aires

Coalición Cívica AFIRMATIVOSÁNCHEZ, Fernando C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOSCAGLIA, Gisela Santa Fe

Unión PRO AFIRMATIVOSCHMIDT-LIERMANN, Cornelia C.A.B.A.

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOSCHWINDT, María Liliana Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOSELVA, Carlos Américo Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOSEMHAN, María de las Mercedes Corrientes

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOSNOPEK, Alejandro Jujuy

Justicialista AFIRMATIVOSNOPEK, Guillermo Jujuy

Unión PRO AFIRMATIVOSORGENTE, Marcelo Adolfo C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOSPINOZZI, Ricardo Adrián Santa Fe

GEN AFIRMATIVOSTOLBIZER, Margarita Rosa Buenos Aires

Justicialista AFIRMATIVOTENTOR, Héctor Olindo Jujuy

Coalición Cívica AFIRMATIVOTERADA, Alicia Chaco

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOTOLEDO, Susana María Santa Cruz

Unión PRO AFIRMATIVOTONELLI, Pablo Gabriel C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOTORELLO, Pablo Buenos Aires

Unión Cívica Radical AFIRMATIVOTORROBA, Francisco Javier La Pampa

Partido Socialista AFIRMATIVOTROIANO, Gabriela Alejandra Buenos Aires

Federal Unidos por una Nueva Argentina AFIRMATIVOTUNDIS, Mirta Buenos Aires

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:

Tipo de Mayoría:

Fecha:

Tipo de Quorum:
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Unión PRO AFIRMATIVOURROZ, Paula Buenos Aires

Coalición Cívica AFIRMATIVOVERA GONZALEZ, Orieta Cecilia Catamarca

Unión PRO AFIRMATIVOVILLALONGA, Juan Carlos C.A.B.A.

Del Bicentenario AFIRMATIVOVILLAVICENCIO, María Teresita Tucumán

Unión PRO AFIRMATIVOWECHSLER, Marcelo Germán C.A.B.A.

Unión PRO AFIRMATIVOWOLFF, Waldo Ezequiel Buenos Aires

Libertad, Valores y Cambios AFIRMATIVOZIEGLER, Alex Roberto Misiones

Justicialista AFIRMATIVOZILIOTTO, Sergio Raúl La Pampa

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:

Tipo de Mayoría:

Fecha:

Tipo de Quorum:
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Proyecto Sur NEGATIVO  ARGUMEDO, Alcira Susana C.A.B.A.

Peronismo para la Victoria NEGATIVO  FERREYRA, Araceli Susana Del Rosario Corrientes

Izquierda Socialista - Frente de Izquierda NEGATIVO  GIORDANO, Juan Carlos Buenos Aires

PTS - Frente de Izquierda NEGATIVO  GONZÁLEZ SELIGRA, Nathalia Buenos Aires

Fte. de Izquierda y de los Trabajadores NEGATIVO  LÓPEZ, Pablo Sebastián Salta

Fte. de Izquierda y de los Trabajadores NEGATIVO  SOSA, Soledad Mendoza

Acta Nº 4

Base Mayoría:

Miembros del cuerpo: 257

Presidente:
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Tipo de Quorum:
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONABRAHAM, Alejandro Mendoza

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONÁLVAREZ RODRIGUEZ, María Cristina Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONBARRETO, Jorge Rubén Entre Ríos

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONBASTERRA, Luis Eugenio Formosa

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONCARMONA, Guillermo Ramón Mendoza

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONCASTAGNETO, Carlos Daniel Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONCASTRO, Sandra Daniela San Juan

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONCONTI, Diana Beatriz Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONDE PEDRO, Eduardo Enrique Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONDEPETRI, Edgardo Fernando Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONdi TULLIO, Juliana Buenos Aires

Justicialista ABSTENCIONFERNÁNDEZ MENDÍA, Gustavo Rodolfo La Pampa

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONGARCÍA, María Teresa Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONGARRÉ, Nilda Celia C.A.B.A.

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONGERVASONI, Lautaro Entre Ríos

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONGIOJA, José Luis San Juan

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONGRANA, Adrián Eduardo Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONHUSS, Juan  Manuel Entre Ríos

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONKICILLOF, Axel C.A.B.A.

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONKIRCHNER, Máximo Carlos Santa Cruz

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONLARROQUE, Andrés C.A.B.A.

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONMENDOZA, Mayra Soledad Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONMERCADO, Verónica Elizabeth Catamarca

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONPEDRINI, Juan Manuel Chaco

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONPÉREZ, Martín Alejandro Tierra del Fuego

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONRAVERTA, María Fernanda Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONRECALDE, Héctor Pedro Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONRODRIGUEZ, Rodrigo Martín Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONSANTILLÁN, Walter Marcelo Tucumán

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONSOLANAS, Julio Rodolfo Entre Ríos

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONTAILHADE, Luis Rodolfo Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ ABSTENCIONVOLNOVICH, Luana Buenos Aires
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Frente Cívico por Santiago AUSENTE   ABDALA DE MATARAZZO, Norma Amanda Santiago del Estero

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   ARRIETA, Gustavo Héctor Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   BARDEGGIA, Luis María Rio Negro

Trabajo y Dignidad AUSENTE   BERMEJO, Sixto Osvaldo Chubut

Partido Socialista AUSENTE   BINNER, Hermes Juan Santa Fe

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   BRITEZ, María Cristina Misiones

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CABANDIÉ, Juan C.A.B.A.

Peronismo para la Victoria AUSENTE   CARLOTTO, Remo Gerardo Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CAROL, Analuz Ailén Tierra del Fuego

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CARRIZO, Nilda Mabel Tucumán

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CIAMPINI, José Alberto Neuquén

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CIGOGNA, Luis Francisco Jorge Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   CLERI, Marcos Santa Fe

Unión por Entre Ríos AUSENTE   CREMER DE BUSTI, María Cristina Entre Ríos

Bloque de los Trabajadores AUSENTE   DAER, Héctor Ricardo Buenos Aires

Peronismo para la Victoria AUSENTE   DE PONTI, Lucila María Santa Fe

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   DE VIDO, Julio (Suspendido Art 70 C.N.) Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   DI STÉFANO, Daniel Misiones

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   DIAZ ROIG, Juan Carlos Formosa

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   DOÑATE, Claudio Martín Rio Negro

Unión PRO AUSENTE   DURAND CORNEJO, Guillermo Mario Salta

Partido Socialista AUSENTE   DURÉ, Lucila Beatriz Formosa

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   ESTEVEZ, Gabriela Beatriz Córdoba

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   FRANA, Silvina Patricia Santa Fe

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   FURLAN, Francisco Abel Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GAILLARD, Ana Carolina Entre Ríos

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GALLARDO, Miriam Graciela del Valle Tucumán

Unión PRO AUSENTE   GARRETÓN, Facundo Tucumán

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GOMEZ BULL, Mauricio Ricardo Santa Cruz

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GONZÁLEZ, Josefina Victoria Santa Fe

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GRANADOS, Dulce Buenos Aires

Peronismo para la Victoria AUSENTE   GROSSO, Leonardo Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   GUERIN, María Isabel Buenos Aires

Solidario SI AUSENTE   HELLER, Carlos Salomón C.A.B.A.
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Frente Cívico por Santiago AUSENTE   HERRERA, José Alberto Santiago del Estero

Justicialista AUSENTE   HERRERA, Luis Beder La Rioja

Peronismo para la Victoria AUSENTE   HORNE, Silvia Renee Rio Negro

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   IGON, Santiago Nicolás Chubut

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   KUNKEL, Carlos Miguel Buenos Aires

Trabajo y Dignidad AUSENTE   LAGORIA, Elia Nelly Chubut

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   LLANOS MASSA, Ana María Chubut

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   LOTTO, Inés Beatriz Formosa

Justicialista AUSENTE   MACÍAS, Oscar Alberto Corrientes

Justicialista AUSENTE   MARTÍNEZ CAMPOS, Gustavo José Chaco

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   MARTÍNEZ, Norman Darío Neuquén

Movimiento Solidario Popular AUSENTE   MARTÍNEZ, Oscar Anselmo Tierra del Fuego

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   MASIN, María Lucila Chaco

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   MAZURE, Liliana Amalia C.A.B.A.

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   MENDOZA, Sandra Marcela Chaco

Federal Unidos por una Nueva Argentina AUSENTE   MORALES, Mariana Elizabet Santiago del Estero

Federal Unidos por una Nueva Argentina AUSENTE   MOREAU, Cecilia Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   MORENO, Carlos Julio Buenos Aires

Primero Tucumán AUSENTE   ORELLANA, José Fernando Tucumán

Compromiso con San Juan AUSENTE   PEÑALOZA MARIANETTI, Marìa Florencia San Juan

Concertación FORJA AUSENTE   PEREYRA, Juan Manuel Córdoba

Cultura, Educación y Trabajo AUSENTE   PLAINI, Francisco Omar Buenos Aires

Avanzar San Luis AUSENTE   POGGI, Claudio Javier San Luis

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   RACH QUIROGA, Analía Alexandra Chaco

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   RAMOS, Alejandro Ariel Santa Fe

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   RODRIGUEZ, Matías David Tierra del Fuego

Justicialista AUSENTE   ROMERO, Oscar Alberto Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   RUIZ ARAGÓN, José Arnaldo Corrientes

Movimiento Popular Neuquino AUSENTE   SAN MARTÍN, Adrián Neuquén

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   SEMINARA, Eduardo Jorge Santa Fe

Federal Unidos por una Nueva Argentina AUSENTE   SOLÁ, Felipe Carlos Buenos Aires

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   SORAIRE, Mirta Alicia Tucumán

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   SORIA, María Emilia Rio Negro

Chubut Somos Todos AUSENTE   TABOADA, Jorge Chubut

Justicialista AUSENTE   TOMASSI, Néstor Nicolás Catamarca
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Bloque políticoApellido y Nombre Provincia

Frente para la Victoria - PJ AUSENTE   TOVARES, Ramon Alberto San Juan

Unión Cívica Radical AUSENTE   VALDÉS, Gustavo Adolfo Corrientes

Unión Cívica Radical AUSENTE   VEGA, María Clara del Valle La Rioja

Movimiento Popular Neuquino AUSENTE   VILLAR MOLINA, María Inés Neuquén

Unión PRO AUSENTE   WISKY, Sergio Javier Rio Negro
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zados y violentos respecto de los antagónicas que sólo 
pretenden su reconocimiento tal y cual la Constitución 
Nacional lo prevé.

Viendo la conformación de las diversas comisiones 
permanentes o especiales y lee las atribuciones que 
le hemos asignado a cada una de ellas, el olvido es 
mayor, pues en nuestro reglamento interno no hay una 
sola palabra relativa a la atención de los asuntos in-
dígenas.

Este proyecto que nos ocupa ha pasado por la Co-
misión de Legislación General y la de Población y de 
Desarrollo Humano y la de Presupuesto y Hacienda.

Un tema que la Constitución Nacional nos ordena 
que tenga un trato y consideración especial, ha sido 
analizado desde la óptica general de los temas más 
variados y amplios que hacen a la legislación general 
y el desarrollo humano, pero sin la especialidad que 
la cuestión indígena demanda desde la Constitución 
Nacional.

En la Primera Cumbre Nacional de los Pueblos In-
dígenas, celebrada en Buenos Aires, estos han hecho 
saber que sienten ese olvido.

Es un tema que me ha preocupado y me sigue preocu-
pando, por ello contará con mi apoyo todo proyecto que 
se orienta a proveer de bienestar a los pueblos indígenas.

2

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA CAMAÑO

Régimen de responsabilidad penal para las personas 
jurídicas por delitos contra la administración 

pública y cohecho transnacional

Estamos tratando un proyecto que, habiendo sido 
tratado en esta Cámara paso en revisión al Honorable 
Senado de la Nación y ha vuelto con una gran canti-
dad de modifi caciones.

Con algunas de esas modifi caciones, estamos de 
acuerdo y son aceptables. Con otras estamos franca-
mente en oposición.

No estamos de acuerdo fundamentalmente, en la 
decisión que tomara el Senado de eliminar del pro-
yecto con media sanción de esta Cámara lo referido a 
la declaración de imprescriptibilidad de los delitos de 
corrupción, así como la elevación de la pena en estos 
delitos.

Antes de comenzar, corresponde tener en cuenta 
que la Justicia ha tenido ocasión ya de declarar la im-
prescriptibilidad de los delitos que impliquen actos de 
corrupción (artículo 36 de la Constitución Nacional).

Concretamente, lo hizo la Sala II de la Cámara Fe-
deral de La Plata el día 6 de octubre de 2016, dentro 
del expediente caratulado “M.D.M. y otros s/ 296 en 

1

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO BRIZUELA DEL MORAL

Prórroga de los plazos establecidos en la ley 26.160, 
de emergencia de la propiedad comunitaria indígena

No hay dudas de que la cuestión indígena o de pue-
blos originarios no es una cuestión menor. Todo lo 
contrario. Desde el año 1994 con la reforma constitu-
cional, nuestro país ha reconocido que se trata de un 
tema de gran importancia a tal punto que ha adquirido 
jerarquía constitucional.

El artículo 75 de la Constitución Nacional pone en 
cabeza de este Congreso nacional la obligación de re-
conocer la preexistencia étnica y cultural de los pue-
blos indígenas argentinos.

Los reclamos de estos pueblos son de larga data.
Hemos visto reclamos con mayor o menor virulen-

cia, pero todos con la misma idea, el reconocimiento 
de la identidad étnica y cultural.

En algunas provincias se han dictado leyes en este 
sentido, pero este Congreso, entiendo, sigue en deuda 
con estos pueblos porque no hemos cumplido acaba-
damente con la manda constitucional.

Ninguna duda que mi voto será afi rmativo para la 
aprobación del proyecto y prorrogar los efectos de 
la ley 26.160. Pero no es lo único que este Congreso 
puede hacer.

Desde lo personal he presentado un proyecto de re-
solución en esta Cámara para la creación de una co-
misión permanente dedicada al estudio de los asuntos 
indígenas. Me refi ero al proyecto 3.231-D.-2015.

Debemos abocarnos al reconocimiento y respeto de 
estas comunidades, garantizar el respeto a su identi-
dad y el derecho a una educación bilingüe e intercul-
tural; reconocer la personería jurídica de sus comu-
nidades, y la posesión y propiedad comunitarias de 
las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la 
entrega de otras aptas y sufi cientes para el desarrollo 
humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisi-
ble ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegu-
rar su participación en la gestión referida a sus recur-
sos naturales y a los demás intereses que los afecten. 
Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas 
atribuciones. Lo dice la Constitución Nacional.

Resulta paradojal que en tal sentido este cuer-
po haya dictado diversas legislaciones relativa a los 
asuntos indígenas y no haya tomado nota de su alta 
responsabilidad conforme la manda constitucional, 
invisibilizando a miles y miles de ciudadanos que se 
reconocen y declaran indígenas.

Un marco normativo e institucional de contención 
diferencia y resalta claramente a los grupos radicali-

III. INSERCIONES

cquirco
Línea
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Cuando el artículo en cuestión refi ere al “control” lo 

hace en los términos comprobación, inspección, fi sca-
lización, intervención, examen, entre otros, lo cual es 
clara muestra del espíritu que el legislador quiso dejar 
plasmado y el sentido de congruencia de la misma.

Sin dudas, el objeto del proyecto de ley gira en torno 
a discutir responsabilidades penales de las empresas y 
específi camente cómo impactará en la investigación 
el acuerdo de colaboración efi caz y el cumplimiento 
de las condiciones.

Por ello, tanto originalmente, así como el proyecto 
que viene en revisión han contemplado seis artículos 
que regulan distintos aspectos del acuerdo a celebrarse.

Así, a modo de ejemplo, el artículo 18 se expresa 
sobre el contenido del acuerdo (información o da-
tos). También enumera las condiciones que deberá 
tener el acuerdo. Desde pagar una multa equivalente 
a la mitad de lo establecido en el artículo 7°, inciso 
1; restituir las cosas; abandonar en favor del Estado 
los bienes que presumiblemente resultarían decomi-
sados; acciones para reparar el daño causado; aplicar 
medidas disciplinarias e implementar un programa de 
integridad.

El artículo 19 se expresa sobre la forma y control 
judicial del acuerdo de colaboración, que establece 
que será por escrito; fi rmado por los actores (defen-
sor) y representante del Ministerio Público. El juez 
controlará la legalidad de las condiciones, decidiendo 
sobre su aprobación, observación o rechazo.

El nuevo artículo 21 del control del cumplimiento del 
acuerdo de colaboración efi caz (ex 27 comentado ante-
riormente) pone un plazo que antes no existía de año (1), 
además de eliminar como objeto de análisis el cumpli-
miento de las condiciones pautadas (artículo 18).

Un año de plazo para que el Ministerio Público o 
el juez corroboraran la verisimilitud y utilidad de la 
información. Si se corroborare la verosimilitud y utili-
dad de la información, la sentencia deberá respetar las 
condiciones establecidas en el acuerdo

Sin atender al cumplimiento de las condiciones 
acordadas

Sobre este punto resulta oportuno citar la posición 
del senador Lovera, quien expresó: “Por su parte, se 
ha precisado el alcance del acuerdo de colaboración 
efi caz que pueden celebrar la persona jurídica y el Mi-
nisterio Público. A través de ese acuerdo la persona 
jurídica se obliga a cooperar revelando información o 
datos para el esclarecimiento de los hechos, la identi-
fi cación de los autores o la recuperación del producto 
o ganancia.

”El acuerdo exige que la persona jurídica pague el 
equivalente a la mitad del mínimo de la pena de multa 
que mencionamos anteriormente, así como la restitu-
ción de las cosas o ganancias producto del delito y el 
abandono a favor del Estado de los bienes que serían 
decomisados si recayere condena.

función del 292, 172, 54 y 55 CP”, con primer voto 
del juez Schiff rin.

De modo que lo que solicita este bloque se ajusta 
estrictamente a aquello que la Justicia misma tuviese 
ya ocasión de decidir con anterioridad.

A favor de la inclusión de los delitos de corrupción 
(que convengamos son aquellos previstos en la redac-
ción asignada por el Senado a la media sanción en 
Diputados) dentro de la categoría de delitos no pres-
criptibles, se consideró entonces y debe tener presente 
–ahora y siempre– lo señalado en la causa por el Minis-
terio Público Fiscal en el sentido de que “la corrupción 
está asociada a la existencia de un plan sistemático de 
saqueo de fondos, llevado a cabo en un extenso período 
de tiempo y elaborado, en principio, desde uno de los 
tres poderes de la Nación, con la complicidad o toleran-
cia de otro de los poderes estatales”.

No podemos ser cómplices ni tolerantes sobre el 
particular.

La experiencia da cuenta de una realidad indisputa-
ble: la investigación en los casos de corrupción recién 
se inicia pasados largos años desde su producción. Y 
resultaría un contrasentido luchar contra ella cuando 
en ese extenso período de tiempo conviven una matriz 
corrupta inexpugnable y la impunidad propia de un 
contexto que no brinda cauce adecuado para la inves-
tigación, la persecución y el castigo.

Así las cosas, de lo que se trata es de “afi anzar la 
justicia, promover el bienestar general y asegurar los 
benefi cios de la libertad, para todos”, cosa que no se 
logra si no se consagra la imprescriptibilidad tal y 
como estaba contenida en la media sanción dada por 
la Cámara de Diputados.

Por otra parte, en lo que respecta al control del 
cumplimiento del acuerdo de colaboración, el antiguo 
artículo 27 del proyecto que se aprobó en Diputados 
contemplaba la faz de “control” del cumplimiento del 
acuerdo de colaboración que debía realizar “el juez”.

En esa actuación, el juez debía controlar el acuerdo 
en ejecución:

–El cumplimiento del acuerdo de colaboración. 
Incumplimiento de las condiciones establecidas en el 
acuerdo (a contrario sensu-cumplimiento de las con-
diciones).

–La inexistencia de condena por la comisión de otro 
delito comprendido por la ley de responsabilidad pe-
nal empresaria, durante el cumplimiento del acuerdo.

Sabiamente, el artículo contemplaba que oída las 
partes, previa audiencia, el juez decidiría:

–Su continuidad.
–Modifi cación.
–Revocación.

En caso de revocación, el acuerdo continuaba por 
las reglas generales (se entiende las establecidas en el 
Código Penal).
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promover esta ley bajo el lema del famoso artículo 37 
y una suerte de opción de hierro montada en el relato 
ofi cialista entre quienes estaban a favor de la corrup-
ción de Odebrecht y los que no lo estaban, queriendo 
lavar sus propias responsabilidades en el caso.

Lamentamos los recortes del Senado, podríamos ha-
ber llevado adelante una ley de responsabilidad empre-
saria mucho más completa; es el paso que se pudo dar.

3

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA COPES

Régimen de responsabilidad penal para las personas 
jurídicas por delitos contra la administración 

pública y cohecho transnacional

La verdad es que estamos conformes de poder hoy 
dar sanción defi nitiva a este proyecto en el que tan-
to trabajo hemos destinado. Lo cierto es que más 
allá de dar cumplimiento a los compromisos inter-
nacionales que la Argentina ha fi rmado y que desde 
hace años está incumpliendo, el proyecto pretende 
brindar las herramientas necesarias para diseñar y 
perseguir efi cazmente los mercados criminales. Este 
es, sin duda alguna, el principal objetivo persegui-
do. Los mercados criminales constituyen uno de los 
grandes desafíos de los Estados democráticos. Estos 
proyectos, entonces, tienen por fi n brindar nuevas 
herramientas que puedan colaborar en dar respues-
tas a una política criminal que requiere de nuevos 
abordajes y nuevas herramientas para perseguir efi -
cazmente estos delitos.

Entendemos a la corrupción como una expresión 
de un fenómeno criminal más amplio: la criminalidad 
económica. Ello conlleva que no nos centremos ex-
clusivamente en los funcionarios públicos como los 
únicos responsables. Sino que se incluya a otro actor 
fundamental: los grupos económicos que han protago-
nizado en las últimas décadas un “proceso gradual de 
captura institucional del Estado”.

Pensar a estos fenómenos como fenómenos crimi-
nales implica reconocerlos como delitos de mercados. 
Esto quiere decir que se han creado verdaderos mer-
cados criminales o economías delictivas, en los que 
pueden identifi carse muchas de las características de 
los mercados legales; claro, con la diferencia de que 
el producto o servicio que se comercia en aquellos es 
ilícito.

Como en reiteradas oportunidades hemos dicho, 
sabemos bien que poco hacemos si concentramos la 
mirada únicamente en las personas o en los funcio-
narios que son parte de los delitos económicos, del 
sistema de corrupción. Por supuesto que ellos deben 
responder por sus actos, y que deben ser penados. Las 
personas humanas son penalmente responsables por 
los actos que cometen independientemente de esta ley. 
De hecho, este es el sistema que tenemos hoy en día. 

”El juez evaluará la legalidad y decidirá su aproba-
ción, observación o rechazo.

”Si es aprobado, durante el plazo de un año se co-
rroborará la verosimilitud de la información aportada 
y, de ser así, se dictará sentencia, que no podrá impo-
ner otras penas que las incluidas en el acuerdo.

”Caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo 
y el proceso continuará conforme a las reglas gene-
rales.”

Cuando se establecieron las condiciones que debe 
contener el acuerdo como, por ejemplo, multa fi jada 
en un porcentual, la restitución de los bienes o ga-
nancias; abandonar en favor del Estado los bienes; 
realizar acciones de reparación de daños; prestar ser-
vicios a la comunidad; aplicar medidas disciplinarias 
e implementar un programa de integridad o efectuar 
mejoras, se consideraron en pos de complementar el 
acuerdo efi caz y el cumplimiento de las mismas para 
generaría su efectiva aprobación al momento de con-
trolar el cumplimiento del mismo.

Ahora bien, eliminar ese análisis acarrea como con-
secuencia someter únicamente a un análisis de los da-
tos o información para corroborar su verisimilitud y 
utilidad. Resulta del mismo una laxitud casi imposible 
de soslayar.

Es decir, solamente basta acreditar que los datos o 
la información sea verosímil y útil para guiarse por 
las condiciones pactas en el acuerdo, no pudiendo im-
ponerse otras penas (como sería el caso del incumpli-
miento de las condiciones acordadas y que son parte 
íntegra del acuerdo en sí).

En los fragmentos de la versión taquigráfi ca, ya 
alertaba la señora senadora Fernández Sagasti so-
bre estos artículos y mencionó –cita textual–: “Debo 
mencionar los artículos 16 a 21 y el acuerdo de cola-
boración. Creo que este articulado también conlleva 
un alto riesgo de posibilidad de impunidad. Tiene una 
regulación muy laxa. Existirían posibilidades de na-
turalización del fi n que persigue nuevamente esta ley, 
que es la lucha contra la corrupción y la penalidad de 
las personas jurídicas”.

A favor de la postura de la senadora y aspecto 
que compartimos podemos concluir al decirse que 
el juez no podrá merituar el grado de inobservan-
cia sobre las condiciones pactadas en el acuerdo, 
el grado de omisión de las mismas y cumplimiento 
posterior a la fi rma del instrumento y esta situación 
generara una posibilidad de generar cierto grado de 
impunidad y conductas repetitivas de los que adhie-
ren al acuerdo.

Sin embargo, resulta claro y necesario decir que la 
sociedad demanda y que nuestro país necesita tomar 
medidas innovadoras y permanentes para luchar y 
combatir plenamente, tanto en el orden público como 
en el privado, contra el fl agelo de la corrupción.

Como hemos visto, este tema no es un tema de 
márketing político. Hizo muy mal el ofi cialismo en 
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orden a un sistema acusatorio que debería implemen-
tarse y al que me referiré después) y que es también 
el fi scal el que debe evaluar si la información brin-
dada es relevante como para llegar a un acuerdo que 
el juez sólo homologa, el ministro accedió a quitar 
de la redacción del proyecto original, esta segunda e 
inconveniente (por inconsistente) oportunidad para 
los delatores efi caces.

Este es un proyecto que ha tenido un extenso de-
bate, desde abril que venimos estudiando, discutien-
do, buscando construir los consensos necesarios para 
avanzar. El Senado ha introducido algunas modifi -
caciones, en términos generales creemos que en pos 
de mejorar el proyecto. Se ha eliminado la famosa 
cláusula prevista en el artículo 37, que tantos temores 
había generado en algunos sectores. Se ha corregido 
el artículo 1º orientando el debate a determinados de-
litos, no todos los delitos previstos en el Código Pe-
nal suponen la misma posibilidad de responsabilizar a 
personas jurídicas y, en algunos de ellos, puede inclu-
sive ser contraproducente a la orientación de la políti-
ca criminal. Desde ese lugar, un análisis cuidadoso de 
esa situación nos parece un acierto.

Queremos señalar otro punto. El día de la media 
sanción de este proyecto en esta Cámara se introduje-
ron en el debate en particular artículos que planteaban 
la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. El 
Senado eliminó estos artículos. Y aquí me permito ha-
cer algunas refl exiones para dejar en claro la postura 
del Bloque Demócrata-Progresista.

En primer lugar, es cierto que la prescripción de la 
acción penal es un instituto de derecho público que 
sirve de garantía y seguridad jurídica del individuo 
(de no ser perseguido al infi nito), y le impone un lími-
te temporal al poder punitivo del Estado. Básicamente 
consiste en la extinción de la pretensión punitiva del 
Estado por el mero transcurso del tiempo, consideran-
do que si no se ha instado la acción penal en lapsos le-
galmente establecidos, se supone que no existe interés 
en la persecución pública del delito.

El instituto por un lado pretende que los indivi-
duos que hayan podido haber cometido algún deli-
to no puedan ser perseguidos durante toda su vida, 
respetando la garantía del plazo razonable de juzga-
miento, y por el otro, que el Estado no realice esfuer-
zos y gastos en causas en las que no pudo arribar a 
un enjuiciamiento.

Nuestra Constitución Nacional, a partir de la refor-
ma del año 94 (artículo 75, inciso 22) incorporó diver-
sos tratados internacionales (Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo 
25; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, artículo 9.3; Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, artículo 7.5) que establecen el derecho 
a ser juzgado en un plazo razonable.

Sin embargo, este instituto, que sirve de principio 
general, reconoce excepciones. El ejemplo más con-
tundente se da en el caso de los crímenes de lesa hu-

Pero este sistema ha mostrado justamente ser inefi -
caz, al menos en avanzar en la desestructuración de 
estos mercados delictivos. Básicamente porque es una 
mirada muy miope si sólo nos concentramos en las 
personas humanas; la corrupción existe porque existe 
un mercado que le da sentido, y como todo mercado 
subsisten regularidades, relaciones, dinámicas, circui-
tos, actores.

Poder tener las herramientas para perseguir efi caz-
mente a las empresas, a las personas jurídicas, es clave 
en pos de avanzar en desestructurar un mercado cri-
minal. Poco hacemos en ese sentido cuando sólo nos 
quedamos en las personas humanas que se enriquecen; 
quiero decir, en un entramado de este tipo, si no es un 
funcionario será otro; si no es un empleado, será otro. 
No estamos discutiendo en absoluto la necesidad de 
que cada persona involucrada en actos de corrupción 
sea penada penalmente, claro que debe serlo. Claro 
que ninguna de esas situaciones debe quedar impune. 
Y de hecho esta ley es en este sentido complemen-
taria. De ningún modo favorece la impunidad de las 
personas humanas, sino que viene a complementar 
ofreciendo la posibilidad de ir contra las personas ju-
rídicas, contra las empresas.

De allí entonces que este proyecto contemple tam-
bién la posibilidad de contar con la idea de la colabo-
ración efi caz a la que todavía muchos miran con algún 
recelo. Nosotros ya hemos introducido en esta Cáma-
ra la posibilidad de que las personas humanas puedan 
arrepentirse, en pos de reconocer que por la dinámica 
de estos mercados criminales se necesita contar con 
este tipo de herramientas para incrementar la efi cacia 
de la política criminal.

En el proyecto se introduce la posibilidad de una 
suerte de suspensión de proceso a prueba para las 
personas jurídicas. De ningún modo estamos pre-
miando la delación por sí misma. El proceso requiere 
correctamente de la solicitud del fi scal en función de 
los intereses de la investigación. La persona jurídica 
para obtenerlo debe brindar información y además 
cumplir con determinadas pruebas entre las que se 
destacan servicios a la comunidad; debe, además, 
pagar una multa y devolver el producto de la ga-
nancia. Por eso, no estamos premiando la delación, 
sino diseñando nuevas herramientas que contribuyan 
en la identifi cación de los actores, los circuitos, las 
dinámicas de un mercado que cuesta tanto a los Es-
tados perseguir. En tal sentido, es justo reconocer 
la predisposición del ministro de Justicia Germán 
Garavano, respecto de lo que marcaba el proyecto 
original: que el juez pudiese habilitar la colaboración 
efi caz en cualquier momento del juicio. Ante el seña-
lamiento del Bloque Demócrata-Progresista respec-
to de que se trata de una doble posibilidad para la 
persona jurídica imputada, que contraviene lo que la 
propia “ley del arrepentido” postula (que debe “arre-
pentirse” antes de la elevación a juicio) y que em-
podera a los jueces, cuando debemos de una vez por 
todas comprender que el que investiga es el fi scal (en 
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empiecen a “moverse”? No nos engañemos: hay co-
sas que pueden sonar muy bien, pero en la Argentina 
actual, si no se implementa el sistema acusatorio, la 
persecución efi caz de la criminalidad organizada se 
verá retrasada (basta comparar las experiencias en el 
mundo al respecto, con uno y otro sistema –inquisi-
torial vs. acusatorio–). ¿O acaso no sabemos por qué 
una causa por corrupción dura, en promedio, 14 años 
en la Argentina? ¿O acaso este tema no tiene que ver 
con la institucionalidad y la construcción de la Repú-
blica, nada menos?

Por último, quisiera agradecer la invitación del go-
bierno federal de Alemania, a través de su embajada en 
Argentina, a participar del viaje temático “Lucha contra 
la corrupción”, organizado en el marco de visitas de ese 
país y que comprendiera reuniones con organizaciones 
de la sociedad civil (Transparencia Internacional, Lo-
bby Control, Correctiv), funcionarios de la administra-
ción federal (Ministerio Federal del Interior, Ministerio 
Federal de Justicia y Protección de los Consumidores, 
Ministerio de Relaciones Exteriores), de la Justicia 
(Fiscalía General de Berlín), del Parlamento, empresas 
(Lufthansa) y el equivalente alemán de la Ofi cina An-
ticorrupción. Aprovecho para agradecer especialmente 
a la diputada Cornelia Schmidt Liermann por su gene-
rosa invitación. Ha sido una experiencia ampliamente 
enriquecedora, sobre todo con relación al tema que hoy 
nos ocupa, y en virtud de las ventajas de poder esta-
blecer refl exiones en orden a la legislación comparada 
cuyos benefi cios todos conocemos.

Al comienzo de mi intervención, hablaba de que 
estamos ante un tipo de criminalidad organizada: la 
relacionada con delitos económicos. Pues bien, re-
cuerdo que la primera reunión que tuvimos en Berlín 
fue con la presidenta de la ONG Transparencia Inter-
nacional. Al fi nalizar su disertación, no pude menos 
que hacer el comentario respecto de que para corrup-
ción, la defi nición que había dado resultaba muy “an-
gosta”; que en verdad volvía sobre este tema, porque 
estoy convencida de que en la tipifi cación de un deli-
to ya estamos diseñando modos de persecución para 
éste, modos de intervención y sanción del mismo. La 
defi nición no es, en ese sentido y en mi humilde opi-
nión, un “eslabón” menor en la redacción legal. Pues 
bien, la estructura delictiva “al estilo argentino”, por 
así decirlo, o al estilo de lo que obscenamente esta-
mos asistiendo en los últimos tiempos, es impensa-
ble para ese país. Y lo he corroborado en otras reu-
niones con distintos entes, ofi ciales y no. Por decirlo 
fácilmente, la corrupción se piensa y defi ne puntual-
mente: entre un funcionario y un empleado, es decir, 
término a término. Es una mirada restrictiva incluso 
respecto de la criminalidad organizada que defi ne la 
ONU en su Convención contra la Delincuencia Or-
ganizada Transnacional (Convención de Palermo). 
Obviamente, esa “restricción” traduce “una reali-
dad”, como nuestras defi niciones también traducen, 
lamentablemente, la nuestra. Eso sí, a diferencia de 
la Argentina, se le llama corrupción, aun cuando los 

manidad. Nuestro país, a partir de la sanción de las 
leyes 24.584 y 25.778, mediante las cuales se aprobó 
y otorgó jerarquía constitucional a la Convención de 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los 
crímenes de lesa humanidad, estableció como impres-
criptibles dichos delitos. La imprescriptibilidad de 
esta clase de crímenes estriba en la gravedad de los 
mismos; en el hecho de que sus daños no afectan a un 
grupo determinado ni se limita a un plazo determina-
do de tiempo, sino que por el contrario: son actos que 
afectan a la humanidad en su conjunto y sus conse-
cuencias se extienden en el tiempo. Existe consenso 
en que en estos supuestos excepcionales el Estado no 
quiere perder su poder punitivo.

En defi nitiva, es cierto que los delitos de corrup-
ción afectan los recursos públicos tanto como a las 
propias instituciones democráticas y la confi an-
za ciudadana en los funcionarios, y que incluso en 
muchos casos producen muertes, con lo cual habría 
motivos para creer que merecerían equipararse a los 
delitos de lesa humanidad, que en la Argentina no 
prescriben, según interpretó la Corte a la luz de los 
tratados internacionales a los que el país dio rango 
constitucional, repito.

Desde el Bloque Demócrata-Progresista estamos 
dispuestos a dar el debate, pero es un debate que re-
quiere de un análisis profundo porque hay posiciones 
encontradas. No es un debate para dar a las apuradas, 
de manera improvisada y sin escuchar a todos los ac-
tores y atender a todas las posturas. No es menos cier-
to que, para ser honestos, las normas vigentes ya tie-
nen mecanismos para que las causas de corrupción no 
se eternicen. El punto es, como sugieren diversos sec-
tores, lograr que se realicen las reformas procesales 
en el funcionamiento de la Justicia para acelerar tiem-
pos. Hoy tenemos un Código Procesal Penal derogado 
pero vigente, y uno vigente pero suspendido. Existe, 
como sabemos, una enorme resistencia de la justicia 
federal a la implementación del sistema acusatorio 
(con el que estamos en deuda con nuestra Constitu-
ción Nacional por más de 150 años). ¿Cuál es la reali-
dad? Que los jueces federales persisten en privilegiar 
el sistema inquisitivo como cuota de poder. Un poder 
que les permite, como señores feudales (tal como lo 
he dicho en otras oportunidades) “sentarse” sobre las 
causas; decidir en su juzgado, cual feudo, qué causa 
avanza y cuál no… No nos engañemos. La impres-
criptibilidad necesita de un debate profundo porque 
tal como funciona la justicia hoy (poco transparente, 
de espaldas a la sociedad, con expedientes escritos, 
lerda y a veces perezosa, cuando no cómplice de im-
punidad), lo cierto es que la imprescriptibilidad, lejos 
de ser una condición a favor del ciudadano en contra 
de los delincuentes, puede transformarse en un arma 
hasta de extorsión por parte de la Justicia. ¿Cómo nos 
explicamos, si no, que los mismos jueces y con las 
mismas causas se ocupen recién después de un nuevo 
triunfo en las urnas de un gobierno de signo político 
distinto para que, entonces, algunos procedimientos 
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redes actúan con total impunidad secuestrando muje-
res y niñas de los sectores más vulnerables.

Por eso en nuestro país, según la PROTEX (Pro-
curaduría de Trata y Explotación de Personas), hay 
3.221 mujeres y niñas desaparecidas y se estima que 
cerca de 500 mujeres, adolescentes, niños y niñas son 
secuestrados por año. Estas alarmantes cifras revelan 
que el gobierno no hace nada para combatir las redes 
de trata, por eso son tantos los casos y se dan sobre 
todo en las zonas más empobrecidas.

Las redes de trata son el tercer negocio ilegal más 
rentable del mundo, sólo después del tráfi co de ar-
mas y de drogas. Desde nuestra banca de Izquierda 
Socialista en el Frente de Izquierda no decimos trata 
a secas, sino que hablamos de redes de trata. Porque 
son un complejo entramado formado por el gobierno, 
jueces, policías, empresarios, proxenetas, etcétera, y 
actúan con total aval del poder político. Por eso, se 
hacen “allanamientos” mentirosos en los que agarran 
a algún perejil, pero hasta ahora nunca desmantelaron 
ninguna red.

Sólo para nombrar un ejemplo de nuestro país que 
es conocido: Raúl Martins, ex jefe de la SIDE de la 
dictadura, dueño del boliche Cocodrilo, actualmente 
sigue en el negocio de la prostitución VIP en México 
y fue uno de los que aportó a la campaña de Macri 
para jefe de gobierno en la ciudad de Buenos Aires. 
Martins fue denunciado hasta por su propia hija, y sin 
embargo está libre y llenándose los bolsillos de plata 
gracias a las redes de trata. Por eso insistimos en que 
actúan con total impunidad.

La ley 26.364/08 que se sancionó con el fi n de com-
batir la trata, ni siquiera sirvió en el juicio por Marita 
Verón, en el que quedaron absueltos los 13 condena-
dos. Fue tanta la indignación por aquel fallo que el 
movimiento de mujeres salió a la calle y se modifi có 
la ley. Actualmente es la 26.842/12, que no tiene to-
dos sus artículos reglamentados. Es decir, se modifi có 
la ley pero no cambió la situación, porque las redes 
siguen operando con total impunidad.

Por todo lo expuesto, exigimos desde esta banca lo 
mismo que exige el movimiento de mujeres que está 
en las calles: inmediato desmantelamiento de las redes 
de trata, aparición con vida de las pibas secuestradas, 
cárcel para todos los involucrados.

5

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO GIORDANO

Institución de noviembre como Mes Nacional 
de la Concientización sobre la Violencia de Género

Denunciamos que este proyecto de ley que instituye 
al mes de noviembre de cada año como Mes Nacional 
de Concientización sobre la Violencia de Género, es 
una nueva lavada de cara de este gobierno que quie-
re mostrarse como que algo hace por las mujeres. El 

actores pertenezcan ambos al sector privado. Entre 
las medidas de prevención de los actos de corrup-
ción evalúo más que interesante lo expuesto por el 
Ministerio Federal del Interior: el sistema de ingreso 
de personal a la administración pública está directa-
mente relacionado con dicha prevención. Se trata de 
una serie de concursos, cada vez más estrictos para 
poder acceder y, además, el personal es rotado de 
lugar (cada 5 años lo más habitual, aunque mucho 
menos en ciertos cargos) justamente, para prevenir 
que puedan confi gurarse “sistemas” delictivos. La 
corrupción defi nida “punto a punto” alcanza para 
un país como Alemania, que tiene, objetivamente, 
menos legislación que la Argentina para perseguir 
y sancionar este tipo de delitos. Pero posee, a dife-
rencia, una condena social que hace muy difícil que 
una empresa involucrada en este tipo de actos pueda 
“levantarse” y llegar a ser la empresa que “era” o que 
signifi ca, para un funcionario hallado responsable, el 
fi n de su carrera política. En la Argentina estamos 
lejos de ello. En Argentina la impunidad, producto 
de una justicia que describí en trazos generales (y 
ello signifi ca que por supuesto existen excepciones) 
y la naturalización del escándalo han hecho mella en 
nosotros, como sociedad. Ni hablemos del “roban 
pero hacen”. De ahí la necesidad de avanzar en leyes 
como la que hoy vamos a sancionar.

No hay dudas de que este proyecto, como todos 
los proyectos, es perfectible. Claro que lo es. Pero es 
un proyecto que se ha construido luego de consensos 
intrapartidarios y de revisiones por parte del Senado. 
Con muchas de las modifi caciones coincidimos, con 
otras no tanto. Pero la verdad es que una ley perfecti-
ble siempre es mejor a no tener ley.

Nos alegra mucho poder hoy dar esta discusión; tra-
bajamos mucho para poder venir hoy a este recinto. 
Por eso estamos decididos a sancionarlo, convencidos 
de que la Argentina necesita contar con estos instru-
mentos; nosotros no estamos dispuestos a sostener ni 
un día más estos escenarios que favorecen la impu-
nidad. Este es nuestro compromiso, y por eso desde 
el Bloque Demócrata-Progresista acompañamos esta 
iniciativa.

4

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO GIORDANO

Acuerdo entre la República Argentina y la República 
de Colombia para la Prevención e Investigación 
del Delito de la Trata de Personas y la Asistencia 

y Protección de sus Víctimas

De la misma manera que con el expediente 40-S.-
2017, queremos denunciar una vez más que este go-
bierno de Macri (Cambiemos y UCR), al igual que el 
anterior de Cristina (PJ-Frente para la Victoria), nada 
hace para desmantelar las redes de trata. De hecho, las 

cquirco
Línea
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al de la AMIA –cualquiera haya sido su autor– que 
provocaron la muerte de personas inocentes, 29 en el 
primer caso y 85 en el segundo. Y nos solidarizamos 
con los familiares y amigos de las víctimas como lo 
hicimos en su momento, comprendemos su dolor y su 
reclamo de justicia en búsqueda de la verdad.

Pero queremos señalar que rechazamos el fallo y, por 
lo tanto, la versión de la CIA e Israel, avalada en su mo-
mento por el gobierno de Néstor Kirchner (FPV - PJ) y 
ahora por el gobierno de Macri (Cambiemos-UCR), de 
acusar a Irán. Tampoco avalamos el acuerdo de 2013 
(memorando), que en su momento el gobierno de Cris-
tina presentó como un gran logro en la “búsqueda de 
la verdad” y que “evitaría” nuevos atentados. Somos 
categóricos, la única política que puede llevar a evi-
tar nuevas AMIAS es romper el alineamiento con los 
EE.UU. e Israel. Exigimos que se rompan relaciones 
diplomáticas y comerciales con Israel y que los países 
del Mercosur anulen el Tratado de Libre Comercio 
con el Estado genocida de Israel.

Desde Izquierda Socialista en el Frente de Izquier-
da siempre apoyamos la causa de los pueblos árabes 
ante la intervención imperialista, y levantamos el pro-
grama de un Estado único, laico, democrático y no 
racista en Palestina –lo que incluye al territorio que 
Israel actualmente considera suyo más Gaza, Cisjor-
dania y Jerusalén–, con derecho al retorno de millones 
de refugiados y la devolución de sus tierras históricas. 
Esto signifi ca un Estado en el que no exista suprema-
cía racial ni religiosa, donde ateos, judíos, cristianos, 
islámicos y otros credos convivan en igualdad de de-
rechos culturales y políticos, y sean castigados los mi-
litares y políticos genocidas de Israel.

7

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO NANNI

Régimen de responsabilidad penal para las personas 
jurídicas por delitos contra la administración 

pública y cohecho transnacional

Éste es un paso contundente contra la corrupción. 
En estos dos años legislamos contra la corrupción 
en su faz política o pública; ahora hablamos de sus 
cómplices, porque no puede haber corrupción polí-
tica, si no hay alguien privado tratando de sobornar, 
por ejemplo. O simplemente para recordar que Lázaro 
Báez no era funcionario público, pero sí la otra cara 
de la corrupción.

En primer lugar, quiero hacer unas breves re-
fl exiones en torno a lo que signifi ca adentrarnos en 
la responsabilidad de la persona jurídica y, para ello, 
citando a autores del derecho penal económico debo 
decir que la empresa como organización representa un 
problema central para el derecho penal en su conjunto, 
sobre todo cuando no se trata de pequeñas empresas o 
empresas familiares, donde todavía es factible recurrir 
a soluciones convencionales, sino de organizaciones 

movimiento de mujeres de argentina no está pidiendo 
declaraciones estériles de esta Cámara, está en las ca-
lles exigiendo basta de femicidios, por eso se popula-
rizó la consigna “Ni una menos”. Está pidiendo aborto 
legal, seguro y gratuito. Está reclamando el desman-
telamiento de las redes de trata y que aparezcan las 
mujeres secuestradas por las redes de trata para la ex-
plotación sexual.

Las mujeres que están reclamando en las calles 
contra los femicidios exigen presupuesto para la ley 
26.485. Por eso denunciamos que en el presupuesto 
2018, a pesar de las cifras de femicidios en el país, uno 
cada 23 horas, no hay ninguna política explicitada en 
los planes del gobierno para prevenir la violencia con-
tra las mujeres. Y tampoco aparece en el presupuesto 
2018 ninguna alusión concreta a políticas que apunten 
a disminuir la brecha salarial que existe entre varones 
y mujeres.

El proyecto de ley de la Campaña Nacional por 
el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito no se 
aprueba porque todos los partidos patronales priori-
zan acuerdos con el Vaticano, que protege a sus curas 
pedófi los, en vez de sancionar una ley que evitaría las 
muertes de cientos de mujeres al año por aborto clan-
destino.

La ley de trata tiene todavía algunos artículos sin 
reglamentar y las redes de trata actúan con total impu-
nidad porque cuentan con el aval de jueces, policías y 
del poder político. Es más, el gobierno con su política 
de blanqueo de capitales, les abre la puerta para que 
estos empresarios proxenetas blanqueen ese dinero 
sucio que viene también de este negocio, que es el ter-
cer negocio ilegal más rentable en el mundo, después 
de la venta de armas y de drogas.

Nuestra banca de Izquierda Socialista en el Frente 
de Izquierda está al servicio de las luchas de las muje-
res que están en las calles por estos reclamos. Por eso 
no vamos a acompañar proyectos del gobierno que 
buscan desviar los reclamos con leyes declarativas 
que no los resuelven.

6

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO GIORDANO

Institución del 17 de marzo como Día de la Memoria 
y Solidaridad con las Víctimas del Atentado 

contra la Embajada de Israel

Nos oponemos al proyecto de ley que establece al 
17 de marzo como Día de la Memoria y Solidaridad 
con las Víctimas del Atentado contra la Embajada de 
Israel, y que encomienda al Ministerio de Educación 
de la Nación a incorporarlo a los contenidos curricula-
res del sistema educativo en todos los niveles.

En primer lugar, queremos señalar que desde Iz-
quierda Socialista en el Frente de Izquierda repudia-
mos el atentado a la embajada de Israel y también 
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signifi cativo a los reparos constitucionales referidos 
al principio de personalidad de la pena, entendiéndose 
este principio desde la óptica de la persona física.

Este proyecto es responsable e innovador, limita la 
cantidad de delitos por los que pueden responder las 
empresas a determinadas fi guras contra la administra-
ción pública e incorpora un tipo agravado de balance e 
informes falsos cuando esa documentación tenga por 
fi n ocultar hechos de corrupción, respondiendo así a 
una recomendación de la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos.

Establece el criterio de responsabilidad corporativa 
que encuentra su raíz jurídica en el artículo 304 del 
Código Penal para casos de lavado de dinero, evitando 
así consagrar una doble imputación.

Este régimen se aplicará a las personas jurídicas 
privadas, de capital nacional o extranjero, con o sin 
participación estatal, incluyendo sin distinciones a las 
pymes.

Establecemos también la posibilidad de celebrar 
acuerdos de colaboración a cambio de una sensible 
atenuación de la pena, pero no de su exención, situa-
ción que reserva para el caso que la persona jurídica 
cuente con programas de compliance que le permitan 
detectar el ilícito y que, en consecuencia, lo denuncie 
y devuelva el benefi cio indebido obtenido con aquél.

Impulsa la implementación de programas de inte-
gridad o compliance, al establecerlos como condición 
para contratar con el Estado, recibir una penalidad ate-
nuada o eximirse de ella.

Esta ley hace que nuestro país cumpla con los 
compromisos internacionales asumidos al suscribir, 
en 1997, la Convención Internacional sobre la Lucha 
contra el cohecho de funcionarios públicos extranje-
ros en las transacciones comerciales internacionales 
de la OCDE.

Sin ninguna duda, el proyecto ha tenido en cuenta 
la teoría del delito y por ello se incorporaron criterios 
de oportunidad, excusas absolutorias, gradación de 
la pena y demás aspectos que hacen al derecho pe-
nal sustancial. Asimismo, se recurre a la modifi cación 
de fi guras propias del derecho penal nuclear como el 
cohecho, la colusión, exacciones ilegales y el enrique-
cimiento ilícito.

Que se hayan contemplado aspectos estructurales 
como la cuestión de la jurisdicción al tratar el artículo 
1º del Código Penal es muestra de la seriedad del pro-
yecto. Por supuesto, siempre seguirán infl uenciando a 
nuestra legislación los grandes principios constitucio-
nales penales como la personalidad de la pena, el non 
bis in idem, la proporcionalidad de la pena, el princi-
pio de legalidad, entre muchos otros. Ellos siempre 
actuarán como los custodios de nuestro sistema penal. 
Por fortuna o, mejor dicho, por criteriosa, esta Cáma-
ra ha tenido siempre en la mira el diseño constitucio-
nal que nos rige. Considero que una ley como la que 
estamos por aprobar es necesaria para estos nuevos 
tiempos en donde hemos tomado la decisión imper-

empresariales multinacionales que alcanzan una gran 
magnitud y complejidad.

Las teorías tradicionales se encuentran demasia-
do apegadas a la delincuencia mirada desde la forma 
individual, resultando sus herramientas insufi cientes 
para resolver el problema de la responsabilidad penal 
derivada de actuaciones empresariales. En la Argenti-
na de hoy, los casos de corrupción más relevantes, no 
fueron cometidos a punta de pistolas, las armas que se 
utilizaron para delinquir fueron empresas.

En ese sentido vale decir que el derecho penal sólo 
tiene sentido si puede aportar soluciones a los nuevos 
fenómenos de las sociedades contemporáneas. Si lo 
tradicional resulta insufi ciente para enfrentar la pro-
blemática de las actividades empresariales organiza-
das de forma compleja, es porque no se ha tratado to-
davía de forma satisfactoria una característica central 
de las sociedades modernas, como es la organización 
empresarial con su consiguiente reparto de funciones 
y tareas dentro de la organización.

Dentro de las grandes empresas potencialmente pe-
ligrosas para bienes jurídicos básicos se presenta una 
dispersión de conductas, decisiones y conocimientos 
sobre riesgos, de tal manera que a partir de cierto 
grado de complejidad ya no es posible encontrar una 
persona en la que coincidan creación de riesgo, parti-
cipación en él con representación sobre dicho riesgo 
ni nadie que disponga una información global sobre la 
actividad de la empresa. Los directivos tienen una vi-
sión demasiado global y los que perciben directamen-
te los efectos de la actividad carecen de la visión de 
conjunto necesario para entender la peligrosidad que 
encierran determinadas actividades empresariales.

Sólo serán soluciones teóricas adecuadas aquellas 
que, olvidándose de una visión atomista de la conduc-
ta individual, intente comprender la realidad social, 
esto es que los potenciales autores están actuando 
como parte de una organización, y en ese sentido es 
muy positivo que en este recinto se discuta sobre un 
tópico tan complejo y tan estudiado por la doctrina 
penal desde hace años.

Particularmente, el proyecto se asienta sobre un 
nuevo paradigma que abandona la vis ión vetusta que 
sostiene que “no hay responsabilidad penal para las 
personas jurídicas”. Hoy conforme a los tiempos que 
corren, sabemos que un ente jurídico como una empre-
sa transnacional posee un poder económico relevante 
que debe encontrar límites ciertos a la hora de partici-
par en el entramado social. Es un muy buen síntoma 
que estemos aquí pensando en las formas de actuación 
delictiva de empresas y sus posibles sanciones.

El dictamen de mayoría ha trabajado sobre el Có-
digo Penal nuclear y periférico, ha tomado la visión 
de la responsabilidad de la persona jurídica basándose 
en la realidad social. Por ello el delito de las personas 
jurídicas posee penas que signifi cativamente actuarán 
como prevención y retribución, disociándose a la per-
sona física de aquélla, lo cual representa un avance 
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encontramos ante la necesidad de tener que otorgar 
otra vez un plazo mayor.

De aquí que, en mi opinión, se reconocen tres pro-
blemas. El primero, la incapacidad de algunos orga-
nismos estatales de cumplir con las tareas que la ley le 
manda a realizar. El segundo, la incertidumbre que ge-
nera la imposibilidad de solucionar el problema para 
quienes se ven afectados por esta ley: los titulares de 
los derechos de propiedad sobre las tierras afectadas a 
la norma. En otras palabras, la falta de seguridad jurí-
dica. La tercera, y última, más genérica pero no menos 
importante: la transformación en perpetuas de algunas 
leyes de carácter transitorio que ha dictado este Con-
greso y que afectan los derechos de propiedad de los 
habitantes de nuestro país.

Con respecto al primero de los problemas mencio-
nados en el párrafo anterior, en uso de las funciones de 
control que este Congreso tiene sobre los organismos 
estatales nacionales, corresponde evaluar la actuación 
del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas en el marco 
de la aplicación de la norma que hoy nos trae a debate.

Como indiqué anteriormente, el Instituto Nacional 
de Asuntos Indígenas fue creado por la Ley sobre Polí-
tica Indígena y Apoyo a las Comunidades Aborígenes, 
23.302. Dentro de las funciones que esta ley le otorgó, 
se encuentra la de “llevar el Registro Nacional de Co-
munidades Indígenas y disponer la inscripción de las 
comunidades que lo soliciten y resolver, en su caso, la 
cancelación de la inscripción, para todo lo cual debe-
rá coordinar su acción con los gobiernos provinciales 
y prestar el asesoramiento necesario para facilitar los 
trámites. […]; d) Elaborar e implementar planes de ad-
judicación y explotación de las tierras, de educación y 
de salud; e) Proponer el presupuesto para la atención 
de los asuntos indígenas y asesorar en todo lo relativo 
a fomento, promoción y desarrollo de las comunidades 
indígenas del país” (artículo 6°). Cabe señalar que el Re-
gistro Nacional de Comunidades Indígenas fue creado por 
el artículo 2° de la norma que aquí estoy describiendo.

Asimismo, la ya mencionada ley de política indígena 
estableció en su capítulo IV un plan de adjudicación de 
tierras a las comunidades indígenas. En el artículo 7°, la 
norma entonces sancionada, y aún hoy vigente, ordena 
“la adjudicación en propiedad a las comunidades indí-
genas existentes en el país, debidamente inscriptas, de 
tierras fi scales nacionales, o en el caso de no existir és-
tas, provinciales o comunales, según artículo 8°, aptas 
y sufi cientes para la explotación agropecuaria, forestal, 
minera, industrial o artesanal, según las modalidades 
propias de cada comunidad. Las tierras deberán estar 
situadas en el lugar donde habita la comunidad o, en 
caso necesario en las zonas próximas más aptas para 
su desarrollo”. También se indicó el modo de preferen-
cia para la entrega de las tierras y que podía hacerse en 
propiedad individual a favor de indígenas no integrados 
a la comunidad. Sin perjuicio de ello, en el artículo 9°
se estableció que la entrega debía realizarse a título 
gratuito, encontrándose los benefi ciarios exentos del 

térrita de luchar contra todo tipo de corrupción. Por 
todos estos motivos mi voto es afi rmativo para con 
este proyecto.

8

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO PATIÑO

Prórroga de los plazos establecidos en la ley 26.160, 
de emergencia de la propiedad comunitaria indígena

El 1° de noviembre de 2006 este Congreso sancionó 
la ley 26.160. Esta norma declaró “la emergencia en ma-
teria de posesión y propiedad de las tierras que tradicio-
nalmente ocupan las comunidades indígenas originarias 
del país, cuya personería jurídica haya sido inscripta en 
el Registro Nacional de Comunidades Indígenas u orga-
nismo provincial competente o aquellas preexistentes”. 
Asimismo, fi jó el plazo de cuatro años de duración de la 
declaración de emergencia (artículo 1°).

A continuación, en su artículo 2°, dispuso la sus-
pensión por idéntico plazo de las ejecuciones de 
sentencias, actos procesales o administrativos, cuyo 
objeto sea el desalojo o desocupación de las tierras 
contempladas en el artículo 1°.

Finalmente, en el artículo 3°, encomendó al Instituto 
Nacional de Asuntos Indígenas (ente estatal creado por la 
Ley sobre Política Indígena y Apoyo a las Comunidades 
Aborígenes, 23.302, sancionada el 30 de septiembre de 
1985) realizar el relevamiento técnico –jurídico– catas-
tral de la situación dominial de las tierras ocupadas por 
las comunidades indígenas y promover las acciones que 
fueren menester con el Consejo de Participación Indíge-
na, los institutos aborígenes provinciales, universidades 
nacionales, entidades nacionales, provinciales y muni-
cipales, organizaciones indígenas y organizaciones no 
gubernamentales, fi jándose un plazo de tres años para su 
realización. A estos efectos, el artículo 4° de la norma 
que hoy se pretende prorrogar otorgó un fondo especial 
de treinta millones de pesos.

Ahora bien, lamentablemente, el órgano referido 
precedentemente ha sido incapaz de cumplir con la ta-
rea que la ley le ordenó; en primer lugar, porque recién 
fue dotado de estructura veinte años después, y porque 
una vez dotado de estructura necesitó prorrogar la si-
tuación de emergencia en dos oportunidades: 1) por 
la ley 26.554, hasta el 23 de noviembre de 2013; y 2) 
por la ley 26.984, hasta el 23 de noviembre de 2017, 
próximo a vencer. En este estado de cosas, también 
corresponde señalar que no sólo se prorrogó el plazo 
de cumplimiento del relevamiento técnico para supe-
rar la emergencia, sino que fue prorrogada en todos 
sus términos, incluyendo el nuevo otorgamiento de los 
fondos que disponía el artículo 4°.

Adviértase que al plazo inicial de cuatro años 
(2006/2010) se le agregó primero una prórroga de tres 
años y luego otra de cuatro. Es decir que a una emer-
gencia que debía durar cuatro años se la extendió a 
once años al día de la fecha. Y hoy, nuevamente, nos 
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